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INTRODUCCION

Desde que existe el hombre, y desde que éste ha vivido en sociedad, lo ha
llevado ha crear una diversidad de nonnas jurfdicas, asi sucede en la actualidad,
ya que se crean nuevas figuras juridicas o se modifican las que ya están
establecidas para adecuarlas al tiempo actual en que el individuo requiere de
ellas para regular su conducta, y de esta manera lograr una mejor convivencia
social.

El propio hombre ha creado leyes para mejorar este fin, sin embargo estas
mismas leyes a vecas no son bien aplicadas. En particular, en nuestro pais en las
diferentes constituciones que han regido su vida polltlca, ha quedado manifiesta la
preocupación de los constituyentes de elevar a un rango legal superior los
derechos que deben de gozar las personas que por una u otra circunstancia, se
les acusa de un hecho delictivo, y como consecuencia de ello se encuentran
sujetas a un proceso penal, también llamado procaso criminal por algunas leyes
fundamentales.

Por lo tanto, en el presente trabajo, analizaremos los derechos de todo
ciudadano mexicano que tiene el carácter de inculpado durante el procedimiento
penal, ya que si bien es cierto, todas las garantias individuales son muy
importantes, asi también es muy extenso analizar todas y cada una de ellas, por lo
que solo haremos el análisis del articulo 20 Constitucional, en su incisoA

Todas y cada una de las diez fracciones del inciso A, del articulo 20
Constitucional, constituyen otras tantas garantias otorgadas a Jos individuos
inculpados de algún delito. Fueron muchos y muy variados los debates que se
libraron en el seno del Congreso Constituyente de Querétaro alrededor de este
precepto, pues, en verdad, es la máxima importancia como base y regulador del
juicio penal.

Parte de estas fracciones existlan en la Constitución de 1857, el resto
constituyen una novedad.

Por lo que en el presente trabajo analizaremos cada una de las fracciones
del inciso A del articulo 20 Constitucional, ya que desde la constitución de 1857 a
la fecha se han publicado diversas reformas. Al decir de algunas, se encuentran la
del 14 de enero de 1985, en la cual en su nuevo texto se utiliza por primera vez la
palabra caución en vez de fianza al que se referia el anterior, pero
fundamentalmente la innovación consiste en el modo de fijar el monto de dicha
caución.
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Bien sabemos, que nosotros como pueblo, tenemos el derecho de crear
nuestra propia autoridad y ciaro, que beneficie a la sociedad en fa que convivimos,
y para esto , necesitamos que sean bien aplicadas las leyes, sin abuso ni de la
autoridad, ni de los particulares, aunque nosotros, tengamos todo el poder para
cambiarlo.

Otra situación muy importante, es la ignorancia que existe del pueblo, al no
conocer estas garantfas, y no es tanta culpa de éstos, mas bien, nosotros creemos
que el Estado no ha querido quitar esta pobreza de conocimientos, para poder
seguir actuando como a ellos convenga, que es un tema que también, se tiene
que analizar, ya que creemos que la mayor parte de culpa, la tenemos nosotros,
como el pueblo que le da el poder al Estado que rige y que nos ayuda para tener
este grado de delincuencia, ya no nada más de parte de particulares, sino también
de parte la autoridad.

Por otro lado durante largo tiempo fue costumbre la de forzar e induso
atormentar a los acusados con el fin de obtener su confesión, que se consideraba
la "reina de las pruebas", también se prohibla que el detenido se comunicara con
sus familiares o abogados, para obtener una declaración que le fuera perjudicial.

La finalidad de este análisis es conocer y estudiar todes las garantlas de
seguridad jurldica en el procedimiento penal que son aplicables al inculpado, por
lo que de las diez fracciones del apartado A del articulo 20, será estudiado a fin de
determinar la importancia de los alcances jurldicos.

El presente trabajo lo dividimos en cuatro capItulas, en el primero
hablaremos de conceptos fundamentales, tales como son: derecho natural,
derechos humanos, garantla individual , la diferencia entre inculpado, Indiciado y
procesado, para dejar ciaro el concepto que se le da al inculpado atendiendo a
cada etapa del procedimiento penal.

En el segundo capitulo estableceremos el marco legal que aplica a nuestro
tema, comenzando por la Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos,
posteriormente la normatividad sobre el Código Penal Federal con sus respectivo
Código Federal de Procedimientos Penales, siguiendo con el Nuevo Código Penal
para el Distrito Federal, así como el Código de Procedimientos Penales para el
Distrito Federal.

El tercer capitulo nos enfocaremos a el procedimiento penal mexicano, en el
cual analizaremos el procedimiento penal en general, hablaremos de los periodos
y etapas del procedimiento penal, así como los sujetos de la relación jurldica en el
procedimiento penal.

y por ultimo en el capitulo cuarto realizaremos el análisis de las garantras
de seguridad jurldica en el procedimiento penal aplicables al inculpado en el
articulo 20 inciso A de la Constitución PoIltica de los Estados Unidos Mexicanos.
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Para la elaboración del presente trabajo de investigación utilizamos la
técnica documental, especíñcarnente en libros, legislación y jurisprudencias. Asf
mismo llevamos a cabo el método deductivo e inductivo, ya que de lo particular
nos enfocamos a lo general, y viceversa, de ro general lo trasladamos a lo
particular.

Neevia docConverter 5.1



CAPITULO I

CONCEPTOS FUNDAMENTALES
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La constitución de nuestro pals garantiza la libertad y la seguridad jurldica,
por medio de las garantías penales y procésales, y es este el medio por el cual se
puede alcanzar la justicia social penal, brindando asl protecci6n al individuo en
todos los aspectos, ya sea como sujeto activo o pasivo del delito.

Este cuerpo de leyes establece el conjunto fundamental de los derechos del
ser humano, que antes fueron denominados como naturales e inaJienat:les, es
decir los derechos de mayor relevancia y jerarqula, teniendo la misión de amparar
los bienes jurldicos más valiosos del individuo, por lo que en las lineas
subsecuentes nos ocuparemos para dejar clara una definici6n sobre lo qua es el
Derecho Natural , ya que es importante por el hecho de que han sido
fundamentales para que el individuo se desarrolle en sociedad adecuadamente,
por eso su protección y defensa respecto de las autoridades publicas es básica y
obviamente deben tener medios que garanticen su vigencia en las diversas
legislaciones mundiales, sin que México sea la excepci6n.

Asf mismo, del Derecho Natural se desprenden las diversas leyes que en la
actualidad rigen nuestro sistema, las garantlas individuales han venido a proteger
y salvaguardar la observancia de los derechos fundamentales de todo individuo,
asegurándose asl que ningún hombre sea afectado en su esfera jurldica por un
acto de autoridad arbitrario. Cabe sel'\alar que en ooeslro pa ís, los derechos del
hombre son asegurados frente a las autoridades públicas por medios juridicos de
protección de los mismos, que son las garantfas individuales, habiendo una
tradici6n jurfdico-<Xlnstltucional.

1.1.DERECHO NATURAL

El derecho natural podremos entender10 como aquel que el hombre por su
propia conciencia lo deduce y por medio del cual estima como una expresión de
justicia en el momento hist6rico en el cuel se encuentra, por lo que el concepto de
derecho natural no cuenta con una definición única, ya que hay diversas
concepciones al respecto, entre las cuales podemos encontrar la cristiana y la
racionalista, por lo que existe una polémica entre estas instituciones.

Hay diferentes definiciones acerca del derecho natural, una de ellas
establece al derecho natural como la forma en que cada individuo siente en sl la
necesided originaria, no menos que la experiencia, es decir valorar el derecho que
existe, de diferenciar sobra lo que es justo de lo que no lo es (la injusticia). Y esa
facultad la han seguido todos los hombres a través del tiempo. Ya lo mencionaba
Aristóteles, quien manifestó que ese deseo o sentimiento de los justo y de lo
injusto, es la principal caracterlstica y lo esencial que lo ha manifestado el ser
humano, haciendo que se distinga de otras especies animales.

En tanto podemos decir que es un concepto de derecho natural atendiendo
al razonamiento sobre lo que se entiende por lo que es justo y lo que no lo es
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(injusto) , se desprenden un sin fin de conclusiones sobre la justicia y la injusticia,
ya que el hombre destaco esta facultad o sentimiento por que solo el es un ser
que piensa y razona, ya que es un ser pensante.

Además, describimos al derecho naturar, en una segunda acepción que no
es objetiva, individual, como la anterior, sino que se halla por encima de la
vocación de cada uno. El derecho natural no deriva de los sentimientos de los
hombres, sino que es superior y exterior a ellos: viene de fuera como un rayo de
luz y se relleja en la conciencia de cada uno.

De lo anterior entendemos que responde al problema del nacimiento del
derecho, y esto recurre a una explicación de una idea de la divinidad que habrla
fijado los principios del bien y de lo justo.

La Escuela Clásica define al Derecho Natural como un fundamento
puramente racional y que se encuentra inherente a la socieded, tal y como a
continuación lo explicamos: se sostiene de la necesidad de dar al derecho un
fundamento puramente racional y aey6 encontrarto en el instinto de sociabilidad,
en la necesidad innata de los hombres de vivir en sociedad (appetitus societafis) .
Coincidió con Aristóteles que afirmaba que el hombre es sociable por naturaleza, y
definió al derecho natural como: aquello que la recta razón demuestra conforme a
la naturaleza sociable del hombra. Entonces nos queda claro que esta definición
de dered10 naItniI se basa principalmente en el desarrollo del hombre frente a la
sociedad y ni la voluntad humana ni la vida podrlan modificarto.

Aqul se describe como una Idea de una armonía permanente del querer
social, entendiéndose como una noción abstracta, algo que no es que no tiene
realidad emplrica, pero que sirve para nuestros conocimientos de la realidad.

Los tratadistas del derecho positivo suelen considerar al Derecho Natural
como el conjunto de principios generales del derecho a que deben recurrir a falta
de disposición aplicable, por lo que olvidan as! que la analogía no puede
extenderse indefinidamente y que el recurso a los principios generales del derecho
se haca necasario para aquellos casos que no pueden resolverse mediante la
analogla.

Podemos decir que el Derecho Natural es el conjunto de las normas que los
hombres deducen de la intimidad de su propia conciencia y que estiman como
expresión de la justicia en un momento histórico determinado, la idea de la
existencia de este derecho sigue al hombre en el curso de la historia, pero esta es
una idea cambianta como el tiempo.

Para el Doctor Rafael de Pina Vara, al respecto del Derecho Natural
manifiesta: "La concepción de quienes afirman la existencia de un derecho naturel
eterno e inconmovible, igual para todos los tiempos y para todos los pueblos es
inaceptable. Atribuirte semejante carácter es contrario a las realidades históricas
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que maníliestan iTecusablemente que el derecho natural. como el positivo, está
sujeto a cambios y 1ransfonnaclone_1

Retomando lo hemos eJPuesto en lineas alltelioles., los actos, las
aspiraciones, las inquleIudes, las tendencias, y en general, la vida del hombre
mismo, observamos que todo eao gira uededor de m solo in, el c:uaI es
superarse a si mismo para poder obtener una satisfacci6n que pueda bñndarle la
segwidad que esperaba. AsI mismo podemos eslabIecer que los seres lunarios
por m4s civersos que parezcan sus caracteres y sus temperamentos, por mas
cistinlDs que sean sus lines particulares. coinciden en m pido fmdameI1taI, el
cual es tener m bieneslal duradero.

Una de las COlldiciolles indispe¡l5abIes para que el ser humanoleve a cabo
sus fines, desenvolviendo su personalidad y trabajando para lc9arsu segwidad,
es precisamenIe la iber1ad. es considemda como lRlI potestad psicoI6sjr.a de
elegÍ" prop6silDs delenninados, el cual es t.al medio para el de &1010de la propia
1ncividuaIidad, la c:uaI encuentm su origen en la propia l1iIILnIeza de la
personalidad humana.

B ser humano, es quien crea sus propias normas los que se l1!SUeIwen en
júcios 16gicos, para poner en juego los medíos tencienIes a la aistalzw:i6n de los
mes que se papouen, por lo que se cIce que la Iiibertld tunana comofaa"ad o
posibiidad de formac:í6n de fines es cIaIameute lU6noma, pIeD que esta crea
sus propias nonnas.

B hombe es m ser en esencia sociable, o comodiera ArisW alea , m zoon
pofiIikDn, por lo tanto es imposible foliar su existencia fuem de la c:onvhencia
social, la vida social del ser Iunano esta siempe en COlISt1lI1e conIadD con los
dem4s individuos l1'liembros de la sociedad, por lo que son relaciones de diversa
1ndoIe,sucesivas Yde reparaci6n íntennínable, en consIaIte cambio. Para que la
vida en común se pueda desarrollar adecuadamente Y evitar m caos en la
sociedad, es necesario que exista una regulaci6n que cfi1a esa vida en COI1Úl,
que norme las relaciones humanas sociables, es necesario que exista m Derecho.

La pen;oIla humana es t.al todo, por naturaleza la persona lende a la vida
social Y a la comunicación, no s6Io a causa de las necesidades Y de las
indigetlcias de la natLnIeza hI.mana, por raz6n de las cuales cada mo tiene
necesidad de los o1rospara su vida material, inteIeduaI y moral, es adem4s por su
generosidad racical inscIita en el ser mismo de la persocla. En MmW10s generales
podemos decir que las personas no pueden estar solas, asI pues, la sociedad se
forma como algo exigido por la naturaleza, precisamerm por la nalLIaleza
humana, como una obra realizada por t.al trabajo de raz6n.

J DE PINA V_ Rafocl ...-... de DondoD. vípDa Sa:Ia I!diciiia. Ed. Porrúo.lUD:o. 199&. Pi&­
2J1l
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La causa final del orden jl.lfdico en tna sociedad radica en regular las muy
vañadas relaciones que se entablan en el seno de la convivencia humana. Tal
regulac:i6n se estabIec:e de modo imperativo, de tal sueI1e que las normas de
conduda que la constituyen rigen sobre o contra la voIunIad de los sqeIDs a los
cuales se apican. Sin embargo, desde un pt.81ID de vista de la ética que trata de la
moral o del tratado del deber ser, la capacidad normativa del Derecho no es
absohlla, esto es, el orden j..rdico ne está exenID de banelas que se puedan
quebrantar al dar a conocer las reglas de conduela humana que~ _
civersos émbítos de normaáón.

Tal y como lo afirma el Doctor Bw"goa, "la reguIací6n juñcica es
indispensable~ la existencia, stbsistencia y dinámica de la sociedad en todos
_ aspectos.••oo2 por lo que estamos de aaJerdo con dicho autor, ya que sin el
Derecho, el cual impone el orden normativo para la vida social, la sociedad no
poG1a desarrollarse, puesto que la normativídad jurIdica es para toda la
c:oIecIividad lunana, en toda la comunidad independienlemenle del tiempo Y
espacio, siempre ha funcionado.

AsI alimamos que el Derecho NabJraI, persigue la c:onsecucí6n del bien Y
cual se deriva de la nabnleza de ser racional, es decir el objetivo wIaI del hombre
esbiJa en desenvolverse a sf mismo, en que el ser hI.mano realiza su propia
esencia Y actuar conforme a la 18Z6n. De ahf la íl~1CÍll de conocer el
COIICepID del Detecho Natural, ya que es el origen de las ganutfas Yderechos que
hoy en ella esIán conIempladas en nuestra carta masJIll, Y que alude
fllincipalmenle a nuestro tema en estudio.

1.2.DERECHOS HUMANOS

Hab/ar de los derechos humanos, es hablar sobre facullades, p1e1rogaIiVllS,
liJertades y pretensiones de c:anider civil, polltico, económico, social YcuIlnI es
decir de todos los derechos que el ser humano goza, incluidos además los
reanos y mecanismos de garantfa de todos ellos, es decir derechos que
reconocen al ser tunano, considerado individual Y coIecIivamenIe, pero a pesar
de que los derechos hwnanos, en su problem~ filosófica, religiosa, poIItica y
social, han sido la preocupaci6n principal desde tiempos remotos en el deYef*
hist6rico de la humana, pero lo que noso1ros exprJCaremOS en Ifneas posteriores es
una definici6n de dichos derechos apegados a Ios .tiempos actuales que estamos
viviendo.

Algunos autores manifiestan que, inquie1udes que están más allá del
derecho las encontramos en antecedentes remotos tales como los diez
mandamienlos de Moisés, el Código de Harnrruabi, entre otros.

] aro BUR.OOAo. 19aocio. .... c...- 1M........ vrt/sima NewcuaEdir:ióa. Ed. r-úa. l téñ»,
1997.~2J.
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Por lo que la noción de Derechos Humanos es en gran parte, según
producto de la historia y de la civilización, por lo tanto sujeta a evolución y
modificación. De hecho la concepción de los Derechos Humanos ha conocido
varias etapas, ya que en su origen un concepto polltieo se traducía en el respeto
por parte del Estado de una esfera de libertad y autonomía de la persona. El
Estado estaba obligado a no intervenir en esta esfera de los derechos civiles, o
sea, de 105 derechos que miran la protección de la vida, libertad, seguridad en
integridad física y moral de las personas que son iguales, que tienen un mismo
estatus por su ciudadanía o religión.

Los derechos del hombre son aquellos, podemos afirmar, que reconoce el
orden jurídico de un pals determinado, dándoles un rango fundamental, bien sea
por las normas que lo definen o por los sistemas que se establecen para su
selvaguardia, tal como lo menciona el tratadista Carrillo Flores Antonio •...afirmo
con toda precisión, que una función primaria del Derecho positivo, en su mas alta
expresión jerárquica, las normas constitucionales, es definir cuáles son los
derechos de las personas en lo que toca a sus libertades e intereses
fundamentales, a su dignidad, a su participación en la vida politice, a su
desenvolvimiento educativo y e su seguridad y bienestares materiales...03

De acuerdo con la concepción antes citada, los derecho$ del hombre vienen
a ser los valores, ya que estos ~Ian lo que as natural y lo justo y por otro lado
también exigen, y que son aquellas condiciones de vida sin las cuales, en
cualquier fase histórica de una sociedad, los hombres no pueden dar de sl lo
mejor que hay en ellos como sujetos activos de la comunidad, ya que se vertan
denigrados, privados de los medios para realizarse plenamente como personas,
seres humanos.

En consecuencia, el tener un derecho asume mayor valor cuando
precisamente no se tiene el objeto del derecho, es decir cuando se niega el
disfrute directo u objeto del derecho. Como ya dijimos en lineas anteriores los
derechos humanos los posee una persona por el simple lIecho de que es un ser
humano, son por lo tanto derechos morales del orden más alto, sin embargo, casi
siempre se encuentran estrechamente relacionados con los derechos inferiores,
paralelos o en lucha por instaurarse como tales derechos.

Bajo una concepción más amplia, los derechos humanos son un criterio de
legitimidad polltica, en la medida en que los gobiernos los protejan, ellos y sus
prácticas son legItimas. Como lo exprasa la Declaración Universal de los
Derechos Humanos, éstos son un criterio para medir los logros de todos los
pueblos y todas las naciones.

) CARRILL.oFJorcs, Antonio. La Conothud6o, 'a Supl'Ula Corte y .... DerodlOl Huma.os. Ed. Pom\a
Ml!xico 19lIJ. !':Ig. 186
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Los derechos rumanos no s6l0 expresan aspiraciones, propuestas, pedidos
o ideas que puedan cambiar, si no además son exigencias de cambio social
basados en derechos, y estas exigencias pueden estar dirigidas al propio
gob ierno.

A través de la historia el hombre siempre a buscado una organizaci6n
politice por medio de la cual se exprese la voluntad de los ciudadanos y que su
única finalidad suprema es que haya un derecho justo, pero esta forma de declarar
y asegurar los derechos fundamentales de los hombres ha tenido dos grandes
momentos en la historia, el primer hecho histórico se de en el siglo XVIII, la cual
tennina con la Dedaración Francesa de los derechos del hombre y del ciudadano,
y el segundo tiene origen en las luchas de los trabajadores de Europa y de
América. Y tal vez porque las desigualdades y la ausencia de libartad eran aquí
en México más notorias que en otros pueblos, encontró su primera manifestación
en la Declaración Mexicana de Derechos Sociales, incluida en la constitución de 5
de febrero de 1917.

Podemos definir a los Derechos Humanos como el conjunto de facultades,
prerrogativas, libertades y pretensiones de carácter civil, palmco . econ6mico,
social y cultural, incluyendo los recursos y mecanismos de garantra de todos ellos,
que reconocen al ser humano, considerado individual y colectivamente.

Los Derechos Humanos se traducen en afirmaciones éticas, las cuales
surgen de la natI.raIeza del hombre, las cuales se traducen en el respeto a la vida ,
la dignidad humana y por supuesto a la libertad en su definición como persona,
por /o que podemos afannar que dichos Derechos Humanos nacen o tienen su
origen de la naturaleza, de la conciencia interpretada iluminada por la raz6n.
Dichos derechos los órganos legislativos del Estado aean, atendiendo al deber
ético-polltico, los cuales son reconocidos como fundamento de la vide pública y
social.

Tal y como lo manifiesta el tratadista Ignacio Burgos: •...Ios derechos
humanos o derechos del hombre son la base y el objeto de las Instituciones
sociales, por lo que todas las leyes y todas las autoridades del país deben
respetar y sostener las garantlas que otorga la presente Constitución"'" Por ende,
estamos de acuerdo, ya que el objeto de conservación de estas garantias tienen
su fundamento en los mencionados derechos humanos ya convertidos estos en
derechos subjetivos públicos, que todo gobernado tiene y los cuales son recogidos
en las propias garantlas individuales, en derecho objativo.

Los Derechos Humanos como imperativos de carácter moral y filosófico,
asumen positividad en virtud de dicho reconocimiento, esta manifestaci6n les
otorga obligatoriedad jurldica al convertirlos en el contenido de los subjetivos
públ icos los cuales son elementos esenciales que integran las garanllas

• Op. Cit. Pá¡¡. SS
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inálViduales O del gobernado, por lo tanto adquieren we..:iilr'idad que se plOWeda
sobre la actuaci6n de los órganos del Estado Ylos cuales se vuelven coetc;i)les.

Podemos dejar claro que los derechos humanos son parte nfisculmle de
los principios fundamentales de nuestra ConsIiluci6n mexicana, de lo que se
desprende el inIerés que existe pera wmprender c:Iaramere las garar6Is de que
goza el íncividuo en el procedimiento penal.

Es IleClesalio conocer los anlecedenles de los Derechos Htnanos en
nuestro Pals, ya que para nuestro tema en estudio, seré LRl forma indisCIlIiJIe de
COIlOCeI" que todo gobernado, y en particular el sujeCD activo der*o del
procedimiento penal, tiene como elementos inherentes estos Derechos, que son
lraducidos propiarnere en la garantia de defensa.

En Méxiw, desde 1857, los derechos humanos se encuenlr.Ifl rewlloc:idos
y proIegidos por el orden constitucional frente a todos los adDs de atmñdad en
que se ejerce el poder púbflco del Estado, además, dicha protecc:i6n re realíll"
creando la Comisión Nacional de Derechos Humanos, eslabIec:ida por 0eae1D
presidenc:ial el6 de jimio de 1990.

la defillic:i6n de los Derechos Hwnanos, la podemos esIabIecer de la
síguienle manera, paI8 diferelláaI eme Derecho NabnI YGarallltas lndivicblIIes,
los Derechos Hc.manos son los~ de que goza el ser humano por el solo
hecho de pertenecer a la famllía humana, que le penllite desallolarse Y
cIesenvohrenle en su vida coticfllJnB, estos derechos no son otDcgados por un
órgano legísIatiw, son los que se conceden por la propia naIuraIeza,siendo1IJñr
de ellos el ser humano por el solo hecho de tener caidad de hombre.

U.GARANTIAS INDIVIDUALES

La palabra "garantfa" proviene del término anglosaj6n "watrantJI', la cual
significa acci6n de asegurar, proteger, defender o salvaguardar, por lo que tiene
un significado ampic», por lo .que podernos dea que "garantla" equivale en un
sentido amplio a: aseguramiento o afianzamiento, pudiendo defini10 corno
proIecci6n, respaldo, defensa, salvaguardia o apoyO.

En general la palabra 'gal8ntfa" se usa corno sinónimo de proIecci6n
jtwfdica YpoIl1ica, Ysuele ser utilizado como un término que submya la dedafac:i611
de un derecho o de un principio y tiene su vigencia en la constituci6n, el vocablo
'gaI8ntfa" pertenece al Derecho Privado, de donde torna su acepci6n general y su
contenido técnico jtwfdico.

En principio gal8ntizar significa asegurar de un modo efectivo, con lo que se
conserva y respeIa la acepci6n primigenia del vocablo, Y aunque en Derecho
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público el sustantivo 'garantía' ha llegado a adquirir jerarqura de carácter
institucional, empezó siendo una forma especial, propia de los preceptos
constitucionales y especialmente de la declaración de los derechos del hombre y
del ciudadano, aplicados siempre a estos derechos.

En el derecho público el concepto de garantía ha significado diversos tipos
de seguridades o protecciones a favor de los gobernados dentro de una estructura
de derecho. en la cual la actividad del gobierno está sometida a las normas
preestablecidas las cuales tienen como base el orden constitucional, así se puede
aseverar que todo medio consignado en la constitución para asegurar el goce de
un derecho se llama garanlia, aun cuando no sea de las individuales.

Desde el punto de vista de nuestra Ley Fundamental vigente, las garantlas
individuales implicen, no solamente el variado sistema jurídico para la seguridad y
eficacia del estado de derecho, sino también lo que se debe entender por
derechos del gobernado frente al poder público. dicha relación entre los conoeptos
de garantía individual y derecho del gobemado se deduce del articulo primero de
la Constitución de 1857.

El sujeto activo da la garantla Individual está integrado por todo habitante o
individuo que viva en el territorio nacional, independientemente de su calidad
migratoria. nacionalidad. sexo, condición civi~ etc., el ténnino individuo encama al
sujeto gobernado aJando éste se revela en una persona física, es decir el ser
humano en su estado biológico, con independencia de sus atributos jurfdicos o
pollticos. la mencionada equivalencia está contenida impllcitamente en el articulo
primero de nuestra Constitución, la cual establees en su parte relativa: En los
Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las garantías que otorga esta
Constitución.... por lo que engloba a todo individuo que este en el territorio
nacionel.

Las garantlss que con el titulo de individuales corresponde a nuestra
Constitución, se refiere propiamente a lodo sujeto que tenga o pueda tener el
carácter de gobernado en los términos en que se ha expuesto en lineas
anteriores, por consiguiente la denominación garantías individuales que se
atribuye a las garantlas que debe tener todo gobernado, no corresponde a la
verdadera índole jurídica de estás y solo se explica por una definición de
individualismo clásico, por lo tanto para evitar criticas puramente terminologlas se
sustituye por el de garantlas del gobernado.

Estas garantlas o derechos. no son elaboraciones de juristas, sociólogos o
polit6logos, ni mucho menos nacen como producto de reflexión de ciertas
personas (del gabinete), mas bien son autenticas vivencias de los pueblos quienes
las arrancan al soberano (autoridad) para que de esta manera puedan
reconocerles las libertades y atributos, que se supone corresponden a la persona
humana por el simple hecho de tener esta calidad.
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Al enfocamos en el tema de GaranUas Incividuales, pocRmos dir""encial
entre los derechos del hombre y la garantfa ind'rvidual, ya que los derechos del
hombre como ha quedado establecido son las prerrogativas o polestades de que
es titular el ser humano, por el solo hecho de tener esa condíci6n, en tanto las
garantias individuales son posteriores a él, emanado de este para asegurar al
gobernado que no será arecté1do en su esl'era jlA1cflCé1 con motivo de la elllisi6n o
ejeaJci6n de actos de autoridad.

Asi el maestro Del Castillo define a la garantIa individual. de la síguiede
ronna "Es el mecio jlA1dico consagrado por la Constituci6n. principaImer*. por
Wtud de cual se protegen los derechosdel hombre (hoy de los gobernados) frente
al gobierno del Estado Y sus autoridades (6rganos de gobierno. organismos
públicos descenbalizados y órganos públícos autónomos). obIígando a éstos a
respetar tales derechos.06

En la definicí6n álada, se cataloga a las garanllas como los mecios
ju1dicos que protegen los derechos humanos. atendiendo que cichas gararGas
esIán pte..istas por un cuerpo normativo. el cual es la Constiluci6n PoUtica o una
ley secundaria. la cual adquiere la calidad de institllcí6n jOOdica. mas no de oIra
1ndoIe. que puciera ser moral, reIígiosa. etcétera.

ALnldo a lo 81l1elíor. LIlll diferencia esencíaI eme panUas del gobernado
Yderechos del hombIe. radica en que estos son oponibles frenIe a todo nllDdo.
sean o no autDridades, por lo que hasIa los par1icóares o gobernados tienen la
obIígac:i6n de respeta! esos derechos, en tanlD que las gararifas soIamenIIe son
oponlJles frente a las auIoódades públicas o estatales, sin que los gobemados se
vean obligados a respe1artas.

Con independencia de que un ORlen jlA1dico detel1lWlado no consagre LIlll
garantIa a favor de los gobernados para tuIeIar sus derechos humanos, éstos
tienen plena vigencia, por ser anIeIiores al Estado. el que soIamenle recollloce su
preexistencia y posteriormente otorga garanUas que operan frente a las
autoridades Jl6b1icas (sean estas legislativas. adlllÍllÍSllatiwas, jucfleíales o
eIecInIales), con lo que se evilBn actos arbilrarios emanados de quienes detentan
.... cargo p(lbIico. pero que en cumplimiento del mismo deben actuar con mesura y
legaldad. sin afectar a los gobernados en ronna desp6tica, sino solamente denlro
del marco de la ley.

Por lo que puede decirse, que las garantlas son los medios de ploliec:cióa
de los derechos del hombre frente a las autoridades del Estado, en tanto que los
derechos del hombre son el objeto de protecci6n de las garantías, aunado a lo
anterior, una diferencia esencial, entre las garanUas y los derechos del hombre
racflCé1 en que los derechos del hombre son oponibles frente a todo moodo. sean o
no autoridades, ya que hasta los mismos particulares o gobernados estan

, DEL CAS11ILO Del V.1k, A\bato. c.n_ -........ 'f AIqolIn> ........ ""-l Ed. Juridicos
Abm. México, 2003. I'á~ lit.
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obligados a respetarlos, y las garantras solamente son oponibles frente a las
autoridades públicas o estatales.

Es importante en nuestro tema conocer el concepto de Garantías
Individuales o también conocido como Garantías del Gobernado, ya que nos da a
conocer el variado sistema jurídico para la seguridad y eficacia del estado de
derecho, principalmente en el tema que nos ocupa, el derecho de defensa, el cual
establece las garanUas del Inculpado, el artículo 20 de nuestra Carta Magna.

1.4. INCULPADO, INDICIADO Y PROCESADO

Antes de hablar sobre los conceptos que son materia de estudio en el
presente apartado, es necesario establecer la diferencia entra proceso penal y
procedimiento penal, asl como el concepto de Derecho Procesal Penal.

El concepto de Derecho Procesal Penal inicia en las actuales
organizaciones sociales, dándose éstas cuando la distribución del trabajo
determinó la reunión de los hombres en sociedad, surgiendo las primeras
diferencias entre los seras humanos.

La historia de la humanidad pone de maniflElSto que en los albores de la
civilización, a través de la venganza privada, quien perturbó la tranquilidad de esa
sociedad Incipiente, recibió su castigo. A partir de ahí arrancó la elaboración
doctrinaria acerca de los orígenes del delito y la pena.

Hoy en dla, la convivencia social y armónica está garantizada por un
conjunto de normas jurídicas, cuya trasgresión acarrea, para su autor, la
aplicación de una sanción.

Es asl, que los delitos y las penas aplicables a quienes los cometan,
constituyen el objeto de estudio del Derecho Penal Objetivo, pues el derecho
subjetivo se ocupa del estudio de aquella facultad del Estado de crear delitos y
establecer penas meritorias a sus autores.

El Derecho Penal -en sentido objetivo, tal y oomo lo describe Fernando
Castellanos, "es el conjunto de leyes madiante les cuales el Estado define los
delitos, determine las penas imponibles a los delincuentes y regula la aplicación
ooncreta de las mismas a los casos de incriminación.06

Por otra parte el Derecho Penal en sentido subjetivo, se establece como el
derecho a castigar, ya que consiste en la facultad del Estado de conminar la
realización del delito con penas, y, en su caso de imponerlas y ejecutarlas, en

• CASTI!LLANOS Tena, Fernando. Unnmieatol elemelWes de derecho patal Trigésima Séptima
Edición. Ed.Pomía, México. 1997. Pllg. 21.
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realidad, el Derecho Penal subjetivo, es el COl1untD de aIdJuciones del Estado,
emanadas de nonnas, para detenninar los casos en que debe imponense las
penas Y las medidas de seguridad.

En cuanto al Derecho Penal SusIantivo, se integra con normas relativas al
delito, a la pena Y las demás medidas de lucha contra la criminalidad, de ahl la
deuominací6n Derecho Penal sustantivo o material. Por oCro lado el Derecho
Adjetivo o Inslrumental, y con mayor frecuencia, Derecho Procesal Penal, es el
que tiene por objeto seIIaIar el camino a seguir en la ep osici6n del Derecho
material, en otras palabras el Derecho Procesal suele de&Wse como el~
de nonnas relativas a la forma de ap6caci6n de las reglas penales a casos
particulares.

La naturalezajurfcica del Derecho Procesal Penal, es Ima parte del derecho
p(lblico Y tiene la funci6n coercitiva del Estado para salvaguardar los detechos
mas impoI1antes y buscar W1 buen funciDnamiento Y el bienestar en sociedad, y
1ra1a de realizar el derecho frente a cualquíera que pre4enda evIar que la
pceteusi6n penal estatal se lleve a acabo, empleando para eIo, de ser nec esario,
los medios cot:icílívos procesales.

Por oIra parte, las d"lferenáas existeutes entre procecimienlo, pcaceso y
juicio se dan esencialmente en cuanto a su finaidad. Tal Y como lo mali1iesta el
babidista~ G6mez Lara en su obra "8 procedimierm se refiere a la forma
de aduar y, en este sentido, hay muchos y vadados pcocedirnlenlos jl.Ifdicos.••'¡¡
por lo que esIamos de acuerdo, ya que el procecImiem) se lnIesJa por l.ftl serie
de actos ordenados Y encaminados hacia l.Rl objetivo. B fin perseguidD en el
procedilláenlD no nec:esariamenm habrá de ser, como el pcaceso, la reSlJ6!ri6n
jwisdíccionaJ de un conflicto de intelEses sometido al c:onoc:imíento de la at.mliltad
judicial

La palabra proceso se deriva del vocablo procederé, que significa avanzar,
o caminar hacia delante; además sólo puede presidirse por W1 miembro del poder
judicial, Y solamente en funci6n del juez tiene serúio hablar de proceso. s.-.
embargo el tiIuIar del procecimiento puede ser l.Rl 6fgano ejecutivo, es el que
preside el procedimiento penal de averiguaci6nprevía.

Ahora bien, la expresión de juicio tiene d"wersas connotaáones y una de
ellas equivale a proceso. En este sentido se alude, por ejemplo, a que el juicio
penal no podré tener más de tres instancias, o al juiciO que se inslruye por
determinado delito.

B origen del proceso surge de la reIaci6n jIóica creada enlre el Estado
liluIar del jus puniendi, y el ind"lViduo a quien se imputa el delito.

7~ GÓUEZ Lan. CipriaM>. T..... r:r-nl'" ........No-. Bdicióa. Ed. Ibrb,. Wxico. 1996.~
211.
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El proceso da origen a relaciones de orden formal en que intervienen el
Ministerio Público, el acusado, la defensa, el ofendido por el delito de manera
principal y, secundariamente, los testigos, peritos, entre otros.

El fundamento constitucional del procedimiento lo tenemos en el articulo 14
Constitucional, que a la letra nos dice •... Nadie podrá ser privado de la vida, de la
libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio
seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las
formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con
anterioridad al hecho... · , por consiguiente el procedimiento es una serie de pasos
de formalidades esenciales, el cual busca un fin.

Tal y como lo manifiesta Manuel Rivera Silva en su obra, en la cual define el
procedimiento de la siguiente manera: "conjunto de actividades reguladas por
normas y que tienden a la aplicación del Derecho penal material.08

El Ministerio Público tiene el deber de proseguir la acción intentada y de
vigilar por la marcha del proceso, de aportar lodas las pruebas que tiendan a la
justifICación de su acclón, tanto por lo que se refiere e la comprobación -ael cuerpo
del delito y a la probable responsabilidad del agente, como a la del objeto
accesorio constituido por el resarcimiento de dalias.

El procedimiento penal es de tracto sucesivo, es decir, que se resuelve a
través del tiempo, consistiendo en una serie de actos concatenados enlJe si,
tendientesa la consumaci6n de !Xl fin previamente determinado, que es concluir la
controversia de tipo penal, por lo que el proceso penal es el conjunto de normas
que rigen las actividades que se desarrollan an una parte del procedimiento y que
técnicamente se llama proceso.

Una vez que hemos visto la diferencia entre proceso y procedimiento y
antes de analizar el apartado de las diversas denominaciones del delincuente,
cabe hacer mención que en la termlnologla jurldico penal también se le conoce
como sujeto activo o agente, en aiminología se le llama aiminal o antisocial, o
incluso sujeto desviado; en el derecho procesal penal se le conoce corno
arrestado, detenido, querellado, denunciado, imputado, juzgado, acusado,
enjuiciado, demandado, tao, culpable, indiciado, sujeto activo del delito, etc.

Haremos mención de algunos conceptos atendiendo a las distintas etapas
del procedimiento penal, que mas adelante detallaremos, ya que la distinción de
cada uno de los términos, atiende 8 cada fase del procedimiento, induso cuando
se dicta una resolución penal condenatoria que ha causado ejecutoria.

Por consiguiente y en razón a las distintas etapas del procedimiento penal,
atendiendo a sus actos, formas y formalidades, el probable autor del delito se

• RIVERASilva, Manuel El Proudbnknto Pnal~ Segunda Edición.El!. Porrúa, Mmco. 2003.
Pág. 8.
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ubica en situaciones jurídicas distintas, de tal suerte que esto obedece una
denominación específica, atendiendo al momento procedimental de que se trate.

Aun detenninando la división de las diversas fasas del procedimiento, la
situación del supuesto sujeto activo del delito continua siendo cambiante, por eso
y a lo largo del presente trebajo es más técnico y preciso llamarlo Inculpado, ya
que como lo establece nuestra Constituci6n mexicana, en su artículo 20: ·En todo
proceso de orden penal , el inculpado, la víctima o el ofendido, tendrán las
siguientes garantías: ... .., es el término que nuestros legisladores técnicamente
han calificado al probable autor del delito.

El procedimiento penal se divide en varias fases o etapas, que la doctrina y
tratadistas sel\alan, como es el caso del catedrático Manuel Rivera Silva, quien
divide el procedimiento penal en tres grandes períodos "Los periodos en que se
divide el procedimiento penal mexicano son: al Periodo de preparación de acción
procesal; b) Periodo de preparación del proceso, y el Periodo del proceSO.oo9

De manera general las citaremos para explicar las diferentes connotaciones
que se le ha dado al probable autor del delito, ya que mas adelante en nuestro
capitulo 111 hablaremos ampliamente respecto al procedimiento penal.

Primer periodo: de la preparaci6n de la acción penal procesal.
Segundo periodo: de la preparación del proceso.
Tercer periodo: del proceso, instrucción, discusi6n y fallo 6 sentencia

Primer período: este periodo se inicia con la noticia aiminis en la
averiguación previa y termina con la consignaci6n. En la averiguaci6n previa, que
se inicia a partir de la denuncia o querella, en su caso, el Ministerio Público sólo
realiza actos de investigación, es decir probable responsabilidad y la existencia del
cuerpo del delito, en preparación del ejercicio de la acción procesal penal , la cual,
de setisfacer los supuestos indispensables, será deducida al consignarse los
hechos ente el Juez.

De lo anterior obtenemos que se denomina Indiciado o presunto
responsable durante la averiguación previa, ya que tal nombre deriva de la
palabra indicio, dado que indica, y como existen indicio.s para considerar que pudo
haber cometido el delito por eso es objeto del tal averiguaci6n, la existencia del
cuerpo del delito y la probable responsabilidad, es decir, es el sujeto en contra de
quien existe sospecha de que cometió algún delito, por que se le ¡¡enala así.

La ley de ejecución de sanciones penales del Distrito Federal menciona en
su artículo 2, Para efectos de esta ley, se entenderá por: VII. Indiciado, desde que
se inicia la averiguación previa y hasta que se dicta auto de formal prisión.

• Cfr. Op. Cit.Pllg. 19
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Segundo período: es la preparación del proceso, el cual inicia con el auto
de radicación y termina con el auto constitucional (de formal prisión), auto de
sujeción a proceso o en su caso auto de libertad por falta de elementos para
procesar y, por último, el auto de libertad bajo caución.

El auto de radicación. El Juez radicará de Inmediato el asunto y con el
detenido 8 su disposición, desde el momento en que el Ministerio Público lo
interne en el reclusorio o centro de salud, dictará resolución determinando su
situación jurídica, si la detención se ordenó en la averiguación previa, bajo la
responsabilidad del Ministerio Público, si estlNo apegada a la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, único caso en el que se retificará, pues de no
ser así, decretará la libertad del detenido, con las reservas de ley, si la detención
excedió d~ los plazos establecidos constitucionalmente, se presumirá la existencia
de la incomunicación del detenido y carecerán de validez las declaraciones que
haya emitido .

Una vez que se da el auto de radicación, el Juez cuenta únicamente con
setenta y dos horas (duplicadas en caso de que la defensa lo solicite) para
resolver la situación jurídica del consignado. Comprobando el cuerpo del delito Y
la probable responsabilidad. Asimismo el Juez deberá tomar la declaración
preparatoria en audiancia pública, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes
a la consignación. En ella se le hará saber, entra otras cosas, el nombre de su
acusador, la naturaleza y cause de la acusación para que esta pueda preparar su
defensa

Concluido el periodo de la aveliguación previa, si se ejercita la acción
penal, dictado el auto de radicación, adquiere el nombre de procesado. En
concepto de procesado, corresponde a la persona sujeta a un proceso; en
consecuencia la aplicación de éste calificativo dependerá del criterio que se
sustente respecto al momento en que sa estima la iniciación del proceso.

Para la ley de ejecución de sanciones penales para el Distrito Federal, la
definición de procesado es la siguiente: articulo 2, fracción IX. Procesado,
persona que se encuentra a disposición de la autoridad judicial por estar sujeta a
proceso.

Dentro del término constitucional se pueden concluir con cualquiera de
estas tres resoluciones que son el auto de libertad por falta de elementos de para
procesar, el auto de formal prisión o el auto de sujeción a proceso y libertad
absoluta.

Tercera etapa: se refiere al proceso, el cual se divide en, instrucción,
discusión, fallo y sentencia.

La instrucción: inicia con el auto de formal prisión o sujeción a proceso y
termina con el auto que declara cerrada la instrucción. Su finalidad es que las
partes aporten sus pruebas, el Ministerio Público, el procesado y el ofendido, y asl
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estar en posibilidad de averiguar si existe realmente la comisión de un delito, asl
como probar la responsabilidad del procesado, cuya finalidad se va a llevar a cabo
con la aportación de pruebas que hagan las.partes de acuerdo allipo de proceso,
sumario u ordinario, pare determinar su duración.

El artIculo 1D fracción 11I del Código Federal de Procedimientos Penales,
sellala que la instrucción es el prcK::edimiento penal que abarca desde las
diligencias practicadas ante y por los tribunales, a fin de averiguar y probar la
existencia del delito, las circunstancias en que se hubiese cometido y las
peculiares del inculpado, así como la responsabilidad o irresponsabilidad de éste.

La discusión: el período de discusión principia con el auto que declara
cerrada la instrucción, y liene como finalidad principal que las partes precisen su
posición a través de las conclusiones que en tiempo debe formular el Agente del
Ministerio Público, que este normalmente las realiza en forma acusatoria, para que
se le de vista a la defensa, la cual las realiza de inocencia y a su vez dispute su
postura.

Las conclusiones pueden definirse como "el acto mediante el cual las pmtes
analizan los elementos instructorios y, sirviéndose de ellos, fijan sus respectivas
situaciones con relación al debate que van a p1antearse".10

Dicho debate versa sobre la probable responsabilidad del procesado y la
comprobación del cuerpo del delito.

El fallo: es la última de las etapas del proceso penal, el cual abarcar desde
el momento en que se declara visto el proceso hasta que se pronuncia la
sentencia. Su finalidad es que el juez declara en el caso coocreto lo que crea
correcto, valorando para ello las pruebas que existen en su poder y que
lógicamente han sido aportadas por las partes para finalmente culminar con la
sentencia.

Una vez que el Ministerio Público presenta ante el juez conclusiones
acusatorias, recibirá el nombre de acusado, hasta que se dicte la sentencia Se
denomina acusado, al sujeto fisico en contra de quien se ha formulado una
acusación.

"La sentencia es un acto intelectivo por medio del cual el Estado a través de
los órganos jurisdiccionales competentes declara la tutela jurldica que otorga el
derecho violado y aplica la sanción que corresponda al caso concreto".' t

10 HERNANDgz I.ópcl., Aaron. 1:1 Pn>cao l"enaI Federal e-tado. Segunda Edición. Ed Porrúa,
México, 1993. Pttg. 216 .
11 GONZÁUZ Ilustamaote, Jmn José. l'rlndpiol de Iklftho Proa:ul Mmcano. Ed Pomia. México.
19S9. Pttg. 232
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Atendiendo a su clasificación, la sentencia se divide en: definitivas, que
pueden ser condenatorias o absolutorias, y por otro lado, las intertocutorias que
resuelven sobre algo accesorioal fondo del asunto que origin6 el juicio.

la sentencia debe ser clara y congruente relacionado al hecho con el
derecho para poder decidir las relaciones juridicas planteadas y concluir en
fonnulas precisas, en concordancia con las motivaciones y fundamentos legales
en que se apoye el juzgador.

Cuando ésta sentencia se pronuncia, el sujeto activo adquiere el carácter
de sentenciado, ténnina que significa aquel que está sometido a una pena o
condena.

El término sentenciado es definido por la Ley de ejecuci6n de sanciones
penales para el Distrito Federal, de la siguiente forma: articulo 2, fracci6n X.
Sentenciado, a la persona que se ha dictado en su contra una resolución penal
condenatoria que ha causado ejecutoria.

y finalmente, cuando la resolución judicial citada causa estado, se llamará
condenado, es aquel sobre el que la sentencia ha causado ejecutoria y está
obligado a someterse a la ejecución de la pena por la autoridad correspondiente.

la calidad jurldica del inculpado se trasfonna y produce en diversas
secuencias jurldicas caracterizadas por lo mayores gravámenes sobre la persona,
a través de 105 diferentes periodos del desarrollo del procedimiento. Es indiciado,
procesado, acusado y condenado, durante los periodos de preparacl6n del
proceso, del proceso propiamente dicho, de juicio y después de dictada la
sentencia ejecutoriada respectivamente.
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En el presente capitulo, se plasma el sustento legal del lema cenlraI de
nuestro presente trabajo; iniciando de manera jerérquic:a con la Constill.láón
PoIltica de los Estados Unidos Mexicanos; después el C6dígo Penal Fedef'aI;
poslet iormente el Código Federal de Procedimientos Penales, as! mismo el Nuevo
Cócigo Penal para el Distrito Federal; yel Código de Procecimienlos Penales para
el Distrito Federal, que a continuación se ananzan.

2.1. CONSTITUCIÓN POÚTlCA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Venustiano Carranza, en su carácter de primer jefe del EjérciID
Constítucionalista, encargado del Poder Ejecutivo, convocó en cflCiembre de 1916
al CoI~ para presentar un proyecto de reforma a la Constilución de 1857. B
doct.mento sulíi6 numerosas mocflficaciones y adiciones paraaj~a la nueva
reaidad sociaJ de nuestro pals. De esIa manera el 5 de febrero de 1917 se
promulgó la ConstiIuci6n PollIíca de los Estados Unidos Mexicanos, en la ciudad
de Querétaro .

La ConstIuci6n Mexicana de 1917 es el fruto de un movímienID sociaJ que
vio el mundo naceren el siglo xx.

"Las nec:esidades Yaspiraciones de los mexicanos esIaban delenidas por la
barrera de la reglamentación juñdica; el movimiento roR1JÍ6 con el pasado Y levó
al pueblo a darse una c:onstituci6n que estuviera de acuerdo con su manera de
ser, vivirYpensar.•12

La nueva ConstiIuci6n incIufa una lJ'8I1 parte de los ordenamientos de la
ConsIituci6n de 1857, especialmente lo referente a los derechos humanos, ya que
entmeraba las garantfas incividuales. La forma de gobierno sigtá6 siendo
republicana, dem6aala, representativa, y federal; se refrendó la divísí6n de
poderes en EjecuIivu, Judicial Y Legístativo Y este CIIlimo cividido en cámara de
~utados YSenadores.

Nuestra Carta Magna quedo conformada por los síguiertes tIb.dos: 1.-De las
Garanlfas individuales. 11.- De la ~anla nacional y de la forma de gobierno. 111.­
De la dívísi6n de poderes. IV.- De las responsabiidades de los funcionarios
públicos. V.- De los Estados de la Federación y del Dístrito Federal. VI.- Del
trabajo Yde la previsión social Vil.- Prevenciones generales. Vill.- De las reformas
de la Constiluci6n. IX.- De la inviolabilidad de la Constiluci6n.

Los derechos del hombre o las garanlias individuales,fueron expresados en
los primeros veintinueve articulas, en estos se resalt6 que era la base de las
instituciones y que tDdo hombre y mujer son ibres e íguaI ante la ley, por lo que se

.. CARI'!ZO, 1orgc. La '!C.tóu .me- ... 1'17. Séptima Edici6a. Ed. Parr6a, M&ico, J9a6.~
21.
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excluían los titulas de nobleza y los honores hereditarios. La libertad fue extendida
a la ensel\anza, el trabajo, la expresión de las ideas, la imprenta, así como la
portación de armas y el libre transito.

Es importante senalar que las garantías individuales abarca veintinueve
artículos, pero nosotros señalaremos los siguientes artículos: 14 que nos habla del
derecho de audiencia, la irretroactividad de la ley y la exacta aplicación de la ley
en materia penal; el artículo 16 que es la protección a los derechos del individuo y
el artIculo 20 que son los derechos del acusado y del ofendido o la víctima en
juicios de orden criminal, nos enfocaremos a estos últimos principalmente porque
establecen las garantlas de seguridad jurídica que nuestra Carta Magna brinda a
todos y cada uno de los mexicanos y es el tema que nos interesa para el presente
trabajo.

Dichos preceptos, dentro de nuestro sistema jurídico, son obligación del
Estado Y de sus autoridades, además, ofrecen al gobernado la posibilidad de ser
respetado en su integridad física, moral y jurídica.

La función de las Garantías Individuales, es establecer el mlnimo de
derechos que debe disfrutar cualquier parsona y las condiciones y medidas para
asegurar su respeto y tranquilo goce; se podrla decir que es un instrumento que
limita a las autoridades con la flll8lidad de asegurar los principios de convivencia
social.

Las Garantlas Individuales, como ya hemos mencionado en el capitulo
anterior son irrenunciables en nuestro pefjuicio, no puedan restringirse, ni
suspenderse, excepto en los casos y condiciones que la propia constitución
sel\ale, como los establece el artículo primero y veintinueve de nuestra
Constitución.

Es pertinente recordar, que las garantlas individuales no son de carácter
absoluto, ya que se encuentran limitadas, condicionadas, solo funcionan en los
casos y con las condiciones' previstas por las disposiciones constitucionales y
únicamente lienen el alcance en ellas establecidas, es el mejor ejemplo de
derecho subjetivo.

En materla penal nuestra Constitución vigente otorga garantías individuales
que lienen la facultad de obligar a la autoridad pública de que cumpla en todo
momento lo que manifiesta nuestra carta magna, estas se han consagrado
constitucionalmente con la única finalidad de proteger los derechos naturales,
físicos, mlnimos y básicos de todos los gobernados en esta materia, es decir
proteger los bienes jurídicos más importantes de que goza toda persona humana,
que son: la vida, la libertad y la integridad física y seguridad jurldica.

"ARTICULO 14. A ninguna ley se darA efecto retroactivo en perjuicio de
persona alguna.
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Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades,
poseslon8$ o derechos, sino mediante Juicio seguido ante los tribunales
pl'8Viamente establecidos, en el que se cumplan las formalldad8$ esenciales
del procedimiento y confonne a las leyes expedidas con anterioridad al
hecho.

En los Juicios del orden criminal queda prohibido Imponer, por simple
analogla y aun por mayoria de razón, pena alguna que esté decretada por
una ley exactamente aplicable al delito que se trata.

En los Juicios del orden civil, la sentencia definItiva deberA ser
conforme a la letra o a la interpretación jurfdlca de la ley y a falta de 6sta se
fundarA en los principios generales del derecho."

Este articulo comprende como garantlas de seglSidad jurfdica; la de
irretroactividad de la ley, la de audiencia, la de exacta aplicación de la ley en
materia penal y de legalidad en materia jurisdiccional civil, pero solo nos
limitaremos a las tres primeras, ya que son del interés para el tema.

En el primer párrafo, nohabla acerca de la garantía de irretroactividad de la
ley, esto quiere decir, que la autoriclad o autoridades que conforman los órganos
del Estado, tienen impedido aplicar lI'la ley anterior a la vigente que perjudique a
las personas, ya sean f1sicas o morales, pero se puede aplicar una ley retroactiva
siempre y cuando esta beneficie al gobernado. Las leyes 8011 creadas para regir
en el presente y en el Muro, asl que, la que obre sobre el pasado será retroactiva.

y existe la obligación de que la autoridad aplique a favor de una persona la
ley posterior a la vigente establecida, en caso de que la sanción penal sea menor
a la actual, por el principio in dubio pro reo, es decir debe de aplicarse lo mas
favorebla al procesado.

En el segundo párrafo, se configura la garantla de auál8ncia, asta es una
principal defensa de la cual dispone todo gobernado frenta a actos del poder
público, ya que en él protegen los más vitales derechos del gobernado, al
oonsagrarse la Mela de la vida, la libertad, las propiedades y posesiones o
derechos, aJYO titular es todo particular.

Esta garantla, es el derecho a un juicio justo ante tribunales preestablecidCls
y deben cumplir los principios del derecho, más qua nada, para darte al particular
afectado la oportunidad da tener su seguridad jurrdica y se fa otorgue un mlnimo
de garantías que le aseguren la posibilidad de que, rindiendo las pruebas que
estime convenientes, y formulando los alegatos que crea pertinentes, aunque no
tenga la misma formalidad que el procedimiento judicial , la autoridad que tenga a
su cargo la decisión final, toma en cuenta tales elementos, pare dictar una
resolución legal y justa.
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En el tercer párrafo, encontramos la garantía de la exacta aplicación de la
ley en materia penal. La exacta aplicación de la ley penal, parte del principio
esenciel del enjuiciamiento, conocido como nullumcrimen, nulla poena sine lege.
Ello significa en castellano que no hay delito, ni pena sin ley, por lo tanto, se
prohibe pena alguna que no este establecida por una ley exactamente aplicable al
delito de que se trata.

"El articulo 18. Nadie puede ser molestado en su persona, familia,
domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la
autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

No podrA librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y
sin que proceda denuncia o querella de un hecho que la ley seftaJe como
delito, sancionado cuando menos con pena privativa de libertad y existan
datos que acrediten el cuerpo del delito y que hagan probable la
responsabilidad del Indiciado.

La autoridad que ejecute una orden Judicial de aprehensión, deberá
poner al inculpad a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo sus mAs
estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior serA sancionada por
la ley penal.

En los casos de delito flagrante, cualquier persona puede detener d
Indiciado poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad Inmedlata y
Nta, con la misma oportunidad, a la del Ministerio Público.

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave asr calificado
por la ley y ante el riesgo fundado de que e' Indiciado pueda sustraerse a la
acción de la justicia, siempre y cuando no 88 pueda ocurrir ante la autoridad
judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Pl1bIlco
podri, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y
expresando los Indicios que motiven su procc:der.

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación
del detenido deberA Inmediatamente ratificar la detención o decretar la
libertad con las reservas de ley.

Ningún indiciado podrA ser retenido por el Ministerio Público por más
de cuarenta y ocho horas, plazo en el que deberA ordenarse su libertad o
ponérsela a disposición de la autoridad Judicial; este plazo podrA duplicarse
en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada. Todo
abuso a lo anteriormente dispuesto serA sancionado por la ley penal.

En toda orden de cateo, que 6610 la autoridad Judicial podrA expedir y
que seré escrita, ae expresará el lugar que ha de Inspeccionarse, la persona
o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que sa buscan, a lo que
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únicamente debe limital"ll8 la diligencia, levantándose al concluirla una acta
circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante
del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique
la diligencia.

Las comunicaciones privadas son Inviolables. La ley sancionará
penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y prlvacla de las
mismas. Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la
autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la
entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de
cualquier comunicación privada. Para ello, la autoridad competente, por
escrito, deberá fundar y motivar las causas legales de la solicitud,
expresando además, el tipo de intervención, los sujetos de los mismos y su
duración. La autoridad judicial federal no podrá otorgar estas autorizaciones
cuando se trate de materias de carácter electoral, fiscal, mercantil, civil,
laboral o administrativo, ni en el caso de las comunicaciones del detenido
con su defensor.

Las Intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y limites
previstos en las leyes. Los resultados de las Intervenciones que no cumplan
con éstos, eat'llCerán de todo valor probatorio.

La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias
únicamente para cerciorarse de que 88 han cumplido los reglamentos
sanItarios y de poIlc1aj y exigir la exhibición de los libros y papeles
indIspensables para comprobar que se han acatado las dIsposicIones
fiscales, sujetAndose en estos casos, a las leyes respectivas y las
formalidades pntSCritas para los cateas.

La cOmlspondencla que bajo cubierta circule por las estafetes, estará
libre de todo registro, y su violación será pensda por la ley.

En tiempo de paz ningún miembro del Ejército podrá alojarse en casa
particular contra la voluntad del duello, ni Imponer prestación alguna. En
tiempo de gu rra los militares podrán exigir alojamiento, bagajes, alimentos
y otras prestaciones, en los términos que cstqblezca la ley marcial
correspondiente.n

El artIculo constitucional antes citado , es uno de cuales contiene normas
que imparten protección a los gobernados, a través de la garantía de legalidad,
pone a toda persona a salvo de todo acto que afecte a su esfera de derecho que
no este basada en forma legal alguna.

En la primera parte, encontramos la garantla de competencia constitucional ,
la de legalidad y la del mandamiento escrito. Queda prohibido perturbar o afectar a
persona alguna ya sea en su familia, domicilio , papeles o posesiones, a menos
que exista mandamiento escrito por la autoridad competente, aquí es donde se
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encuentra la garantía de competencia constitucional, la cual concierne al conjunto
de facultadas con que la propia Ley Suprema inviste a detenninado órgano del
Estado, de tal suerte que si el acto de molestia emana de una autoridad que al
dictarlo o ejecutarlo se excede de la órbita integrada por tales facultades, viola la
expresada garantía, así como en el caso de que, sin estar habilitada
constilucionalmente para ello, causa un perturbación el gobemado en
cualesquiera de 105 bienes señalados en dicho precepto.

La garantla de legalidad, de este precepto, la encontremos en la expresión
fundada y motivada la causa legal del procedimiento, entendiendo que:

Causa legal del procedimiento, es 'el acto o la serie de actos que provocan
la molestia en la persona, familia, domicilio, papeles o posesiones de un
gobernado, realizados por la autoridad competente, deben no sólo tener una
causa o elemento detenninente, sino que éste sea legal, es decir fundado y
motivado en una ley en su aspecto material, esto es, en una disposición nonnativa
general e impersonal, aeadora y reguladora de situaciones abstractas,.13

Fundamentación; 'es una consecuencia directa del principio de legalidad
que consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les pennite..l~

Motivación; 'implica que, existiendo una norma jurídica, el caso o situación
cenamos respecto de los que se pretende cometer el acto autoritario de molestia,
sean aquellos a que alude la disposIción legal fundatoria, es decir, que las
circunstancias y modalidades del caso partiaJlar en=dren dentro del marco
general correspondiente establecido por la ley:15

y concluimos diciendo que la fundamentación y la motivación son garantías
que obligan a aJalquier autoridad a actuar conforme a derecho, cuando pretendan
afectar la esfera jurídica de cualquler gobernado.

Por último y no menos importante, encontramos la garentía del
mandamiento escrito, el cual equivale a la fonna del acto autoritario de molestia
que todo funcionario debe manejar en caso de dicho acto.

En la segunda parte, se maneja la orden de aprehensión o detención, la
cual tiene como sfecto directo la privación de libertad del sujeto no derivada de
una sentencia judicial, o sea, como un hecho preventivo.

Otra garantía de seguridad jurídica, es la consiste en que la autoridad
judicial no deberá proceder de oficio al dictar una orden de aprehensión, sino que
debe existir con anterioridad una denuncia, acusación o querella de un hecho que

" BURGOA O. Ignacio . Las garaolfas Individuales. Vigtsima Novena Edición . Ed. Porrúa, México, 1997.
Pág. 60 1
.. Ibidem. Pág. 602
1.1 lbidem . Pág. 604
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sea castigado por la ley con pena corporal. Dicha acusación, denuncia o querel/a,
debe contener un hecho delictivo, el cual debe ser reputado por la ley como delito,
y también debe estar sancionado con pena corporal en los términos ya
establecidos en las normas penales.

La tercera parte, se basa en el cateo, es decir, "en el registro o inspección
de silicios o lugaras con el fin de descubrir ciertos objetos para evidenciar
determinadas circunstancias, de aprehender a algún sujeto o tomar posesión de
un bien."16

El acto de cateo debe emanar de autoridad judicial, o sea, de un órgano
autoritario constitutivo del Poder Judicial, debe constar por escrito, debe versar
sobre cosas concretas señaladas y practicarse en cierto lugar, y la autoridad tiene
como obligación levantar un aeta circunstanciada , después de la diligencia, en
presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado.

En la cuarta parte, se faculta a las autoridades administrativas para realizar
visitas domiciliarias sin previa orden judicial, estas se establecen únicamente bajo
la circunstancia de que dichos actos tengan por objeto la verificación del
cumplimiento o incumplimiento de los reglamentos de policfa y buen gobiemo.

Articulo 20 Constitucional

En primer término haremos mención de manera concreta y general de las
garantías que tiene este artículo y posteriormente hablaremos de algunas
reformas importantes sobre el artículo 20 de nuestra carta magna, ya que es de
gran importancia conocer los antecedentes que ha tenido este artículo desde el
constituyente de 1917, puesto que el análisis del mismo lo haremos mas
detalladamente en el capitulo IV de nuestro presente trabajo.

En este artículo encontramos las garantfas a que tiene derecho todo
inculpado o acusado y el ofendido o la víctima en un Juicio penal.

En las diez fracciones del apartado A de este artículo encontramos las
principales indicaciones que se deben cumplir tan pronto como comparezca el
inculpado en una acusación criminal, si se solicita la libertad provisional, se le hará
inmediatamente, bajo fianza o caución que fijará la autoridad judicial que sea
responsable del asunto para juzgar de este. Esto es posible siempre y cuando del
delito que le sea imputado al inculpado merezca la sanción con pena cuyo término
medio aritmético no sea mayor de cinco años de prisión.

Por otro lado tenemos el apartado B, de dicho artículo, y encontramos
específicamente las garantias que tiene la víctima o el ofendido durante esta
etapa , al manifestar que tendrá derecho a recibir asesoría jurídica y ser informado
de las garantías que le otorga la presente Constitución.

" Ibídem, Pág. 627
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En cuanto a refonnas se refiere hablaremos acerca de las que
consideramos más sobresalientes, de las que destacan las que a continuación
explicaremos.

El 30 de junio de 1993 un grupo de diputados al Congreso de la Unión
presentó una iniciativa de refonnas a diversas fracciones del citado precepto, en el
debate parlamentario hubo modificaciones a la propuesta sobre la fracción IX del
artículo 20.

Ha habido diversas reformas al artículo 20, como mencionamos
anteriormente, que modificaron el texto del constituyente del 1917. La primera de
todas, que data de 1947, se concentraron en la fracción 1, a propósito de la libertad
provisional bajo caución; así las demás como son la de 1947 y las de 1984, 1993 Y
1996. Éste ha sido el tema penal frecuentemente más revisado por el
Constituyente Permanente. Por ello, entre 1917 y 1996 han regido.cinco textos
diversos sobre libertad provisional bajo caución, lo que pone de manifiesto la
preocupación reiterada por hallar fórmulas satisfactorias en este ámbito.

En primer plano nos enfocaremos a la reforma del 3 de julio de 1996, y que
como antecedente los diputados del Congreso de la Unión presentaron una
iniciativa al citado precepto, y en el cual la propuesta procedente versa
principalmente sobre la libertad provisional bajo caución estableciendo como
requisito que no fueran delitos no graves como uno de sus presupuestos para que
este se configurara, además cuando no existiera una condena previa por delito y
cuando no estuviera bajo proceso por la comisión de otro delito.

Tal y como lo manifestaron los diputados en el debate correspondiente:"Por
otra parte, existe un vaclo legal con la refonna de 1993 del Código de
Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en el sentido de que era
procedente la libertad provisional bajo caución, aun rebasándose el término medio
aritmético de cinco años de prisión, siempre que no se tratara de delitos graves,
situación que se ha deformado en la práctica al permitir la libertad a individuos que
puedan aprovechar asta garantía para cometer nuevos ilícitos o para evadir la
acción de la justicia."17

Dicha exposición hecha por los Diputados, en la que dejan ver daramente
la existencia de un vació legal en cuanto a la libertad provisional bajo caución, dio
origen B la refonna publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 3 de julio
de 1996 , en la que nos muestra claramente como hubo el interés por establecer
las glilrantrlils del inculpado en cuanto a la libertad provisional bajo caución, el cual
quedo de la siguiente manera: "Artículo 20. 1. Inmediatamente que lo solicite el
juez deberá otorgarle la libertad provisional bajo caución, siempre y cuando no se
trate de delitos en que por su gravedad la ley expresamente prohíba conceder
este beneficio. En caso de delitos no graves, a solicitud del Ministerio Público, el

17 Diario de Debates de la Cámara de I>iputados. 25 de abril de 1996 . Pág. 1824
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juez podrá negar la libertad provisional, cuando el inculpado haya sido condenado
con anterioridad por algún delito calificado como grave por la ley o cuando el
Ministerio Público aporte elementos al juez para establecer que la libertad del
inculpado representa, por su conducta procedente o por las circunstancias y
caracteristicas del delito cometido, un riesgo para el ofendido o para la
sociedad...•

Los derechos y objetivos públicos reconocidos en materia procesal penal,
que originalmente sa referían sólo a los inculpados , se han ampliado
progresivamente a la víctima u ofendido del delito tanto en el texto constitucional
Federal como por la legislación secundaria, esta acción nos muestra la
sensibilidad frente a los fenómenos de impunidad y a los efectos del delito sobre la
victima, dando lugar a que ésta tenga mayor participación en el procedim iento
penal.

Haber elevado la cetegoría constitucional la protección de los derechos de
la víctima u ofendido del delito junto con los del inculpado, fue una expresión
genuina de la solidaridad que la sociedad le debe a quien ha sufrido un daflo y en
este sentido adquiere especial relevancia la reforma que el Constituyente a
realizado, la cual ha modernizado los sistemas de procuración y administración de
justicia y que marcó una nueva etapa en la defensa de los derechos humanos, por
cuanto al proceso penal se refiere.

La seguridad pública y la justicia deben contemplar la promoci6n y defensa
de los derechos humanos, tanto de los agentes antisociales como de las vlctimas.
Los derechos humanos son anteriores y superiores al Estado, por lo que este
debe garantizarlos adecuadamente, ya que en el pasado como consecuencia de
los abusos policIacos y la corrupci6n e incapacidad de los órganos de procuración
de justicia, el legislador reconoció y garantizó los ~rechos del inculpado,
convirtiendo el artIculo 20 constitucional en la base reguladora del juicio penal y al
mismo tiempo, la victima del hecho delictivo pasaba a segundo término.

Tal y como lo manifestaron los Diputados en el diario de debates:'Los
derechos de las víctimas forman parte de los derechos humanos, llamados de la
segunda generación que son los que demandan un hacer por parte del Estado, al
igual que los derechos económicos, sociales y culturales, estos derechos deben
brindarse de manera gratuita, independientemente de que se identifique,
aprehenda o condene al delincuente; otorgándoles a las víctimas servicios por
parte del Estado y a falta de destreza, especialidad y oportunidad de éste, sería
conveniente que sean grupos de la sociedad quienes los brinden ."16

Por eso es menester hacer el sefíalamiento respecto a la importancia de la
reforma de adición, que el 21 de septiembre del año 2000, se integró al artIculo 20
constitucional, quedando éste dividido en los apartados A y B, del inculpado y de

lO Diario de dc:batcs de la camara de Diputados. 27 de abril 1998. Pág. 1499.
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la victima o del ofendido respectivamente, publicada en el Diario Ofidal de la
Federación en la misma fecha.

Antes de referimos a los temas del apartado A del artIculo 20. es preciso
examinar el párrafo primero del precepto, al que se vinculan todas sus
estipuladones. Ese encabezado dacia asl antes de la reforma de 1993: En todo
juido del orden criminal tendrá el acusado las siguientes garantías:.. ..
Actualmente , setlala: En todo proceso de orden penal, el inculpado. la víctima o el
ofendido. tendrán las siguientes garantlas:...• este texto contiene varios conceptos
relevantes . Uno de ellos, el de garanlfas, es común a todas las normas
concentradas en el capítulo I del Iflulo primero de la Constitudón. Bajo aquel
nombre. el artIculo 20 está disponiendo derto número de derechos públicos
subjetivos , derechos humanos, a favor de una categorla de individuos , los
inculpados, en determinadas drcunstancias o situación jurldica. es decir en el
proceso penal , por lo que se trata pues, de facultades, derechos o prerrogativas
que el hombre puede esgrimir frenle al Estado y que éste, en consecuenda debe
respetar.

En el encabezado del artIculo 20 habló, como ya mencionamos, de juido
del orden criminal. Anteriormente se abordaban las cuestiones penales con ese
giro: criminal, una antigua división de conductas entisodales. que algunos paises
conservan. distinguió entre faltas. delitos y crlmenes, que eran. o son, los delitos
más graves. En la época napoleónica de las grandes codificaciones, el
ordenamiento procesal de esta materia se denomino CÓÓ¡gO Instrucción Criminal,
también se identifico como derecho criminal , eslo es, de Jos crfmanes, a la rama
del orden jurídico que hoy conocemos como derecho penal, es dadr de las penas.

En la actualidad se alude, según señalarnos, a proceso de orden criminal,
expresión que equivale, en lo fundamental, a juido de orden criminal, y que
distingue 8 este proceso de olros enjuiciamientos con diverso contenido: civil,
femillar, laboral, agrario, administrativo. etcétera.

Dos palabras acerca de la expresión proceso, como ya hemos estableddo
en el capitulo anterior la definición de proceso, la cual se denomina el medio para
resolver la controversia que se he planteado y sobre la cual decidirá un órgano
estatal : tribunal o juzgado. En este sentido, pera que haya proceso es preciso que
el asunto esté sujeto al conocimiento de dicho órgano . Por lo que como ya hemos
estableddo, si esto aún no sucede, no hay proceso; si el juez o el tribunal han
concluido su conocimiento del asunto, el proceso ha terminado.

Así, no hay todavía proceso de orden penal cuando el Ministerio Público
está investigando los hechos para normar su propio criterio y actuar en
consecuencia. El Ministerio Público no juzga, sino indaga; es el juez quien juzga.
esto último ocurre cuando el Ministerio Público ejercita la acción penal, es decir
formula una consignación, y presenta el caso a la autoridad judicial, es aqul,
cuando ésta asume entonces el conocimiento del problema, inicia el despacho de
sus propias atribuciones; el proceso ha comenzado .
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El primer párrafo del artIculo 20 utilizó el concepto acusado, éste era el
titular o beneficiario de las garanlfas en el juicio de orden criminal, ya que se dice
que un sujeto es acusado, penalmente, cuando el órgano de la acusaci ón, esto es,
el Ministerio Público, ha formulado en su contra una acusación ante el tribunal que
conoce la causa, y si todavía no hay acusación ante el juez, tampoco, existe
propiamente, un acusado.

Lo anterior es lo que acontece en el periodo de averiguación previa, en que
el Ministerio Público investiga el delito y la probable responsabilidad de quienes
han sido sel\alados como autores del delito, entonces hay indiciados, inculpados o
imputados, pero no acusados, puesto que no se ha formulado acusacíón alguna,
ni es posible que se formule aún, dado que la indagación no ha conclu ido ni se ha
sometido el asunto al juez o tribunal que debe resolver en definit iva.

Si se hubiesa considerado esa expresión constitucional en su valor estricto,
cosa que nunca ocurrió, se habría llegado a la conclusión de que las garantías o
derechos que se consagra el articulo 20 sólo benaficiaban al individuo que tenIa la
condición de acusado en un juic io penal , o dicho de otro modo, a quien habla sido
consignado y se encontraba sujeto a la autoridad del juez.

Con la simple lectura de las fracciones del articulo 20, en sus términos
anteriores a la 1993, aludían claramente a la etapa del procedim iento en que el
sujeto se hallaba sometido a proceso, y no a una fase anterior, por ende, las
garantías del artlculo 20 no abarcan el periodo del procedimiento que se desarrolla
ante el Ministerio Público, la averiguación previa, que no constituye un verdadero
juicio o proceso y en la que el individuo no tiene el carácter de acusado .

La defensa es uno de los temas del artículo 20, cuestión central, en
cualqu ier ámbito del proceso y más todavla en el enjuiciamiento penal,
recordemos brevemente el contenido de un proceso y las funciones o posiciones
que en éste aparecen. El proceso es un modo de componer o resolver una
controversia, a la que técnicamente se denomina litigio. Aparece entre dos o más
personas, que entran en conñicto: cada una de ellas ostenta una pretens ión, en
principio incompatible con las pretensiones del otro.

Aqul, lo que hacen los litigantes en esencia , es sostener y defender ciertos
hechos y razonam ientos, esa defensa se ejerce con respeto al adversario, frente
al tribuna l que juzga y al que se pretende persuadir. Se manifiesta en diversas
vertientes ; una de ellas es el ofrecimiento de pruebas favorables al planteamiento
formulado; otra , la posibilidad de obtener asistencia jurldica por parte de un
profesional del derecho, esto da lugar a la presencia de defensores, que auxilian a
cada una de las pertes .

Los litigantes pretenden convencer al juzgador para alcanzar una sentencia
favorable, para ello es preciso que acrediten la verdad de los hechos que invocan
y la razón de las consideraciones que en su favor aducen. Dicha acreditación se
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obtiene a través de la prueba: el método para conocer la verdad, en rigor, todo
procedimiento es un esfuerzo probatorio, ya que ambas partes intentan, desde el
primer momento, poner en claro la razón que les asiste.

En la materia que nos ocupa, la prueba tiene caracterlsticas especiales,
durante la averiguación previa, el período del procedimiento cuyo estudio
corresponde al articulo 21 constitucional, el Ministerio Público investiga la
comisión de un delito y admite u ordena las pruebas necesarias para acreditar o
desvirtuar los elementos que integra el tipo penal y la probable responsabilidad de
alguna persona, en los término previstos por los articulas 16 y 19 de la ley
suprema. y durante el proceso, las partes empezando por el Ministerio Público,
que acusa, e inculpado, que se defiende de la imputación, ambas partes procuran
demostrar, con pruebas suficientes, la justificación de sus respectivas
pretensiones.

Para la búsquede de la verdad, el Ministerio Público, en la averiguación
previa, y el juzgador, en el proceso, disponen de amplias facultades probatorias. El
artIculo 20 es el marco normativo de la prueba en el proceso penal.

la fracción 11 del artículo 20 sel'lala que el inculpado "no podrá ser obligado
a declarar", y acto seguido prohíbe y sanciona la incomunicación, la tortura y la
intimidación, la que es a menudo una forma de tortura, lo anterior nos coloca en el
terreno de las declaraciones que puede producir el inculpado en el procedimiento,
y particularmente la más relevante que es la confesión.

Antes de las reformas de 2000, se consagraban las garantfas procesales de
los acusados de delito y se dejaban a un lado las garantías y derechos que tienen
las victimas, el respecto a los derechos humanos debía incluirse garantlas
constitucionales, entre las cuales son: que el Ministerio Público determinara si hay
o no delito en las averiguaciones, derecho a la reparación del deño a la víctima,
que la vlctima sea parte del juicio, pueda intervenir y aportar pruebas en los
mismos términos que los acusados.

En la reforma de 2000 moderó o restringió la garantía del inculpado en
función de una nueva garantía de la víctima o el ofendido, cuando se trata de
menores de edad. En efecto, la fracción V del nuevo apartado B sel'\ala que éstos
no estarán obligados a carearse con el inculpado cuando el proceso se siga por
delitos de violación o secuestro, y en taJes casos se llevarán a cabo declaracionas
en las condiciones que establezca la ley.

Es obvio que el Constituyente ha querido preservar a los menores de edad
de la muy mala experiencia que significaría el careo con quienes incurrieron,
probablemente, en violación o secuestro del menor, por consiguiente, se pudo
decir lo que hoy previene la oración final de la citada fracción V del apartado B,
esto es, que los casos más difíciles o delicados la ley prevendrá la forma de
obtener, en bien de la justicia, los objetivos inherentes al careo.
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Ha sido pertinente el dividir en dos apartados el texto del artículo 20
constitucional, ya que se precisan los derechos del inculpado durante la
averiguación previa y el proceso penal y el otro, los de la vlctima y el ofendido, en
ambos conjuntos de disposiciones se encuentran plasmados con precisión y
puntualidad las garantías constitucionales otorgadas a las personas respecto de
su situación aspecífica en al proceso penal, sea como acusados o procesados o
bien como vídimas u ofendidos, por lo que sus efectos en la legislación
secundaria y en el sistema de justicia en su conjunto, son de mayor importancia.

Esta ultima reforma tiene como propósito enfatizar la importancia que se
concede a los derechos de las vlclimas u ofendidos en la comisión de iIIcitos
penales, ya que responden al reclamo social para combatir la delincuencia y la
impunidad, toda vez que permite una intervención activa a las víctimas y ofendidos
quienes, como coadyuvantes del Ministerio Público, tendrán mayores facultades
para aportar a esta representante social y al juzgador elementos de convicción con
respecto a la integración y comprobación del cuarpo del delito, la responsabilidad
del inculpado y la reparación del daño.

Además, el otorgamiento a nivel constitucional de mayores elementos a las
víctimas u ofendidos en la comisión de delitos, a efecto de que con mayor carteza
puedan obtener la reparación de los dallos ocasionados a sus personas y
patrimonios, permitirá fortalecer la confianza ciudadana en las instituciones de
procuración e impartición de justicia.

2.2. CODIGO PENAL FEDERAL

Al referimos al Código Penal Federal mencionaremos el capitulo referente
al tratamiento en libertad, semiliberaci6n y trabajo a favor de la comunidad, ya que
en relación con nuestro tema se menciona al sentenciado y dicho como tal
también tiene sus darechos y obligaciones dentro del ámbito en que se encuentra
cumpliendo su sentencia.

"Artfculo '1:7. El tratamiento en libertad de Imputables consistente en la
aplicación de las medidas laborables, educativas y curativas, en su caso,
autorizadas por la ley y conducentes a la readaptación social del
sentenciado, bajo la orientación y cuidado de la autoridad ejecutora. Su
duración no podrá exceder de la correspondiente a la pena de prisión
sustituida.

la semillbertad Implica alteración de periodos de privación de la
libertad y de tratamiento en libertad. Se aplicari, según las circunstancias
del caso, del siguiente modo: ex\ernación durante la semana de trabajo o
educativa, con reclusión de fin de semana, salida de fin de semana, con
reclusión durante el resto de ésta; o salida diurna, con reclusión nocturna.
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La duración de la semilibertad no podrá exceder de la correspondiente a la
pena de prisión sustituida.

El trabajo a favor de la comunidad consiste en la prestación de
servicios no remunerados, en instituciones públicas educativas o de
asistencia social o en instituciones privadas asistenciales. Este trabajo se
llevará a cabo en jornadas dentro de periodos distintos al horario de las
labores que representen la fuente de Ingreso para la subsistencia del sujeto
y de su familia, sin que pueda exceder de la jornada extraordinaria que
determine la ley laboral y bajo la orientación y vigilancia de la autorided
ejecutora.

El trabajo a favor de la comunidad puede ser pena autónoma o
llulllltutlva de la prisión o de la multa.

Cada dia de prisión será sustituido por una jornada de trabajo a favor
de la comunidad.

La extensión de la jornada de trabajo será fijada por el juez tomando
en cuenta las circunstancias del caso.

Por nlng(1O concepto se desarrollará este trabajo en forma que resulte
degradante o humillante para el condenado."

Como observamos, el presente articulo del Código Penal Federal, nos
refiere algunos puntos principales para obtener la semilibertad, además del
tratamiento en la libertad la cual consiste en la aplicación de medidas laborables,
educativas , enlre aires, todas estas autorizadas por la ley, conducentes a la
readaptación social del sentenciado y por último el trabajo a favor de la
comunidad, el cual puede ser pena autónoma o sustitutivo de la prisión o de la
multa.

z.a CODIGO FEDERAl DE PROCEDIMIENTOS PENALES

Continuando con el marco legal, nos referiremos al Código Federel de
Procedimientos Penales, en el cual encontramos también garantlas consagradas a
favor del inculpado, las que se establecan los siguientes articulos:

"ArtIculo 135 Sis. Se concederA al inculpado la libertad sin caución
alguna, por el Ministerio Público, o por el juez, cuando el término medio
aritmético de la pena de prisión no exceda de tres años, siempre que:

l. No exista riego fundado de que pueda sustraerse a la acción de
Justlclaj
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11. Tenga domicilio fijo con antelación no menor de un ano, en el lugar
de la residencia de la autoridad que conozca del caso;

111. Tenga un trabajo licito; y

IV. Que el Inculpado no haya sido condenado por delito Intencional.

La presente disposición no será aplicable cuando se trate de los
delitos graves senalados en este Código."

El artículo en comento es una garantla que se le concede al inculpado, la
cual consiste en que se le otorga la libertad sin cauci6n alguna, otorgada ya sea
por el Ministerio Público o por el Juez, cuando el término medio aritmético de la
pena de prisi6n no exceda de tres años, bajo ciertos requisitos, los que enseguida
mencionaremos y detallaremos uno a uno.

En primer lugar que no exista ningún riesgo de que el inculpado pueda
evadirse a la acción de la justicia, es decir de que puada localizarse fácilmente
para resolver su situación jurídica.

En segundo termino que tenga un domicilio establecido, por lo menos de un
año, en el lugar que reside la autoridad que conoce del caso.

Además debe tener un trabajo que sea lícito.

y por último que el inculpado no haya sido condenado por delito intencional,
y además menciona el citado articulo que tratándose de delitos greves no será
aplicable esta garantra al inculpado.

"Artfculo 138. El Ministerio Público promoverá el sobreseimiento y la
libertad absoluta del inculpado, cuando durante el proceso aparezca que la
conducta o los hechos no son constitutivos de delito, confonne a la
descripción tipica contenida en la Ley Penal; que el inculpado no tuvo
participación en el delito que se persigue; que la pretensión punitiva está
legalmente extinguida, o que existe a favor del inculpado una causa
excluyente de responsabilidad.,;"

El artículo anterior nos menciona e/aramente, que es facultad exclusiva del
Ministerio Público, decretar el sobreseimiento y la libertad absoluta del inculpado
cuando se descubra que los hechos no son constitutivos de delito, que el
inculpado no tuvo participaci6n en el delito que se persigue, o que exista a favor
del inculpado alguna causa que lo excluya de responsabilidad. En consecuencia
puede el inculpado presentar cualquier medio de prueba para comprobar que no
es responsable del delito que se le atribuye, y entonces el Ministerio Público
determinara el valor de las pruebas que él examine.
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"Artículo 399. Todo inculpado tendrá derecho durante la averiguación
previa o el proceso a ser puesto en libertad provisional, Inmediatamente que
los solicite, si se reúnen los siguientes requisitos:

1. Que garantice el monto estimado de la reparación del daño,

Tratándose de delitos que afecten la vida o la Integridad corporal, el
monto de la reparación no podrá ser menor del que resulte aplicéndose las
dlsposlclonel relativas de la Ley Federal del Trabajo;

11. Que garantice las sanciones pecuniarias que en su caso puedan
imponerse;

111. Que caucione el cumpllmionto de las obligaciones a su cargo, que
la ley establece en razón del proceso; y

IV. Que no se trate de alguno de los delitos calificados como graves en
el articulo 194.

La caución a que le refiere la fracción 111 y las garantlas a que se
refieren las fracciones I y /1, podrin consistir en depositó en efectivo, fianza,
prenda, hipoteca o fideicomiso fonnalmente constituido."

El inculpado tendrá derecho a la libertad provisional beja caución, bajo
ciertos requisitos, que ya han quedado establecidos, y que a continuación
analizaremos.

En primer lugar deberá garantizar el momo estimado de la reparación del
dalla, desde luego eIel probable delito que cometió., y enseguida nos mencionan
que en caso de delitos que afectan la vida o la integridad física corporal ,
establecen que el monto de la reparación no podrá ser menor de lo que resulte
aplicándose las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo.

Que garantice las sanciones pecuniarias que en su caso puadan
imponérsele al inculpado, en tercer lugar que caucione el cumplimiento de las
obligaciones 8 su cargo, y por ultimo que no se trate de alguno de los delitos
calificados como graves en el artIculo 194 de la misma ley.

De igual manera tales garantías establecidas en la Constitución Federel,
son consideradas a su vez en una ley secundaria, como lo es el Código Federal
de Procedimientos Penales, que establece el Procedimiento de los delitos
federales, y en el cual también existe el inculpado de tales ilícitos que puede ser
individual y colectiva.

Por tal situación es importante que los Jueces de Distrito durante la
instrucción; tengan bien definidas las garantras que consagra la Constitución
General de la República, a favor del inculpado, dentro del procaso penal federal.
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2.4. NUEVO CODIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL

Continuando con el marco legal podemos establecer que el Nuevo Código
Penal para el Distrito Federal, establece en su titulo tercero, las consecuencias
jurídicas del del ito , y que en dado caso el inculpado pueda tener consecuencias
jurídicas, las cuales se establecen los artículos siguientes, atendiendo al momento
procesal en que se encuentre el mismo.

El art ículo 30 del citado código, nos menciona las penas que se pueden
imponer por los delitos , las cua les son: prisión, tratamiento en libertad de
imputables, semilibertad, trabajo en beneficio de la victima del delito o a favor de la
comunidad, sanciones pecuniarias, decomiso de los instrumentos objetos y
productos del del ito, suspensión o privación de derechos y destitución e
inhabilitación de cargos, comisiones o empleos públicos.

Las medidas de seglXidad que estableca el artíOJlo 31 del cód igo en
comento, son: supervisión de la autoridad, prohibición de ir a un lugar determinado
u obligación de residir en el, tratamiento de inimputables o imputables disminuidos ,
y tratamiento de deshabituación o desintoxicac ión, estas medidas de seguridad, se
da atendiendo a cada caso concreto en particular y que puede resulta favorable
para llevar cabo de manera confiable el procedimiento penal.

Dichas medidas de seguridad son aplicables al inculpado por el juzgador
atendiendo a la consecuencia jurídica del delito, que resultan ser garantías para
los procesados, de las cuales analizaremos algunas de ellas.

·ArtIculo 34. El tratamiento en libertad de Imputables, consiste en la
aplicación, segcm el caso, de las medidas laborales, educativas, de saluda o
de cualquier otra Indole autorizadas por la ley, orfentadas a la readaptación
social del sentenciado y bajo la supervisión de la autorfdad ejecutora.

Esta pena podr.i Impon8f1le como pena autónoma o sustitutiva de la
prfslón, sin que su duración pueda exceder de la correspondiente a la pena
de prisión sulltltulda.

En todo caso pena y medida deber.in garantizar la dignidad y la
libertad de conciencia del sentenciado."

El tratamiento en libertad de imputable, es un trabajo de rehabilitación como
ya vimos, que se le otorga la sentenciado y bajo la supervisión de la autoridad
ejecutora.

·Artlculo 35. La semlllbertad implica alternación de periodos de
libertad y prfvaclón de la libertad. Se impondrá y cumpllrn, según las
circunstancias del caso:
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l. Externación durante la semana de trabajo, con reclusión de fin de
semana;

11. Salida d. fin d. semana con reclusión durante el resto de ésta;
111. Salida diurna con reclusión nocturna; o
IV. Salida nocturna con reclusión diurna.

La semilibertad podré imponerse como pena autónoma o como
sustitutiva do la prisión. En esta último caso, la duración no podré exceder
de la que corresponda a la pena de prisión sustituida.

En todo caso, la semilibertad se cumpliré bajo el cuidado de la autoridad
competente."

La semilibertad, sobre todo implica es cambios de periodos atendiendo a
las circunstancias del caso, las cuales las menciona el articulo antes citado, por tal
razón la semilibertad se otorga como sustitutiva de prisión.

"Articulo 36. El trabajo en beneficio de la vlctlma del delito consiste en
la prestación de servicios remunerados, en instituciones públicas,
educativas, empresas de participación estatal o en empresas privadas, en
los términos de la legislación correspondi.nte••••"

El trabajo en beneficio de la victima o a favor de la comunidad consiste
básicamente en la prestación de servicios no remunerados, en instituciones
públicas, educativas, de asistencia o servicio social que la ley respectivamente
regule.

La aplicación de las penas y medidas de seguridad antes setlaladas, se da
dentro de los limites fijados por la ley, los jueces y tribunales impondrán las
sanciones establecidas para cada delito, teniendo en cuenta las circunstancias
exteriores de la ejecución y las peculiaridades del delincuente, ya que el juez al
dictar la sentencia condenatoria determinara la pena y medida de seguridad
establecida para cada delito y la individualizara dentro de los limites señalados.
con base en la gravedad del urcito y el grado de culpabilidad del agente.

2.5. CODIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO FEDERAL

Continuando con el marco legal, nos referiremos al Código de
Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en el cual encontramos también
garantías consagradas a favor del inculpado, las que se establecen los siguientes
articulas:

·Artlculo 287. Dentro de las cuarenta y ocho horas contadas desde que
el Individuo ha quedado a la disposición de la autortdad Judicial encargada
de practicar la instrucción, se procederé a tomarie su declaración
preparatoria; la misma se rendirá en fonna oral o escrita, por el Inculpado en
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p1eseneía de su defensor para la asis1enc:ia juridica que requiela. El
inculpado podrá dic1ar sus declaraciones, pero si no lo hiciere, el juzgador
que pcadique la diligencia las redactará con la mayor eXKtiIud posible. Si
fueran varios los inculpados por los mismos hechos, se les tDmMa
decIaraci6n por separado, en una sola audiencia.. Cuando haya diwersos
inculpados que deban rendir declaración, el juez adopIar.i las medidas
legales"

El articulo en comento es una garanUa que se le concede al inculpado, la
aJa! consiste en que se le otorga la 1íbet1ad sin caución aIglnl, otorgada ya sea
por el Ministerio Público o por el Juez, cuando el término medio amnético de la
pena de prisión no exceda de tres años, bajo cieltDs requisitos, los que enseguida
mencionaremos y detallaremos uno a uno.

En primer lugar que no exista ningún riesgo de que el inculpado pueda
evadne a la acci6n de la justicia, es decir de que pueda localizarse fádmenle
para resolver su situación jurldíca.

En segundo lémúno que tenga un domicilio establecido, por lo menos de un
ano, en el lugar que reside la autoridad que conoce del caso.

Además debe tener un trabajo que sea licito.

y por ClItimo que el incufpado no haya sido c:onde(lado por deIiIn intencional,
y además menciona el citado arUculo que tratindose de delitos lJaYes no será
aplicable esta garantfa al inculpado.

MArtfc:u1o 297. Todo auto de formal prisión deberá reunir los siguiemes
requisilos:

l. Se dictará del plazo de setenta Y dos horas. a partir de que el
indiciado sea puesto a disposici6n de la autoñdad judicial;

IL Q.. se le haya tomado la decIaraci6n pn¡pa¡akWia al inculpado en
los ténnmos de ley, o bien, conste en el expediente que se negó a
emíIírta.

IIL Que de lo actuado apaI'1!ZI:lIII datos su6cientes que acrecf"den el
cuerpo del ddito por el cu¡d deba seguirse el procedo;

IV. Que el delito sea SllI1CÍOIIlldO con pena priYativa de Iíbeltad;
V. Que no esté acreditada alguna causa de 1ic:itUd;
VL Que de lo adIIado apanm:a11 datos suficientes que hagan probable

la responsabilidad del indiciado; y
VIL Los.-obres Y finnas del juez que dicte la resolución y del

secretario que la autorice.

El plazo a que se refiere la fracción l de este articulo, se duplicará
cuando lo soflCite el inculpado por si, o por su defensor, al rendir su
decIaraci6n preparatoria, siempre que dicha ampIiaci6n sea con la

Neevia docConverter 5.1



36

finalidad de aportar y desahogar pruebas para que el juez resuelva su
situaci6n juridica.

El nmisterio Público no podrá solicitar dicha ••lpfiaci6n ni el juez
resoIveIá de oficio; el Ministerio Público en ese plazo puede sólo en
relacioSn con las pruebas o alegatos que propusiera el inculpado o su
defensor, hacer las promociones correspondientes al inIerés social que
repl'eseIda.

La snpliación del plazo se deber.á notificar al DiI'edor del reclusorio
preventivo, en OOnde en su caso, se encuentre internado el inculpado, .-a
los efectos a que se refiere la última parte del pñner pá...~o del articulo 19
cons1iIucionaLti

El articulo en cita, nos establece principalmente los requisilDs que debe
contener el auto de formal prisión, el plazo en el que este debe álCtarseque es de
setenla y dos horas, contados a partir de que el indíáado es puesto a álSpOSiciOO
de la autoridad judicial, el cual puede dupflCarse cuando lo soIiciIe el mismo
inculpado por si mismo o a través de su defensor.

..ArtIculo 546. En cualquier estado del pax:eso en que apan!ZI:8 que se
han desvanecido Jos~ que hayDn servido.-a deuetai la forma
prisi6n o sujeción a proceso, podrá deuetalse la ibertad del pl'a ee w''tl, por
el juez. a petid6n de parte Y con audiencia del Minisblio Público, a la que
éste no podrá dejar de asistir."

El fi.a1damenID legal antes citado hace refelencia a la Iibeftad por
desvanecimiento de datos, el cual procede a favor del inculpado cuando en el
ano del proceso se hayan desvanecido los mismos, por prueba plena, las que
snieron para comprobar el cuerpo del deito, asf como también cuando, sin que
aparezcan datos posteriores de responsabiidad, se hayan desvanecido, por
prueba plena.

·AItfcuIo az.. Ubertad protestatoña es la que <Se concede al pn3 e aOO
siempre que·~ llenen los requisitos siguientec:

L Que el acusw'o tenga domic:ilio t¡o y COIIOCido en el lugar en que
se siga el proceso;

IL Que su residencia en dicho'lugar sea de un afto c:aando menos;
Ifl Que a juicio del juez, no haya temor de que _ sus1nliga a la ac:ci6n

de Iajusticia;
N. Que proCes1e presentarse ante el Tnbunal o Juez que conozca de

su causa, siempre que se le ordene;
V. Que el incufpado no haya sido condellaOO por delito intencíonaI; Y
VL Que se trate de delitos cuya pena máxima no exceda de tres a60s

de prisión. Tratándose de personaS de escasos recursos. el juez
podrá conceder este beneficio cuando la pena privativa de ibertad
no exceda de cinco aftos."
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Como acabamos de seftalar, este beneficio es concecido al proce sado.
otorgándose la Ii>er1adprovisional bajo protesm, siempre y cuando cumpla con los
requisitos que el mismo enumera, ademi\s de que esta se concede siempre bajo la
condici6n de que el agraciado desempelle algím trabajo honesto, este incidente
puede revocarse cuando se viole alguna de las fracciones citadas en el arUcuIo
anterior, y cuando recaiga sentencia condenatoria contra el agraciado. ya sea en
primera o segunda ínslancia.

"Articulo 656. Todo inculpado tendráAerecho durante la aveñguaeión
previa Y en el proceso judicial, a ser puesto en Iibeftad pcovisional lJaio
caución, inmedíatMlente que los soIicifIe. si reúne los siguienles requisitos:

L Que garanlic:e el monto estimado de la replIIaci6n del dafto;
Tratándose de delitos que afecten la vida o la integridad corporal, el

lIKXIto de la reparación no podrá ser menor del que resulte aplicándose las
disposic:íones relativas a la Ley Federal del Trabajo.

U. Que g21antic:e el monto estiuoado de las sar...ICd..¡-.....IeS- pecuniarias que
en su caso puedan imponerse;

OL Que otorgue caución para el cumplimiento de las oIJI9v.iolaes que
en términos de ley se deriven a su cargo en razón del proceso; Y

IV. Que no se trate de delitos que pos su grnedad estén p.ewistus en
el quinto párrafo del articulo 168 de este Código.....

B beneficio que se otorga al inc:uIpado para obtener la liM!rtad p10uÚnal
bajo caue:i6n. al igual que las anterioreS, nos enumera IRI serie de reqnisílos para
que pueda ser agraciado del mismo, por lo que el~ debe de gaaltiza el
monto estimado de la reparación dafto. también debe garantizar el lIl(8D

estimado de las sanciones pecuniarias que puedan imponérsele. que ofIIrgue
caución para cumplir las obrlgacíones que deriven del proceso, y que no se trate
de delitos que por su gravedad estén seftalados en el mismo ordenamiento legal

Este beneficio puede ser negado cuando a soicilud de Ministerio Pílblíco lo
requiera. y que el inculpado haya sido condenado con ante! ÍOIidad por a1g6n deIíIo
calificado como grave por la ley o cuando el Ministerio POblico aporte eIemeItos al
juez para determinar que la Iibef1ad del~ represenla un ñesgo para el
ofendido o para la sociedad.
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EL PROCEDIMIENTO PENAL MEXICANO
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Procedimiento, proceso y juicio, son conceptos I"recueremente c:onfmdidos
en su connotación jwfdíca real y, no es raro observar que, tanto en la legislación
como en el uso general del icflOrl1a, se les otorgue una sinonimia que rala'lIIet'lle
conduce a errores.

Comúnmente se habla del procedimiento mas adecuado para llevar a cabo
una cosa; o sea, de los actos sucesivos enlazados unos a aIros, que es necesario
realízar para el logro de un fin especifico.

El término proceso deriva de (procederé) cuya traducci6n es caminar
adelante, en consecuenáa primariamente, proceso y procedimiento son formas o
derivados de proceder o caminar adelante.

En una acepción, el procedimiento puede sel\alar o ser la forma, el método
de cuya aplicaci6n al objeto, dependeré la mutación de un estado a otro (proceso).

El juicio no debe ser sinónimo de lo anleóor, en la etapa pllx;edimental, en
b cual, mecfrare l.W1 enlace conceptual se detennína desde un pmto de vista
adecuado el objeto del proceso.

Es sabido que una de las obligaciones del Estado es velar por la seguridad
de la sociedad, por lo que busca que dentro de eDasielllpce exista annonla, es por
ello, que para~ esta finaidad el Estado a través del principio de prohiJici6n
(el cual se refiere exclusivamente a la rama penal) establece lo que no se debe
hacer tipiIicando as( determinadas c:onduc:tas anlisociales como deIilD, as( mismo
para evílar que dichas conductas se realicen, establece la amenaza de un castigo
para quien incurra en lo expresamente prohtido por la ley.

Por lo tanto para lograr una correcta urúón entre el "ser delito" y "el deber
ser de la sanción", es necesario que se leve a cabo una actividad especial que
cumpla con las funnafldades sellaladas en la propia Constituci6n PoIltica de los
Estimos Unidos Mexicanos, teniendo por objeto rnetiJlar la correcta aplicación de
las normas del Derecho Penal material al caso concreto.

En este ~llLdo hablaremos sobre el procedimiento penal mexicano, as!
como de los periodos y etapas dentro del mismo, también respecto a la definición
del proceso penal y de los sujetos que íntenIíenen en el procedimienlD penal

3.1. EL PROCEDIMIENTO PENAL EN GENERAl.

El Estado, en cuanto representante de la sociedad organizada, tiene que
velar por la vida de la misma sociedad, y fiel a esta obligaáón, establecer cuales
son las Iirnítaciones necesarias para la erectivídad de la vida gregaria. FIp así,
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frente a la libertad absolu1a, que es el principio que anima al hombre, la prohibición
de ciertos actos, que es el principio de la vida social.

Entonces el Estado, para evitar las conductas antisociales definidas, recurre
a ciertos métodos que no son sino advertencia de causar un dolor, una pena, a
quien realice procedares delictuosos, apareciendo así las sanciones, es decir, la
amenaza de un castigo para quien incurra en una prohibición prevista en la ley.

El Estado, para mantener la armonía social establece, en primer lugar, de
manera abstracta, definidora o enunciativa, que actos son delitos y cuales son las
sanciones correspondientes, y en segundo lugar, hace vivir, en los casos
concretos que presenta la vida, las abstracciones citadas, es decir, a la existencia
de un delito le anexa la sanción correspondiente o hablando con estilo moderno, al
ser un delito liga el deber ser de la sanción.

Como lo hemos manifestado en nuestro primer capitulo, donde hacemos
referencia al concepto de procedimiento penal el cual es de tracto sucesivo, es
decir, que se resuelve a través del tiempo, consistiendo en una serie de actos
concatenados entre sl, tendientes a la consumación de un fin previamente
determinado, que es concluir la controversia de tipo penal.

La definición anterior nos entrega los siguientes elementos:
B) Un conjunto de actividades;
b) Un conjunto de preceptos, y
c) Una finalidad.

a) El conjunto de actividades se informa con todas las sanciones realizadas
por las personas que en concreto intervienen para que determine la aplicación de
la ley penal a un caso particular.

b) El conjunto de preceptos se integra con las reglas que dicta el Estado
para regular las actividades anteriores y en su totalidad constituyen lo que puede
llamarse el derecho de procedimiento penal; mismo que regula todas las
actividades jurisdiccionales y que el derecho procesal penal a derecha del procesa
penal, tan sola rige las actividades del llamado proceso.

c) Por última la finalidad buscada se ubica en reglamentar las actividades a
que nas hsmos r&felida, a efecto de lograr la aplicación de la ley al ceso concreta,
es decir, daciarar la vinculación entre el ser y el deber ser contenida en la ley
material.

El derecho penal material se ofrece coma un conjunta de normas, coma un
conjunto de formas en las cuales a una conducta determinada se le prescribe
cierta consecuencia, o mejor dicho, algo que se debe hacer al ser de una conducta
(delito) se le fija el deber ser de una consecuencia (sanción).
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B encadenamiento del delito con la sanción, o del crimen con el castigo,
debe ser realizado por el mismo hombre medante una actividad especiaL Esta
adividad que persigue el enlace de los extremos contenidos en las nonnas del
derecho penal mateóal, constituye el procedimiento penal.

B procedimiento penal es la actividad técnica que tiene por linaidad hacer
efectivas las normas del derecho penal mateóal.

B Código Federal de Procedimientos Penales y el Código de
Procedimientos Penales para el Dislrito Federal, son un conjunto de reglas para la
apIicaci6n de los códigos penales respectivos, es decir la ley penal o adjetiva se
aplica a la sustantiva (códigos penales, fedeml o para el disIrito federal). 8
derecho de procedimientos penales esta constituido por un conjunto de reglas que
rígen la actividad que es necesario desarrollar para la aprtcación de las nonnas
sel\aladas en los códigos penales.

Por lo anterior apreciamos que el procedimiento penal es un COIjunto de
actividades y formas regidas por el derecho procesal penal, que se iniciatldesde
que la autoridad pública interviene al tener conocimiento de que se ha cometidoun
delito y Jo inVestiga, Yse prolonga hasla el pronunciamierm de la sertencia, donde
se obtiene la cabal delinicl6n de las relaciones del derecho penal.

Como sel\aWJamos, para que se Deve a cabo una actividad especial que
cumpla con el deber ser de la sancl6n, teniendo por objeto prilCipalla c:Oneda
aplicac;i6n de las normas, y para que el Estado pueda invacir la esfera jI.Ifdíca del
gobernado, es decir, para que pueda restringir alguno de los derechos del
individuo, es necesario (como requisito sine qua non) que sus actos se SlIjefen
como ya hemos dicho a las formas establecidasen la ley.

En caso contrario estas carecerin de vaidez, toda vez que, la ley no puede
aprlCafSe al arbitrio de la autoridad, en vi1ud de que es una garantfa consagrada
por nuestra Carta Magna el que ••.•Nadie podrá ser privado de la vida. de la
1lbertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, si no mediante juicio
seguido ante los lribunales previamente establecidos, en el que se cunpIan las
fonnaidades esenciales del procedimierm..•• (Articulo 14); asl como también su
articulo 16 dispone: "Nadie puede ser moleslado en su persona, familia, domicíIío,
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento esaílD de la autoridad
competente, que funde Y motive la causa legal del procedimiento••.•

En ténninos generales el procedimiento es la manera, call1Í1Oo vfa a seguir
en la consecucíón de determinado objetivo, es el conjunto de actividades Y fonnas
regidas por el Derecho Procesal Penal, que se inician desde que la autoñdad
púbrtca interviene al tener conocimiento de que se ha cometido un deIíID y lo
investiga Y se prolonga hasta el pronunciamiento de la sentencia donde se
obtiene la cabal definición de las relaciones del Derecho Penal.
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Abundando al respecto, el procedimiento penal comprende une sucesión de
actos vinculados en sI cuya finalidad es el esclarecimiento de los hechos y que
dentro de su desarrollo se observa una actividad procesal en el que unos actos
son antecedentes de otros, y las personas que intervienen en el crean con su
actuación derechos y obligaciones de carácter formal.

Para Rivera Silva: 'Es el conjunto de actividades reglamentadas por
preceptos previamente establecidos, que tienen por objeto determinar que hechos
pueden ser calificados como delito para, en su caso, aplicar la sanción
correspondiente", asf como 'la actividad técnica que tiene por finalidad hacar
efectivas las normas de Derecho Penal Material.,19

El procedimiento tiene dos acepciones fundamentales una lógica y otra
jurídica. Desde el punto de vista lógico, en una sucesión de fenómenos unidos
entre si por medio de relaciones de causalidad y finalidad; jurídicamente es una
sucesión de actos referentes a la investigación de los delitos, de sus autores y a la
instrucción del proceso, todos estos actos están debidamente encadenados
conforme al orden jurfdico correspondienle, y van determinando el avance
~dimental de acuerdo con las formas y exigencias que el caso concreto
amerite, dando nacimiento a otros actos más, que facilitan el logro de un fin
determinado.

En estas condiciones el procedimiento será la forma, será el método
empleado para que el proceso pueda llevarse a cabo; por lo tanto , el primero es
un concepto general que envuelve dentro de su seno al concepto proceso, y éste
a su vez, al Juicio.

Por lo antes expuesto señalamos que de las definiciones proporcionadas
por estos tratadistas, así como por el supremo órgano jurisdiccional relativas al
procedimiento penal, podemos destacar los siguiente: que existe gran similitud
dentro de ellas, toda vez que, en términos generales consíderan al procedimiento
penal, como un conjunto de actos los cuales deben de estar regulados por la ley, y
que dichos actos estén encaminados a hacer efectiva la pretensión punitiva del
Estado, es decir la apliceción exacta de la pena a un individuo autor de un delito
previsto an la ley.

En base a lo anterior además, consideramos que:

a) El procedimiento penal contempla una idea más extensa y por ende
permite distinguirlo del proceso;

b) AsI también que procedimiento, proceso y juicio no son términos
sinónimos;

e) Además de que puede existir procedimiento sin que exista proceso;

,. RIVERA Si."..., Manuel El Prottdlmlento Penal. Trigésima Segunda Edición. Ed. Pomía, Mtxico, 2003.
Pág. ~ y 12

Neevia docConverter 5.1



42

d) Y que el procedimiento penal constituye ante todo una relación que
apareja derechos y obligaciones para quienes en él intervienen, por lo
que se habla de una relación juridica autónoma, compleja y de
naturaleza variable que se desarrolla de situación en situación.

Consecuentemente podemos decir que el procedimiento penal es el
conjunto de actividades regidas por el derecho procesal penal, cuya finalidad
esencial es hacer efectiva la pretensión punitiva del Estado, a través de la
aplicación de la ley al caso concreto y que inicia a partir de que el Ministerio
Público tiene conocimiento de la noticia criminis, y culmina con la ejecución de la
sentencia.

3.2. PERIODOS Y ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO PENAL

A partir de una refonna de 1986, el Código Federel de Procedimientos
Penales se refiere a los siguientes perlados o fases del procedimiento:
averiguación previa, preinstrucción, instrucción, primera instancia, segunda
instancia y ejecución, y a los procedimientos relativos a lnirnputebles, menores y
fánnacodependientes. Aun cuando en la ley del Distrito Federal no existe norma
idéntice a ésta, la interpretación de diversos preceptos permite deducir que en
este último ordenamiento se pnm¡ntan las siguientes fases o períodos procesales :
averiguación previa, instrucción, juicio y ejecución. Nuestra doctrina suele excluir
el periodo ejecutivo, al que considera fuera del procedimiento penal. Por lo que en
Ifneas posteriores analizaremos y determinaremos nuestra conclusión de los
periodos que se llevan a acebo en nuestro procedimiento penal mexicano.

3.2.1. PERIODOS DEL PROCEDIMIENTO

Como se ha senalado, la ejecuci6n del delito origina una relación juridica de
carácter público entre el Estado y los sujetos que participan en su realizaci6n, la
cual se establece a través del procedimiento.

El procedimiento penal mexicano, legalmente y desde el punto vista
doctrinario, se ha dividido en dos grandes períodos. a saber: la averiguación
previa y el proceso penal, así como un perfodo intermedio entre uno y otro,
denominado etapa de preparación del proceso (preinstrucci6n).
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Sin embargo, el articulo 4° del Código Federal de Proc:ecimientos Penales
en IIigor, expresamente señala que las etapas de preinstnJcción, instruc:ción y
juicio constituyen o conforman el proceso penal federal.

3.2.2. ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO

Desde el punto de vista del derecho positivo melácano, el proc:edimienlo
penal se divide en cinco etapas, que son: aveñguaciOn previa, preinslrucción,
etapa de preparación del proceso, instrucción, juicio yejecuci6n.

Expuesto lo anterior procedemos en seguida a mencíonar las poslIns que
sostienen algunos autores procesalistas, de entre los que deslacan Fernando
AriDas Bas, GuiBermo Borja Osorno, Julio ~o, entre GIros, as( como lo que
establece el código federal de procedimientos penales Y el código de
procedimíentDs penales para del dislrito federal, en tomo al tema en estudio, y
hecho lo anterior explicaremos cada una de las etapas que integran el
procedimiento penal en base a nuestra postl.n.

Los per10d0s del procedimiento penal propiamente dicho son los que se
ventian a través de los órganos persecuIor (averiguación previa) y jtñsdiccionaI
(preparación del proceso y juicio), por lo que respecta al perfodo de ejecuci6n,
este es de naturaJeza netamente admínisbalivo por ser maleñal y rCAma/mente
adminislrativo el acto del órgano ejecutor.

La idea anteñor se plasma a través del siguiente esquema:

PeOOdo de desarrollo del procedimiento.
A) A cargo del órgano persecutor:

Período de averiguación previa.
B) A cargo del órgano juriscflCCional:

1. PeOOdo de preinstrucción o preparación del proceso, desde el
auto de radícaciOn hasla el de fonnaI prisí6n;

2. PeOOdo del proceso, inicia con la ínsIrucci6n desde el auto de
rarma! prisión hasla que se declara cerrada la inslrucci6n y pone
la causa a la vista de las partes.

3. PeOOdo de juicio, que comprende:
a) de preparaciOn, que se abre con el auto de 1IÍSla de parte

Ytennina con el de citaciOn para la 1IÍSla;
b) de debate o vista de la causa;
e) de decisión (sentencia).

Concuerda con nuestra posición el tratacflStl Guillermo 80lja Osomo quien
sostiene que ·el procedimiento se desarrolla a través de periodos, los cuales
constituyen una cadena de eslabones, siendo estos en la legislación mexicana los
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siguientes: perlodo de preparación de la acci6n penal, periodo de preparaci6n del
proceso, periodo de instrucción, periodo de juicio Yperiodo de ejecución.o2Il

Por lo que respeda a la causa aiminal puede álVidílse en dos lJ'3ndes
partes:

la inslruccí6n Yel juicio, y se niega la autonomla al periodo de averiguaci6n
previa, considerando que esta fase es tambíén instructora y pasa a fonnar parte
íntelJ'3nte de la información judicial, aunque se admite que en eUasexisten otras
caracterfsticas.

B periodo de ejecución puede decirse que forma parte del procedínliento
penal, pues se seftala que este es materia que incumbe a la materia
adminislrativa, encomendado álCha facultad al poder ejecutivo.

los periodos en que se civide el procecirnienlo penal mexicano son:

a) Per1odo de preparación de la acción procesal;
b) Perlodo de preparación del proceso, y
e) Per1odo del proceso.

Este tercer periodo y para efectos didéKtic:os hacemos olla división en los
térnlÍllOS siguientes:

1. Instrucci6n;
11. Periodo preparatorio del juicio;
111. Discusión o audiencia; y
IV. Falo, juicio o sentencia.

Algunos autores no integran al per1odo de ejecución como parte~
del proceáamiento penal, aunque por nuestra parte consideramos lo coilbdlio, lo
cual en lineas posteriores haremos referencia a esta etapa.

Ahora bien, por lo que hace al C6digo de Procedimientos Penales para el
DístriID Federal en \rigor, no contiene disposición alguna que de manera expresa
seftale los perlodos o etapas del procedimientD penal, sin embargo la lectIrcl Y
anárlSÍS se deduce que comprende los siguientes capltulos:

1. Diligencias de porlCla juálCial, que propiamenle felmina con la
consignación;

2. Instrucción, que pri~ia cuando el delenido queda a cisposición de la
autoridad judicial y termina con la resolución dictada en el plazo de
setenla y dos horas;

3. Juicio, que va desde el auto de formal prisión o sujeción a proceso,
hasta que se dicte senterlCia; y

4. Ejecución de senterlCia.

,. BORlA <>somo. Guilktmo. Dored>o.-....... Ed. c.jica. 8.A.. PucbIa MéXio>, 1977. Póg. 69
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Sin embargo el Código Federal de Procedimientos Penales, en su artIculo
1°, establece:

El presente Código comprende los siguientes procedimientos:

1. El de averiguación previa a la consignación a los tribunales, que
establece las diligencias legalmente necesarias para que el
Ministerio Público pueda resolver si ejercita o no la acción penal;

11. El de prainstrucción, en que se realizan las actuaciones para
determinar los hechos materia del proceso, la clasificación de éstos
conforme al tipo penal aplicable y la probable responsabilidad del
inculpado, o bien, en su caso, la libertad de este por falta de
elementos para procesar;

111. El de instrucción, que abarca las diligencias practicadas ante y por
los tribunales con el ftn de averiguar y probar la existencia del delito,
las circunstancias en que hubiese sido cometido y las peculiares del
inculpado, así como la respOnsabiliaad o irresponsabilidad penal de
éste;

IV. El de primera instancia, durante el cual el Ministerio Públicos precisa
su pretensión y el procesado su defensa ante el tribunal, y éste
valora las pruebas y pronuncia sentencia definitiva;

V. El de segunda instancia ante el tribunal de apelación en que se
efectúan las diligencias y actos tendientes a resolver los recursos;

VI. El de ejecución, que comprende desde el momento en que cause
ejecutoria la sentencia de los tribunales hasta la extinción de 1a9
sanciones aplicadas; y

VII. Los relativos a ¡nimputables, a menores y a quienes tienen el hábito
o la necesidad de consumir estupefacientes o psicotr6plcos. Si en
cualquiera de esos procedimientos algún menor o incapaz se ve
relacionado con los hechos objeto de ellos, sea como autor o
participe, testigo, vlcüma u ofendido, o con cualquier otro carácter, el
Ministerio Público o el tribunal respectivo suplirán la ausencia o
deficiencia de razonamientos y fundamentos que conduzcan a
proteger los derechos que legítimamente puedan corresponderles.

Ahora bien, las etapas del procedimiento penal, se integran de la siguiente
manera:

1. La averiguación previa.
2. La preinstrucción.
3. La instrucción.
4. El juicio.
5. La ejecución.
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3.2.2.1. LA AVERIGUACIÓN PREVIA

La averiguación previa, que se inicia con la noticia del hecho criminal (o
aparentemente delíctuoso) que se aporta a la autoridad por medo de la denuncia
o de la quere8a, en su caso, corre Integramente ante la auroridad del Ministerio
Pílblico. La denuncia es una transmisión de conocimiento sobre la probable
existencia de deilD perseguíble de oficio. La querella asocia a estapa~
de conocimiento, la expresión de voluntad para que se proceda penalmenle,
a.aando de trata de deitos perseguibles a instancia de un particular Iegítimado para
formular la quereUa.

Es la primera etapa del procedimiento penal meldc:ano, durante la cual se
praclícan diligencias por y ante el Ministerio Público (como autoridad), tendientes a
comprobar el CllefPO del delito y aaedilar la presunta responsabíIidad para
determinar en su caso, el ejercicio o abstención de la acción penal.

Semejante opirJón tienen los tratacistas Garcfa Ramlrez y Adato de Ibarra,
al manifestar en su obra que •.•.La averiguación previa, especie de instruccí6n
admiuislJ ativa, procura el esclarecimiento de hechos que revelan la f:xisfeilcia de
datos que acrediten el cuerpo del delito Y la probable responsabilidad del
1ncuIpado•••-21 .

Como mencionamos, dicha actividad se desarrola ante la autDñdad del
Ministerio Púb6co, deviene parte procesal tras el ejercicio de la acci6n. Ya que la
indagac:i6n proviene de la noticia criminis obtenida por la denuncia o quereUa, y
culmina con el ejercicio de la acción penal o la resolución de no ejercicio, archivo o
sobreseimiento administrativo.

Dentro de esta etapa se destacan las siguientes actividades:

a) Recepci6n de denuncia, en los delitos que se persiguen de oficio y de
querella, Ytambién los que se persiguen a petici6n de parte.

b) AsI también se practican diligencias de averiguación previa tales como
recabar declaraciones, dar intervención a la dRcci6n general de
servíclios periciales, a la policla judicial Y en si todas a ~1Ias

actividades tendientes a aaeditar la responsabiiclad penal y a
comprobar el cuerpo del delito;

e) Y.por uIlimo se va a determinar el ejercicio o no ejercicio de la acci6n
penal.

2J GAR<-iA RAMlREz. Sctgi~. ADATO DE IBARRA,. Vicloria. ..-.ario lid Proc-c- &..a~
Novena Edición. F.d. Porrúa. Mmoo. 1999. Ng. 31
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3.2.2.2. LA PRElNSTRUCCIÓN O PREPROCESO

B periodo de preinstrucción también llamada de preparación de proceso,
principia en el momento en que la autoridad investigadora tiene conocimiento de la
comisi6n de un hecho delictuoso, o que aparentemente reviste tal caraeteñstica Y
termina con la consignaci6n.

la denuncia es la relación de actos, que se suponen delíctuosos, hecha
ante la autoridad investigadora con el fin de que esta tenga conocimiento de ellos.
la denuncia, definida en la forma que antecede, entrega los siguieres elemenlDs:

a) Relaci6n de actos que se estiman delícluosos;
b) Hecha ante el6rgano investigador; y
c) Hecha por cualquier persona.

a) la relación de actos, consiste en un simple exponer lo que ha acaecido.
Esta exp0sici6n no solicita la presencia de la queja, o sea, del deseo de que se
persiga al autor de esos aclDs y pueda hacerse en forma oral o~.

b) la relacl6n de actos debe ser hecha al órgano investigador. En efecto,
teniendo por objeto la denuncia que el representante social se efÜfe del
quebrahtD sufrido por la sociedad, con la comisl.6n del deito, es obvio que la
relación de actos debe ser llevada a cabo ante el propio representante social

c) Por lo que alude a que la denuncia sea formulada por cualquier persona,
debe hacerla un particular, eliminando asila posi)irIdad de que las autoridades la
presenten.

En la etapa de preinsIJUccí6n, se inicia con la radícaci6n de la causa a
través del auto de radicaci6n, inicio o cabeza del proceso, que dícta el órgano
jwísdiccional con motivo de la consignación que realizo el Ministerio Público en
virtud de haber ejercitado acci6n penal y finaiza con cualquiera de los siguientes
actos:

a) Auto de formal prisión, se dicta cuando se trata de deIílDsque se
castigan con pena privativa de libertad acumulativa;

b) Auto de sujeci6n a proceso, cuando se trata de delitos cuya pena
sea altemativa o no privativa de Ii>ertad;

c) Auto de libertad por falta de elementos para procesar;
d) Auto de sujeción a proceso, este también suspende el

procedimiento en los mismos términos que el inciso c.

En esta etapa se destacan las siguientes actividades:
a) Racicaci6n de la causa;
b) Declaraci6n preparatoria;
c) Auto de término constitucional.
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3.2.2.3. EL PROCESO PENAL

Al pretender analizar el estudio del proceso penal, necesariamente se debe
fijar el límite de ese conocimiento, de tal suerte que partiendo de una base
definida, este análisis se encamine hacia una meta determinada y cierta, ya que
de otra manera todo esfuerzo realizado tendrá resultados estériles y el
conocimiento que se pretende alcanzar estará limitado por una concepci6n
superficial de la materia.

El proceso penal esta configurado como un rito que genera una verdad. Es
un método para legitimar una decisión, sea ésta la de castigar o absolver a un
sujeto acusado. Una absolución es la negativa de la legitimación de la pena, no
una deslegitimaci6n de la acusación.

Se considera que el proceso penal es el conjunto de aclividades ordenadas
en la ley, a efecto de determinar si el hecho imputado al acusado constituye o no
delito y dictar como consecuencia la resolución que corresponda.

Al igual que las restantes instituciones jurrdicas, el proceso atiende a un
designio pragmático. Surge de la necesidad de reparar el orden jurldico positivo,
cuando no se cumple directamente. Y sirve a tres series de finalidades: las
generales del orden jurldico, las generales del proceso penal mismo y las
especificas del propio proceso aiminal.

Por lo que se dice que el proceso penal procura la realización de la justicia,
como supremo propósito del marco de la estimativa jurldica.

Siguiendo la idea anterior diremos además que el proceso penal descansa
bajo cuatro principios que son:

1. Nulfa poena, sine lege.
2. Nul/a poena, sinejuditio.
3. Nul/a poena, sinejudice.
4. Nema judex, sine actiane.

Sin embargo durante mucho tiempo ha existido una continua imprecisión
para definir y determinar lo qu~ debe entenderse por proceso, por su parte la
doctrina se limita a desaibir el proceso como una serie de actos diversos, así
como una concatenación da actos dirigidos a un determinado fin, pero
posteriormente es cuando el proceso aparece como una relación jurídica, aunque
los procesalistas del derecho penal han querido transplanlar estas ideas que son
netamente doctrinarias de corte civil, cometiendo un grave error con ello.

Por lo que respecta a una idea de derecho penal manifestamos que el
proceso penal, se puede considerar como el conjunto de actividades y formas,
mediante las cuales los órganos competentes, preestablecidos en la ley,
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observado ciertos requisitos prevén, juzgando, a la aplicabilidad de la ley penal en
cada caso concreto; definiendo el proceso penal como el conjunto de actos
encaminados a la decisión jurisdiccional acerca de una noticia criminis, o acerca
de la existencia de las condiciones requeridas para la rapresión de un delilo a la
modificación de las relaciones jurídicas penales preexistentes.

Entonces expresamos que proceso es una relaci6n jurldica, aut6noma y
compleja, de naturaleza variable, que se desarrolla de situaci6n en situación,
mediante hechos y actos jurrdicos confonne a detenninadas reglas de
procedimiento y que tiene como finalidad la resolución jurisdiccional del litigio,
llevando al juzgador por una de las partes o atraído de su conocimiento
directamente por el propio juzgador, por lo tanto, se concibe a el proceso como un
medio jurisdiccional para la soluci6n o composición del litigio.

Al igual que el concepto de procedimiento, el cual quedo definido en el
capitulo primero del presente trabajo, definimos también al proceso penal como el
conjunto de actividades reguladas por el derecho procesa! penal que realizan el
tribunal y las partes, en virtud de una petición de otorgamiento (ie justicia dirigida a
la jurisdicción para lograr la sentencia o acto por el cual realiza el derecho de
defensa del orden jurídico público, que implica la efectividad del derecho de
castigar del Estado.

Por tal motivo consideramos que el proceso penal es el conjunto de
actividades, debidamente reglamentadas y en virtud de las cuales los 6rganos
jurisdiccionales, previamente excitados para su actuación por el Ministerio Público,
resuelven sobre una relaci6n jurídica que se les plantea.

Por lo que respecta al objeto del proceso, este se ubica en la situaci6n de
proteger los intereses del individuo con relación a los abusos del poder público y
que las relaciones que se crean entre este y el individuo al cual se le imputa el
delito, deben realizarse por medio de un proceso con estricto cumplimiento de las
normas procesales, de ahl la necesidad de que la pena se aplique mediante un
proceso, asl mismo que el proceso penal no queda a voluntad de quienes
intervienen en él, ni puedan ponerle término, ni detener su desarrollo, por lo que
debe continuarse como obligación para el juez que lo instruye; y dentro del
proceso penal se investiga la verdad material y el mismo interés tiene la sociedad
que se condene a un delincuente si ha quedado comprobado plenamente su delito
y su responsabilidad penal, como que se le absuelva.

Puntualizamos que el fin esencial del proceso es la sentencia que en ella
convergen y se deciden todas las cuestiones que constituyen su objeto.

De tal suerte estamos de acuerdo con lo que manifiesta el procesalista
Diez del Le6n, el cual senala que ' Proceso es una serie de actos concatenados
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que se desalToIan, progresivamente, para aegar a su fin natural, que es la
sentencia definitiva con calidad de cosa juzgada y resolutoria de conlrlCtD.ál2

A su vez, tal y como lo desaibe Guillermo Colín Sánchez quien collsídeta
"formalmente al proceso como una relación jlaidica que se desanola
progresivamente entre varias personas ligadas por vlnculos jlñficos..z3

Con lo manifestado estamos de acuerdo ya que el proceso es una
instituci6n para CC)mppsici6n de los litigios, y que efectivamente como institución
tiene como finalidad administrar cumplida justicia a los litigantes que acuden en
demanda de ella.

B articulo 4° del Código Federal de Procedimientos Penales pre'tIé: "los
procedimientos de preinstrucción, instrucción y primera instancia, as! como la
segunda instancia ante el tribunal de apelación, constiluyen el proceso penal
federaL·.

ReIomanclq Y considerando los aspectos mas elementales de estas
poshns a nuestra considemción diremos que e1..proceso penal: Es el periodq;del
procedimiento en el cual se practican diigeucias por y ante el órgano jlrisdicciDllal
con la finalidad de resolver si una co duela o hecho es o no constibJliva de deliiIo,
determinar la responsabilídad penal de las personas que íntenrinieron en su
ejecuci6n y aplicar sanciones establecidas en la ley Yotorgar sustiIutivos penaJes.

Una vez que ha quedado definido el proceso penal, ahora colresponde
poner de manifiesto cual es el criterio en cuanto a la iniciación de ésle.

Una vez que el Tribunal reci>e la averiguaci6n previa en la que el Millíslesío
Público ejercita accí6n penal en contra del íncflCÍado, poniéndolo a álS¡)Osici6n del
juez en el interior del reclusorio preventivo COllesponáleflle, inmediatamente el
órgano jwisdíccional emitirá el aulo de racicaci6n, con el cual da inicio el proceso
penal.

Dicho aiterio concuerda con la obra de Adato Green, quien al respecto
manifiesta: •••.se entilírá el auto de raálC8ción, también conocido como aulo de
inicio o aulo de cabeq de proceso, en el que el juez emite la competencia para
conocer.de los hechos mateóa de la consignación... 024

Junto con el aulo de radicación, el órgano juiscflCCional ordena se regísbe
la causa bajo el número que le corresponda, decreta la detencí6n legal del

:D DlAZ de LcólI. ADIooio. DkrlImario __ntkJ..-......,._......_01 oIendIot

~ peeaL Tomo lL Ed. Portúa. Mhico, 1986. Pi&- 1392
COUN SáDdJc:z., OuiIJenno. D<redoo..,.x- ... , '.Ie......-.Décima Edicióa. Ed. l'Ilmía.

México. 1986. Póg.62
.. ADATOo.-., VictOOo; R.oMAN Palacios, Humbcrto; Sn.VA M.::za. Juaa; MELOOZA F_lbaiI;
PEREZ de la FucnL; Luis. __ <Id ........................ -. , 01 ................. _ •

iJJoIlndo. I'rim<n Edición. Ed. P<lITÚa, México. 1993. Póg. 12
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inculpado para efectos del cómputo del plazo constitucional de setenta y dos horas
en el que habrá de definirse su situación jurídica y señala fecha y hora, dentro de
las cuarenta y ocho horas siguiantes a su consignación, para que en audiencia
pública emita su declaración praparatoria, dicha garantfa esta contemplada en el
artículo 20, fracción 11I Constitucional, materia de nuestro presente trabajo, que
mas adelante analizaremos con mas detenimiento.

Reforzando nuestra postura, para los tratadistas, el proceso penal se inicia
desde el momento en que el Ministerio Público ocurre ante el juez ejercitando la
acción penal y el juez responde a esta excitativa, evocándose al conocimiento del
caso, al pronunciar el auto de radicaCión y concluye con la sentencia que termina
la instancia.

De igual forma podemos observar que la instrucción se inicia cuando
ejercitada la acción penal, el juez ordena la radicaci6n del asunto, principiando así
el proceso.

Una vez que se ha dictado auto de formal prisión o en su caso sujeción a
proceso, as a través de este -on el cual se fija el delito o delitos por los cuales se
seguirá el proceso.

También se declara abierto el procedimiento sumario u ordinario, se abrirá
un perlodo probatorio y se realizaran una serie de actividades que culminaran con
la sentencia, y es a través de este auto multicitado en el que el órgano
jurisdiccional va dar inicio plenamente a su función , toda vez que ha considerado
que se estima comprobado el cuerpo delito y acreditada la probable
responsabilidad de una persona puasta a su disposición, respecto de ciertos
hechos con apariencia delictuosa que le fueron consignadas por el Ministerio
Público.

3.2.2.4 LA INSTRUCCiÓN

Instrucción deriva del verbo latino insttuere que significa: acción de instruir,
ilustrar, ensel'lar, informar. La instrucci6n tomo etapa del proceso penal tiene por
objeto el de ilustrar al juzgador sobre la verdad histórica-de un hecho determinado
con apariencia d9lictuosa, el cual fue puesto de su conocimiento por medio de la
consignación; dentro de esta etapa las actiVidades esenciales son:

a) Apertura del procedimiento ordinario o sumario;
b) En cuanto a la prueba habrá el ofrecimiento, admisión, preparación y

desahogo;
e) Cierre de instrucción, a través de un auto que lleva el mismo nombre .

La instrucción es la primera etapa del proceso penal. Al igual que las
restantes , se desarrolla ante el órgano jurisdiccional, ya no ante el Ministerio
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Público. En la instrucción, éste actúa como parte procesal; dejó de ser autoridad
en el momento en que ejercitó la acción penal. Aquella fase del proceso se inicia
con el auto de radicación; primera determinación jud icial que se dicta una vez que
el Ministerio Público ha ejercitado la acción penal .

Es frecuente que la instrucción se divida en fases: la primera, desde dicha
radicación hasta el auto de formal prisión, que fija al tema del proceso; la segunda,
desde éste hasta los actos preparatorios dal juicio.

En el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, cuya contrapartida es
la libertad del inculpado por falla de elementos para proceser, o bien, la libertad
absoluta, se conjugan elementos de fondo y forma. Los de fondo son el
acreditamiento de los elementos del lipo penal del delito que se impute al
inculpado, así como los delitos que hagan probable la responsabilidad de éste.

A partir del auto de formal prisión continúa el procedimiento por la vía
sumaria o por la vla ordinaria . Aquella es facul tativa, no obligatoria, para el
inculpado . Por el procedimiento sumario se persigue, sin detrimento de las
garantías que gobiernan el juicio, hacer más pronta y expedita las administración
da la justicia.

3.2.2.4. EL JUICIO

Concluida la instrucción y en vísperas del juicio, se plantean ciertos actos
preparatorios de aquella actividad procesal, que culmina en la resolución definitiva.
Entre ellos destacan las conclusiones de las partes.

Podemos decir que las conclusiones son el acto a través del cual las partes
analizan los elementos recabados en la instrucción y, con apoyo en ellos, fijan sus
respectivas situacionas con respecto al debate que habrá de plantearse.

En las conclusiones del Ministerio Público, que son de estricto derecho y
por ello deben sujetarse a una forma legal, este órgano precisa su acusación.

Tal como lo estableca el articulo 4, fracción VI, de la ley orgánica de la
procuraduría general de justicia del distrito federal , que a la letra dice:

VI. Formular las conclusiones, en los términos sañalados por la Ley, y solicitar la
imposición de las penas y medidas de seguridad que correspondan y el pago de la
reparación de los darlos y perjuicios o, en su caso, plantear las causas de
exclusión del delito o las que extinguen la acción penal.

La formulación de conclusiones no acusatorias o de cualquier acto cuya
consecuencia sea el sobreseimiento del proceso o la libertad absoluta del
inculpado antes de que se pronuncie sentencia, requerirá la autorización previa del
Procurador o de los Subprocuradores que autorice el reglamento de esta Ley;
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La etapa del juicio, central dentro del proceso penal, se concreta a la
audiencia y la sentencia , acto culminante del proceso, por lo tanto nace con fa
fonnulación de conclusiones del Ministerio Público (acusatorios), finalizando
cuando la sentencia definitiva, en primera o segunda instancia cause ejecutoria, es
la etapa dentro de la cual se destacan las siguientes actividades:

a) Formulación de conclusiones del Ministerio Público y de la defensa;
b) En su caso, citación a audiencia de vista;
e) Celebración de audiencia de vista, llamada también audiencia final de

primera Instancia; y
d) Sentencia

3.2.2.5. LA EJECUCiÓN

Inicia a partir de que la sentencia definitiva cause ejecutoria, el inculpado,
adquiere la calidad de reo y es puesto a disposiclón del poder ejecutivo, desde
que el juez remite copia de la sentencia a dicho poder a afecto de que proceda la
ejecución de la impuesta por el juzgador en la sentencia. Esta etapa termina con el
cumplimiento o extinción de la pena.

Dentro de las actividades realizadas en esta etapa resaltan las siguientes:

a) Internamiento o remisión del sentenciado al centro penitenciario;
b) En su caso, concesión de beneficios penitenciarios, o
e) Concesión o negativa del indulto o reconoclmlento de inocencia .

Por lo -expuesto, señalamos las siguientes consideraciones: si aceptamos
qoe la etapa de ejecución pertenece al procedimiento penal, toda vez que en esta
etapa donde la pretensión punitiva del Estado, es decir, el derecho del Estado a
castigar y perseguir el delito (fus punlendJ) se está objetivizando en forma real, en
virtud de que efectivamente se aprlC3 la ley penal al caso concreto , es decir,
dentro de la ejecución del sentenciado tendrá que cumplir con la pena que el juez
le impuso la sentencia y es a través de ello que el Estado cumple con su finalidad,
que es el velar y mantener la seguridad de ía sociedad, al no dejar ninguna
conducta delictiva sin castigar.

Concluyendo, manifestamos que si bien es cierto que la etapa de ejecución
no forma parte del proceso penal, también cierto lo es que si forma parte del
procedimiento penal, situación contraria a la que afirma algunos procesalistas,
como ya ha quedado anotado.
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3.4. SUJETOS DE LA RELACION JURIDICA EN EL PROCEDIMIENTO PENAL

Es de explorado derecho que la ejecución del delito da origen a una
relación jurídica de carácter público entre el Estado y los sujetos que intervienen
en su realización el cual se establece a través del procedimiento penal, tal como lo
hemos visto en los apartados anteriores.

La continua imprecisión conceptual para definir lo que debe entenderse por
procedimiento y proceso penal, nos obliga a señalar la diferencia que existe entre
la relación jurídica procesal, propiamente dicha, que ' Es el nexo que une a las
partes dentro del proceso, exclusivamente' ; y la relación jurídica procedimental,
' Es el vinculo o nexo que liga a los sujetos que participan en el desarrollo del
procedimiento penal en sus distintas etapas, estableciendo derechos e
imponiendo obligaciones' concepto éste sin duda alguna más amplio y apegado a
nuestro derecho mexicano.

Ahora bien, los sujetos de la relación juríd ica procesal, esto es, que
intervienen dentro del proceso penal únicamente son:

1. Juez
2. El Misterio Público
3. Inculpado

Los sujetos plincipales de la -relación jurídica procedimental son aquellas
que intervienen en el desarrollo del procedimiento penal, desde su inicio, con la
noticia criminis, hasta su terminación con la ejecución de la sentencia, y son:

a) El Ministerio Público
b) El juez
e) El inculpado
d) El defensor
e) El ofendido

3.4.1. EL MINISTERIO pOSUCO

El Ministerio Público 8$ el órgano del Estado constitucionalmente facultado
pare realizar la función persecutoria de los delitos (facultad de investigar, perseguir
y acusar). El párrafo primero del artículo 21 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos expresa: ' ....La investigación y persecución de los
delitos incumbe al Ministerio Público, el cual se auxiliará con una policía que
estará bajo su autoridad y mando inmediato... '

la función persecutoria, es la actividad encomendada al Ministerio Público
tendiente a investigar la comisión de los delitos a trevés de la averiguación previa,
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ejercitar la acción penal ante los tribunales competentes (mediante consignación)
y solicitar la aplicación de las penas y medidas de seguridad procedentes (a través
de las conclusiones acusatorias).

La función persecutoria de los delitos encomendada al Ministerio Público,
se ejercita en toda la República Mexicana en materia federal, a través de la
Procuraduría General de la República; en el distrito federal, en materia de fuero
común, por la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal.

No hay que olvidar que la procuraduría en términos generales es le
dependencia del poder ejecutivo en la que se integra precisamente la institución
del Ministerio Público.

El fundamento de la función persecutoria, en materia federal , se encuentra
contemplada en el artículo 102 apartado A, primer párrafo Constitucional; artículos
2, 3 y 136 del Código Federal de Procedimientos Penales; 1,2 Y 10 de la Ley
Orgánica de la Procuraduría General de la Republica.

El fundamento legal de la función persecutoria, en materia de fuero común,
se establece en los artículos 2 y 3 del Código de Procedimientos Penales para el
Distrito Federal; 1,2 fracción 1, 3 fracciones 1, 11 Y 111 da la Ley Orgánica de la
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal.

Como ya dijimos, el Ministerio Público es, por mando constitucional, el
titular de la acción penal cuyo objeto fundamental es promover o provocar el
ejercicio de la acción jurisdiccional.

La acción penal, es el poder jurídico que posee el propio Estado, a través
del Ministerio Público de provocar la función jurisdiccional. (nema iudes, sine
acciones).

La acción penal posee tras fases de desarrollo, a saber.

1. Investigatoria o de averiguación previa.
2. Persecutoria o de ejercicio de la acción penal.
3. Acusatoria o de solicitud de aplicación de la pena.

En México, el ejercicio de la funciÓn persecutoria de los delitos, se
encuentra condicionado al previo cumplimiento de los requisitos de procebilidad
exigidos por la ley, esto es, el Ministerio Público no puede iniciar una averiguación
previa o ejercitar la acción penal correspondiente sin que medie formal denuncia,
acusación o querella de un hecho con apariencia deliduosa, por ello, la iniciación
oficiosa del procadimiento autorizada al Ministerio Público por artículos 262 del
Código de Procedimientos Penales par el Distrito Federal y 113 del Código
Federal Procedimientos Penales respectivamente, seria violatoria del articulo 16
constitucional.
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Por otra parte, podemos decir que las facultades del Ministerio Público son:

1. Investigar. Dentro de la cual va a recibir denuncias y querellas, practicara
diligencias de averiguación previa tendientes a acreditar el cuerpo del delito
y acreditar la presunta responsabilidad penal.

2. Perseguir. Dentro de esta va a determinar respecto del ejercicio de la
acclón penal, consignando los hechos al juez.

3. Acusar. Al respecto, solicitara la aplicación de las penas y medidas de
segurided procedentes al juez, así como la reparación del dano.

Órganos auxiliares del Ministerio Público en el Distrito Federal, para el
desempeñe de sus funciones cuenta con la policla judicial y los servicios periciales
de la procuraduría general de justicia del distrito federal como órganos auxiliares
directos, asi como la policía del distrito federal, el servicio médico forense del
distrito federal, la dependencia jerárquica y fundamento de estos órganos se
encuentra en los artículos 21 párrafo primero de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 273 del Código de Procedimientos Penales del Distrito
Federal; y 23, 24, 25, 26 Y 27 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de
Justicia del Distrito Federal.

Órganos auxiliares del Ministerio Público Federal, en el ejercicio de sus
funciones, cuenta con la policía federal Investigadora y los servicios periciales de
la procuraduia general de la república como órganos auxiliares directos; así
mismo los agentes del ministerio público del tuero común, la policia federal
preventiva, personal del servicio exterior mexicano acreditado en el extranjero, los
cónsules, capitanes, patrones y encargados de naves y aeronaves mexicanas, así
como funcionarios del poder ejecutJvo federal, son también órganos auxiliares de
dicha institución, la dependencia jerárquica y fundamento legal las encontramos a
su vez, en los dispuesto por los artículos 21 y 102 apartado A Constitucional; 3 del
Código Federal de Procedimientos Penales; y 20, 21, 22 Y 24 de la Ley Orgánica
de la Procuradurfa General de la Republica.

3.4.2. EL JUEZ

Es el órgano del Estado Constitucionalmente facultado para realizar la
función jurisdiccional (aplicar el derecho al caso concreto). El artículo 21
Constitucional en su parte primera establees: ' La imposición de las penas es
propia y exciuslvamente de la autoridad judicial... '

La función jurisdiccional, es la actividad encomendada al juzgador (órgano
jurisdiccional) tendiente a resolver si una conducta o hecho, puesto en su
conocimiento, es o no constitutivo de delito; detenninar la responsabilidad de las
persones que intervienen en su realización e imponer, en su caso, las penas y
medidas de seguridad aplicables.
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La función jmsdíccional, debe necesariamente ser provocada por el
ejercicio de la acción penal. (nema iudex, sine actione)

La funcí6n jI.risdiccíonal, se ejerce en la Rep(lblíca Mexicana, en materia de
fuero federal, a través del poder judicial de la federación; en el dislrito fedef'al, a
través de los tribunales de justicia del fuero común.

B ejercicio de la función jI.Kisdíccional en materia de fuero común en el
distrito federal se ejerce por el tñ>unal superior de justicia del álStrito federal, en
materia federal, por el poder judicial de la federacioo. .

B fundamento legal del ejercicio de la función juñsdiccíonal del fuero común
se encuenlra establecida en los artlculos 21 parte primera y 73 fracciones VI, base
quince Constitucional, 1, lO, 619 del Código de procedimientos penales del cisbito
federal; y, 1 Y 2 de la ley orgánica del tñ>unal superior de justicia del dislrito
federal.

En~ del orden federal, el ejercicio de la función jurisdiccional, se
fundamenta en los siguientes artIcuIDs: 21 pómera parte, 94 párrafo primero Y 104
fracci6n I"ConstitlJcionales; 4 delcóálgo federal de procecimientos penales; y, 50
fracci6n I de la ley orgánica del poder judicial de la federaci6n.

Las facultades del juez son:
1. Dedarar cuando una conducta o hecho es o no consIitufiya del deIiID del

orden comíIn, federal o militar.
2. Determinar la responsabñldad penal de las personas acusadas.
3. Aplicar las penas y medidas de segwidad procedenIes (1IIdivíduaimr las

penas).

Como lo manifestamos nueslro primer capllu/o es más téc:nico Y preciso
llamarlo inculpado, ya que así lo establece en su articulo 20 nuestra Constilución
PoIIlica de los Estados Unidos Mexicanos. aun y cuando atendiendo al mornenIo
procedimental de que se trate el probable autor del delto se ubica en siIuaciones
jurfdicas distintas Y por tanto recme una denominación especifica. como ya lo
hemos analizado en el capilulo mencionado.

Por otra parte en términos generales, el ~do es el sujeto activo del
delito y en contra de quien va encaminada la función persecutoria y jurisdiccional,
ejercida por el Estado a través del Ministerio Público Yel juzgador.

Es el sujeto a quien va dirigida la pretensión punitiva estatal, o sea. el
derecho del Estado de perseguir y castigar el defrto (ius puniendJ) el cual se
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actualiza en el procedimiento penal. Así mismo encontramos que las facultades o
garantías que tiene el inculpado se encuentran establecidas, como ya lo hemos
mencionado en el articulo 20 Constitucional, las cuales analizaremos en el capitulo
cuarto del presente trabajo.

3.4.4. EL DEFENSOR

Nuestra Constitución segura la debida defensa del inculpado, ya que para
ello pone de manifiesto un principio de libertad, la cual consiste en la posibilidad
en la que se halla el inculpado de designar a cualquier persona de su confianza
para que la defienda en el proceso, o en defenderse por si mismo.

Al hablar de "cualquier persona de su conñanza", la Ley Suprema excluye la
necesidad, recogida en otros paises, de que el defensor sea un abogado. El
ejercicio de la defensa se encomienda al defensor particular o, en su caso, al
defensor de oficio.

La defensa 'por persona o personas de su confianza' si no son letradas,
como vulgannente se dice, puede ocasionar defensas deficientes, precisamente
por no ser expertas en el empleo de los medios legales de defensa. Las
exigencias que algunos jueces pretenden para~ las personas iletradas sean
asesoradas por abogados titulados, carecen de fundamento legal y de respaldo
constitucional.

La diferencia entre persona de conñanza y un profesionista de derecho,
estriba primordialmente que la primera, puede ser cualquier persona que cuente
con los oorechos o prerrogativas del ciudadano que establece la Constitución
Mexicana, mientras que la segunda debe ser la persona que cuente con los
conocimientos de la materia.

El defensor es la persona, generalmente profesional del derecho que tiene
a su cargo dentro del procedimiento penal la asistencia técnico jurídico del
inculpado. La finalidad primordial de la existencia del defensor es hacer efectivo el
derecho de defensa, consagrado como una garantía individual en el articulo 20
fracción IX.

La fracción antes citada contiene o prevé distintas hipótesis que, por una
parte, establece derechos del inculpado y, por otra impone obligaciones al
juzgador a saber:

1. Tendrá derecho a una defensa adecuada, por sr, por abogado, o por
personas de su confianza.

2. Si no quiere o no puede nombrar defensor, después de haber sido
requerido para hacerlo, el juez le designará un defensor de oficio.
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3. También tencr.í derecho a que su defensor comparezca en todos los actos
del proceso y éste tendré la obligación.

De lo anterior deducimos que se reconocen expresamente del"echos del
inculpado, que son a defenderse por si o por persona de su confianza. o por
ambos Y a nombrar defensor desde el momento en que sea aprendido. Por olra
parte imponen al juez la obligación de designar defensor de oficio, cuando el
inculpado no tenga quien lo defienda o no quiera nombrar defensor.

En la pr¡\dica, cuando el inculpado nombra defensor de confianza c:arem
de cédula profesional de licenciado en derecho o autorización de pasante
legalmente expedida, el juez tiene también la obligación de designar 00 defensor
de oficio (artículo 160 piVrafo segundo del código federal de procedimienlDs
penales).

B del"echo que tiene el inculpado para defenderse por si mismo, recile el
nombre técnico de auto defensa, este es el del"echo que tiene todo inculpado
dentro del procedimienlopenal para defenderse por si mismo; es la actividad
realizada por el propio inculpado, dentro del proce<funiento, tendienIe a hacer valer
por si mismo sus derechos ya oponerse a la pretensión punitiva del Estado. B
órgano del defensa esta constituido por el binomio~ defensor. con la
finalidad de realizar actos de defensa.

Clasificación del defensor. El derecho de defensa Y el defensor son fricos;
sin embargo, en la prédica es generalmente aceptada la dasilica.ci6n siguiente:

A) Defensor particular.- Es la persona que en forma privada Y OlIelDsa

(generalmente), tiene a su cargo dentro del procedimiento penal la asislencía
PfólC8 del inculpado.
B) Defensor de oficio.- Es el servidor público que, en forma obligatoria Y gratuita,
tiene a su cargo dentro del procedimiento penal la asistencia jurIdica de aquelas
personas que carecen de una defensa particular.
C) Defensor de confianza . (En sentido amplio) es cualquier persona designada
Iilremente por el inculpado, dentro del procecfmiento, para que se eflC8rgue de su
defensa.

B fundamento legal de la actividad realizada por el defensor dentro de la
etapa de averiguac;i6n previa en matéria de fuero común en el cistrito federal, la
encontramos primordialmente en los articulos 134 bis cuarto párrafo y 269 fracci6n
11I, inciso b del C6á1QO de Procedimientos Penales del Dislrito Federal, Y en
materia de fuero federal en lo dispuesto por el artículo 128 fracción 11I inciso b Y IV
del C6á1QO Federal de Procedimientos Penales.

B fundamento de la actividad del defensor en el proceso penal. en materia
de fuero común la encontramos en los artículos 59 tercero y quinto párrafo, 69.
290 primer párrafo, 294, 296 Y417 fracción 11 del C.P.P.O.F. yen el proceso penal
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federal en lo dispuesto por los articulas 86, 87 primero y segundo párrafo, 154
primero y segundo párrafo, 159, 160 Y365 del C.F.P.P.

Facultades del defensor:

1. Otorgar, gratuita y onerosamente asesoría técnica jurldica al inculpado durante
todo el procedimiento penal.
2. Estar presente con el inculpado en todos los actos del procedimiento que se
practiquen.
3. Realizar las promociones y demás medios de defensa, dentro del
procedimiento, que favorezcan al Inculpado.
4. Solicitar, de las autoridades competentes los datos que sean necesarios para la
defensa del inculpado.
5. Aportar, al Ministerio Público y juzgador, los elementos de prueba de que
dispongan para obtener, en su caso, el no ejercicio de la acción penal, así como el
no procesamiento y libertad, provisional o definitiva del inculpado.
6. Interponer los recursos procedentes contra las resoluciones que causen agravio
al inculpado.

Sobre el part icular, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido
el siguiente criterio:

DEFENSA,DERECHO DE.

CoofDrtr16 a 18 bBa:iln IX del 8ItfcuJo 20 constJtuckJn81, en todo
]uk:Iodel otl1en cri1Jila/; ellICU~~ entre otrIJs, 18garsrtla
de que se le oógaen defenu por $1, o porpenona de w conIImlza,
o por ambos, S6gl)n su voIurted. En caso de no tener quien lo
defienda , se le pre--erd 'ste de 1011 deffHIsons de oficio, para
que elija el que le oonvengo; ll1 al quejoso no quiere nombrar
defensor, despu6s de hflbflr sido requerido para haofIr1o, al nmdir
su dfIcI8tación ¡reparstoria, el juez le lIOInbrar6 uno de oficio.
CoofDrtrI6 4 este ptVCfI(1to, el rlnlco callO fin que el JUIR o autoridad
que conozca de la causa, debe nombrar alllCUSfldo, defensor que
/o pfI/Toc/nfI, es cuando se niegue ti hlJOflflo, despuds de ser
requerido para ese ef8cto al rendir su dfIcIaracidn preparatoria;
mas cuan40 el acusado no se niega a nombrar deffHIscrque /o
patrooin8, sino se re_ el dfIrecho de nombt'Ilrlo dentro del
témJino legal, /o cuál no entralla una flflgat1v8 a 0fIr0lI del
nombrIImiento, es Indudable que la autoridad no estA obligada ti
nomIJrW defensor lJ1 quejoso, en /os témllnos del repetido
pnx;epto, Yni8lm siquiera llene 18 facult8d de hBcet1o.

TOMOXXIX, Pág. 1160. MachadoFeDpe J.- 24 dtlJuNo de 1930.

InstlJncH: PrinItIra Sala. Fuente: Samanario Judicial de la
Federac/(¡n, QuIntIJ$octI. TomoXXlX. PfJg. 1160. Tes/sAJslMla.
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Como observamos en la tesis jurisprudencial, el derecho de defensa esta
consagrada en la fracción IX del articulo 20 Constitucional, del cual hablaremos
mas ampliamente en el capitulo cuarto de nuestro trabajo, dicha garantla de
defensa se aplica a todo juicio de orden criminal y tiane la garanHa de que sa la
oiga en defensa, y en caso de no tener quian lo defienda se le presenta una lista
de los defensores de oficio para que elija el que le convenga, si no quisiera
hacerlo el juez lo nombrara .

3.4.5. EL OFENDIDO

Es el sujeto pasivo del delito, titular del bien jurídico protegido por la ley y
generalmente identificado por la ley y generalmente identificado dentro del
procedimiento penal como denunciante o querellante. Es la persona ffsica o moral,
pública o privada, sobra la que recae la lesión al bien jurídico tutelado por la ley.

El Código de Procedim ientos Penales del Distrito Federal, en su articulo
264 párrafo primaro, expresa: "...Se reputara parte ofendida por tener por
satisfecho el requisito de la querella necesaria , a la victima o titular del bian
jurldico lesionado o puesto en peligro por la conducta imputada al indiciado ...".

Mediante reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación, de fecha
21 de septiembre del ano 2000, fue derogado el último párrafo del artículo 20
constitucional que decía: "En todo proceso penal la vfcürna o el ofendido por algún
delito tendrá derecho a recibir asesoría jurídica, a que se le satisfaga la reparación
del daño cuando proceda, a coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le
preste atención médica de urgencia cuando lo requiere y los demás que señalan
las Ieyas", para alladir un apartado B al precepto constitucional que comentamos,
en virtud del cual se hacen constar las garantías individuales que deben de gozar
las vfctimas u ofendidas de algún hecho constitutivo da delito, tal y como se
exprasa a continuaci6n:

"B De la vlcüma o del ofendido:

1. Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que a su favor
establece fa Constitución y, cuando lo solicite, ser informado del desarrollo del
procedimiento penal;

n. Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o
elementos de prueba con los que cuente, tanto en la averiguación previa como en
el proceso, y a que se desahoguen las diligencias correspondientes.

Cuando el Ministerio Público considere que no es necesario el desahogo de
la diligencia, deberá fundar y motivar su negativa.
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111. Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psicológica de
urgencia ;

IV. Que se le repare el daño. En los casos que sea procedente, el Ministerio
Público estaré obligado a solicitar la reparación del dal'io y el juzgador no podrá
absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia
condenatoria.

La ley fijara procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia
de reparación del dal'io.

V. Cuando la víctima o el ofendido del delito sean menores de edad, no
estarán obligados a carearse con el inculpado cuando se trate de los delitos de
violación o secuestro. En estos casos, se llevarán a cabo declaraciones en las
condiciones que establezca la ley; y

VI. Solicitar las medidas y providencias que prevea la ley para su seguridad
y auxilio"

Como podemos advertir, las fracciones que componen el apartado B, del
artículo constitucional que comentamos, vienen a revolucionar la cultura que sobre
los derechos humanos se tenlan, ya que además reflejan la sensibilidad de los
órganos del Estado y de la sociedad frente a los fenómenos de impunidad y a los
efectos del delito sobre la víctima, dando lugar con ello a que ésta tenga mayor
participación en el procedimiento penal con el fin de que sea restituida o
compensada, por la conducta del sujeto activo del delito, as! como a solicitar la
seguridad y el auxilio que se amerite, al haberse elevado a rango constitucional los
derechos mínimos que debe de gozar, por lo que desde luego, ahora es objeto de
la protección de las garantías individuales que en su favor consagra el apartado
del artículo constitucional de referencia.

Esa es la finalidad que persigue la reforma en cuestión, de conformidad con
la iniciativa de reforma de fecha 28 de octubre de 1997, expuesta por la fracción
partamentaria del Partido Revolucionario Institucional, misma que en su parte
medular refiere :

"El Estado Mexicano, atento al desarrollo de la cultura de los derechos
humanos y al interés que diversos sectores de la sociedad han mostrado en la
consolidación y la ampliación de las garantías individuales en materia penal, han
venido perfeccionando los mecanismos por los cuales los particulares encuentren
en la norma jurldica, tutela y proteccIón respecto de los actos de las autoridades
encargadas de la impartición de la justicia.'

"..' Los derechos y objetivos públicos reconocidos en materia procesal
penal, que originalmente se referían sólo a los inculpados, se han ampliado
progresivamente a la víctima u ofendido del delito, tanto en el texto constitucional
federal, como por la legislación secundaria . Esta acción refleja la sensibilidad de
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los órganos del Estado y de la sociedad frente a los fenómenos de impunidad y a
los efectos del delito sobre la víctima, dando lugar a que esta tenga mayor
participación en el procedimiento penal con el fin de ser restituido o compensada."

Las garantías individuales contenidas en este precepto conslilucional se
refieren a los derechos que debe de gozar un individuo sujeto a un procedimiento
penal, desde la imputación del delito, hasta la sentencia correspondiente que
recaiga en el proceso respectivo. Estos derechos pertenecen al inculpado, 105

cuales imponen la obligación a la autoridad judicial de observar y cumplir tales
disposiciones, o cubrir ciertos requisitos legales conforme se desenvuelva el
proceso a que este sujeto la persona sobre quien pesa la pretensión punitiva
estatal.

Creemos de especial importancia hacer la siguiente adaración , en el
sentido de que cuando vertimos la afirmación: las garanUas de seguridad
jurídica pertenecen al inculpado o procesado, nos estamos refiriendo siempre a la
misma persona, independientemente de la denominación que se le dé, esto de
acuerdo a la etapa o fase del proceso penal en que se encuentre el individuo,
como ya lo hemos analizado en capitulas anteriores.

Consideramos que el artículo 20 Constitucional, sea el de más importancia,
en materia penal, toda vez que dentro este se consagran las garantías que se le
otorgan tanto al inculpado como a la victima, para así poder defenderse con
eficacia, respecto de su vida, libertad y patrimonio frente a 105 órganos del Estado;
es por ello que dentro de este articulo y en particular el apartado A, estudiaremos
las diez fracciones que contempla dicho articulo, y la relación existente con el
Código Federal de Procedimientos Penales y el Código de Procedimientos
Penales del Distrito Federal.

Las garantías individuales involucradas en este articulo, 5011 objeto de
formación de los códigos adjetivos en materia penal, es decir, del código federal
de procedimientos penales, así como de 105 distintos códigos penales procesales
locales que reglamentan el artículo 20 constitucional.

Tal y como lo mencionamos en el capitulo 11 de nuestro presente trabajo, en
donde de manera general hablamos de las garanlfas que consagra nuestra Carta
Magna a favor del inculpado y de la victima, ahora nos toca referimos mas
detenidamente de las diversas garantías que prevé el mullicitaclo artículo en el
apartado A, sobre las garantías del inculpado, de las cuales a continuación iremos
analizando cada una de ellas.

De las fracciones, que en Ifneas posteriores analizaremos, se establecen
las garantías individuales a favor del inculpado de un delito, y veremos la
importancia que revisten, ya que existe igualdad entre el indiciado o procesado y
la victima u ofendido de un hecho ilícito en el que ambos intervienen.
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ANALlSIS DE LAS GARANTIAS INDIVIDUALES DEL
INCULPADO CONSAGRADAS EN El ARTíCULO 20

CONSTITUCIONAL INCISO A
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Por lo que compete al tema en cuestión, es trascendente la existencia de
las garantías individuales a favor del inculpado de un hecho ilícito. Pero es más
sustancioso no solo que se encuentren plasmadas en la máxima norma jurídica
del Estado de Mexicano; si no que Iales prerrogativas se apliquen adecuadamente
respecto al inculpado dentro del procedimiento penal.

4.1 DERECHO A LA LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCION (FRACCION 1)

Antes de entrar en estud io de la primera fracción del apartado A del articulo
en comento, es necesario definir que se entiende por caución.

En cuanto a la definición de caución, esta proviene del latín cautlo onem
que significa precaución, cautela , prevención; pero en nuestra materia es un
término exclusivamente forense la cual se otorga con la seguridad de cumplir oon
lo pactado, con lo permitido o lo mandado.

En términos oomunes se denomina también a está forma de libertad, como
libertad bajo fianza, como sinónimo del término de libertad bajo caución, en virtud
de la frecuencia del empleo del término fianza.

'Fianza: (de fiar) este vocablo a su vez procede del latín fldare de fides: fe,
seguridad. Obligación que una persona contrae voluntariamente en beneficio de
olre como seguridad o garantra del cumplimiento de la obligación contraída,
respondiendo por ella y comprometiéndose a cumplir en su defecto. Por extensión:
prenda, dinero, etc., en que se da o deposita para asegurar el cumplimiento de la
obligación o compromiso.·25

Para nuestros tribunales es costumbre llamar caucIón a los depósitos
realizados en dinero en efectivo; en cambio, por fianza se entiende aquella que
otorgan las compañías afianzadoras y otras personas con el mismo objeto.

En la forense jurídica la diferencia entre caución y fianza consiste en que la
primera se otorga mediante el depósito de la cantidad de dinero en efectivo; y la
fianza mediante el pago de una prima a una compañía de las especializadas en
esta materia a fin de que proporcionen la póliza respectiva. Los efados de la
caución y la fianza como podemos observar son igUales.

Gramaticalmente la caución es la garanlia que alguien otorga para dejar a
otro exento de alguna obligación legal, la seguridad que se da para que se cumpla
con lo pactado con lo prometido o oon lo mandado. Y por otro lado le fianza, sea
que se otorgue en efectivo o por tercera persona, es simplemente una de tantas

2S Nuevo dicdonarlo llullrado de la kugua ..pafiola. Ed, Reunidas, Argentina. Buenos Aires, 1941. Pág.
1121.
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maneras de otorgar una caución. De lo antes que con razón se haya dicho que, en
tanto la caución es el genero, la fianza es la especie.

Para Mancilla Ovando: ' La caución es una medida procesal que asegura
suficientemente al juzgador que el inculpado no se sustraerá de la acción de la
justicia., 26

Bajo el nombre de libertad provisoria o libertad bajo caución, se conoce en
el procedimiento a la libertad que con carácter temporal se concede a un detenido
por el tiempo que dure la tramitación del proceso previa la satisfacción de
determinadas condiciones estatuidasen la misma ley.

Para Colfn Sánchez, la libertad bajo caución ' es el derecho otorgado por la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a todo sujeto objeto de un
procesamiento, para que, previa satisfacción de los requisitos especificados por la
ley, pueda obtener el goce de su Iibertad..: 27

En consecuencia, la libertad provisional bajo caución es la garantía a todo
individuo que se encuentra privado de su libertad y a disposición del juez, la cual
podrá ser ejercitada por éste o su legitimo representante, cuya finalidad es la de
gozar de su libertad, la cual tendrá efectos provisionales que durarán hasta el
momento en que la sentencia definitiva cause ejecutoria, garantía que se le
concederá una vez que haya satisfecho los requisitos setlalados en la ley.

Esta garantfa individual se encuentra prevista en el artículo 20
constitucional apartado A, fracciones I del precepto constitucional de referencia, de
la cual a continuaci6n trataremosde hacer una exposici6n pormenorizada:

El texto original de la fracción I del artículo 20 constitucional decia:
'Inmediatamente que lo solIcite (el acusado) será puesto en libertad bajo
fianza hasta de diez mil pesos, según sus circunstancias personales y la
gravedad del delito que se le impute, siempre que dicho delito no merezca
ser castigado con una pena mayor de cinco aftas da prisión y sin mis
requisitos que poner la suma de dinero respectiva a disposición de la
autoridad u otorgar caución hipotecaria o personal bastante para
asegurarla:

De la primera interpretación que se le dio a este precepto constitucional, el
mismo fijaba como limite para la obtención de la libertad una pena máxima de
cinco años. En concordancia, el Código de Procedimientos Penales para el Distrito
Federal de 1931, en su artículo 556, disponra: 'Todo acusado tendrá derecho a

es MANCILLA Ovando, Jorge Alberto. Lb garantlu Indlvlduale- y su. aplicación en el proceto penal.
EstudioConWtucional <lel proceso penal.Cuarta Edici6n.Ed. Porrúa,México, 1992. Pág. 163.
" COLlN Sáncbez, Guillermo. Derecllomellano de procedimientos penales. Décima Edición.Ed . Porrúa,
México , 1986. Pág. 569
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ser puesto en libertad bajo caución, siempre que el máximo de la sanción corporal
correspondiente al delito imputado no exceda de cinco años de prisión... ,28

Posteriormente, por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación
de 2 de diciembre de 1948, se reformó por primera vez la fracción I del artIculo
que nos ocupa, en el cual se estableció el principio de que la libertad procede
siempre que el delito merezca ser castigado con pena cuyo término medio
aritmético no sea mayor de cinco anos de prisión, y elevado el monto de la fianza
o caución a $ 250,000.00 como máximo, salvo que se trate de delitos
patrimoniales, caso en el cual la garentra será, cuando menos, tres veces mayor el
beneficio obtenido o al daño causado.

De esta reforma saltan a la vista dos modificaciones:

a) Aumenta el monto de la caución genérica a $ 250,000.00, reforma que se
justifica por la pérdida del poder adquisitivo de la moneda;

b) Fija una caución especifica para los delitos que representen para su
autor un beneficio económico o causen a la victima un daño patrimonial , caso en
el cual la garantía seria tres veces mayor al beneficio obtenido o al daño
ocasionado.

Tal y como hace el comentario el tratadista zamora, quien manifiesta:
'Ahora bien, los motivos que llevaron al legislador a introducir esta reforma en
nuestra ley suprema fue el deseo de que el monto de la fianza fuera mayor que el
lucro obtenido por el delincuente con su conducta iIIcita, a fin de que el procasado
no pudiera sustraerse de la acción de la justicia.029

Posteriormente, por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación
del 14 de febrero de 1985, se reformó por segunda vez la fracción 1, para quedar
como a continuación se transcribe:

' I, Inmediatamente que lo solicite senl puesto en libertad provisional
bajo caución, que fijará el juzgador, tomado en cuenta sus circunstancias
personales y la gravedad del delito que se le impute, siempre que dicho
delito, incluyendo sus modalidades, merezca ser sancionado con pena cuyo
término medio aritmético no sea mayor de cinco años de prisión, sin mas
requisito que poner la suma de dinero respectiva, a disposición de la
autoridad judicial, u otorgar otra caución bastante para asegurarla, bajo
responsabilidad del juzgador en su aceptación.

'" BURGOA OrihueJa, Ignacio. Lu ganntlu ¡ndhid.I'''. Vigésima Novena Edición. Ed. Porrúa, Méxioo,
1997. Pág.670
29 ZAMORA Pieree, Jesús . GIl2Jlt/u y pl'OttSOperlll. Séptima Edición. Ed. Pomía, México. 2001. Pág.
163
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La caución no excederá de la cantidad equivalente a la percepción
durante dos años del salarlo mlnlmo general vigente en el lugar en que se
cometió el delito. Sin embargo, la Autoridad Judicial, en virtud de la especial
gravedad del delito, las particulares circunstancias personales del imputado
o de la vlctima, mediante resolución motivada, podrá Incrementar el monto
de la caución hasta la cantidad equivalente a la percepción durante cuatro
añoe del salario minimo vigente en el lugar en que se cometió el delito.

Si el delito es Intencional y representa para su autor un beneficio
económico o causa a la Yictlma daño y perjuicio patrimonial, la garantia será
cuando menos tres veces mayor al beneficio obtenido o a los daños y
perjuicios patrimoniales causados.

Si el delito es preterintenclonal o Imprudenclal, bastará que se
garantice la reparación de los daños y perjuicios patrimoniales, y se estará a
lo dispuesto en los dos ~rrafosanteriores."

En primer lugar, se pueden apreciar algunas reformas terminológicas, ya
que tanto el texto original de 1917, como el reformado de 1948, empleaban
indistintamente los términos de fianza y caución, para gozar de los derechos
consignado en las referidasfracciones, como lo es el de la libertad.

Dichos términos eran consignados erróneamente, puesto que si bien es
cierto la fianza es la garantfa más empleada, también lo es que junto con el
depósito en efectivo, la hipoteca y la pranda quedan correctamente englobadas
bajo la denominación genérica de caución libertad bajo caución empleada por el
texto reformado, ya que siguiendo al maestro Rafael de Pina, la caución es la
"seguridad que una persona da a otra de que cumplirá lo pactado, prometido o
fundado. En términos generales, cualquier forma o garantra de las obligaciones.030

En lo concerniente a la autoridad facultada para fijar la caución, que el texto
de 1948 designaba como el Juez, el texto de 1985 la llamó el juzgador, con el fin
de incluir a los tribunales superiores, quienes pueden taner facultades para otorgar
la garantfa.

Por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 3 de
septiembre de 1993, se reformó por tercera ocasión la fracción 1, para quedar
como sigue:

"ArtIculo 20. En todo proceso del orden penal, tendrá el Inculpado las
siguientes garantlas:

1. Inmediatamente que lo solicite, el juez deberi otorgarle la libertad
provisional bajo caución, siempre y cuando se garantice el monto estimado

lO DE PINA, Rafael; DE PINA Vara. RafaeL Dic:donarlo de derecho. Vigésima Sexta Edición. Ed. Pomía,
México. 1998. Pá¡;. 165.
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de la reparación del dafto y de las sanciones pecuniarias que en su caso
pueden Imponerse al inculpado y no 88 trate de delitos en que por su
gravedad la ley expresamente prohiba conceder este beneficio.

El monto y la forma de caución que so fijo debenbt sor asequibles para
el inculpado. En circunstancias que la ley dotennine, la autoridad judicial
podrá disminuir el monto de la caución inicial.

El juez podrá revocar la libertad provisional cuando el procesado
Incumpla en forma grave con cualquiera de las obligaciones que en térmInos
de la ley deriven a su cargo en razón del proceso."

El estudio que hace el Doctor Jesús Zamora Pierce de esta fracción del
articulo 20, constitucional, nos propone a observar y analizar las siguientes
cuestiones: "a} les persones que pueden gozar de la libertad caucional, b} las
cauciones qua deben otorgarse, e} la posibilidad de disminuir el monto de la
caución inicial, y d} la revocación de la Iibertad".31

A} Las personas que pueden gozar de la libertad caucionar:

Todas las personas que se encuentran sujetas a un procaso penal tienen
derecho a gozar de la libertad provisional bajo caución, hecha excepción de
aquellos casos en que la lay expresamente prohibe este beneficio por tratarse de
delitos graves, de acuerdo al decreto publicado en el diario oficial de la federación
de 10 de enero de 1994, que reforma los articulas 194 y 399 del Código Federal
de Procedimientos Penales, y 268 Y 556, respectivamente del Código de
Procedimientos Penales para al Distrito Federal, en los cuales se menciona cuaJes
son los defitos graves que prohiben la libertad provisional bajo caución.

B} Las cauciones que deban otorgarse:

Los articulas 399 del Código Federal de Procedimientos Penales y 556 del
Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, disponen que al
procesado puede otorgar tres tipos de garantras para poder gozar de la libertad
caucionar: una por al monto estimado de la reparación dal dano, (o sea, una
indemnización), otra por las sanciones pecuniarias que, en su caso, puedan
imponérsele y, por último, para el cumplimiento de las obligaciones a su cargo,
que la ley dispone en razón del proceso.

C) La posibilidad de disminuir el monto de la caución inicial:

Las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de
Justicia, al rendir ante la Cámara de Diputados del Congreso do la Unión su
dictamen sobre las dos iniciativas presentados por diversos Diputados Federales
de la LV Legislatura, expresaron que: Se busca conciliar este derecho del

JI Ibidcm. Pág. 167.
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inculpado (a la libertad caucionar) con el interés de la vletima o el ofendido, a que
se le garantice el monto estimado de la reparación del daño,

Sin embrago, en aquellos cesos en que exista un conflicto grave entre dos
intereses, en los términos que señale el legislador, se deberá preferir el de la
libertad de quien no ha sido declarado culpabla, sobre aquel interés que protege a
la víctima, en razón del principio de presunción de inocencia y de preponderancia
de la libertad frente a los bienes tutelados por 105 delitos que alcanzan
genéricamente este beneficio. En todo caso, se deberá pretender afectar lo menos
posible al interés que se sacrifica En este sentido, el juez, en circunstancias que
la propia ley secundaria deberá contemplar, atendiendo al inculpado, tales como
profesión u oficio, nivel educativo, ambiente familiar, posición económica, entre
otros, podrá disminuir el monto de la caución inicial o, en su caso, que por lo
propios acontecimientos que se den dentro del proceso hagan factible tal
disminución.

D) La revocación de la libertad:

El tercer párrafo de la fracción I del artIculo 20 Constitucional , expresa que
el juez podrá revocar la libertad provisional cuando el procesado incumpla en
forma grave con cualquiera de las obligaciones, que para tal efecto dispone la ley,
y que se derive a su cargo en razón del proceso.

Antes de la reforma, la posibilidad de revocar la libertad bajo caución era
reglamentada por los códigos de procedimientos penales, por lo que se piensa
que la reforma en este sentido de la fracción I del artIculo 20 constitucional, en
nada cambia esta situación ya existente por que el solo hecho de mencionar la
revocación de la libertad en la Consütución, hemos cambiado su régimen, dado
que antes de la reforma, si el procesado no se presentaba ante el tribunal que
conocla de su caso los días fijos que se le habían señalado para tal efecto, o bien
cuando se le requería que lo hiciera, si se ausentaba del lugar sin permiso del
tribunal , si comella un nuevo delito o, en fin, si desobedecla, sin causa justa y
comprobada, las ordenes legítimas del tribunal que conocla de su asunto, el juez
le revocaba la libertad, hacía efectiva la caución y ordenaba su reaprehensión .

Ahore bien, cuando el sujeto era reaprehendido y solicitaba nuevamente su
libertad caucional , el juez se le otorgaba de nuevo. El criterio aplicado, aún cuando
nunca ha fonnulado expresamente por el legislador, parecía ser que la revocación
no estaba consagrada en la Constitución sino, únicamente, en los códigos
procesales y que, en consecuencia, sancionado el procesado con al pérdida de la
caución, recuperaba rntegramente el goce de una garantfa que la Constitución no
limitaba. Ahora, cuando la revocación encuentra cabida directamente en el texto
constitucional , pudiera cambiar ese criterio , y pudieran las revocaciones adquirir
carácter definitivo.

Por otro lado, conviene hacer mención a la libertad bajo protesta , ya que fue
la primera forma procesal de ampliar la garentía de libertad bajo caución . En este
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entendido, es un derecho a los procesados por los cóligos de procedimíentDs
penales (código federal de procedimientos penales, artlculos 418 a 421, inclusive;
código de procecimientos penales para el distrito federal , articulos 552 a 555,
inclusive) que les permite lograr su libertad por medio de una garantla de carácter
moral a través de empenar la palabra de honOl" de no fugarse.

De lo anterior se concluye que para obtener la li>ertad bajo palabra, es
menester que concurran determinados requisitos que la ley cispone para tal
efecto. como son: que se trate de delitos cuya pena máxima no exceda de tres
años de prisi6n, pero, tratándose de personas de escasos recursos, el juez poctá
conceder este benefiáo cuando la pena privativa de la li>ertad no exceda de
cuatro anos; que e! inculpado no haya sido condenado por delito intenáonaI; que
éste tenga domicilio fijo y conocido en el lugar donde se sigue o deba seguirse el
proceso, o dentro de la jurisdicci6n del lrilunal respectivo; que la residencia del
inculpado en dicho lugar sea de un ano cuando menos; que el inculpado tenga
profesión, oficio , ocupación o medio honesto de viví"; que a juicio de la autoridad
que la conceda no haya temor de que el inculpado se sustraiga a la acción de la
justicia; Y que proteste presentarse ante e! tmunal o juez que conozca de su
causa siempre que se ordene. Ambos códigos senalan que procede también la
lhertad preparatoria, aún sin haberse satisfecho los requisitos anlelionnente
desailos, cuando habiéndose pronunciado sentencia condenatoria en primefa
instancia. la cumpla Integramente el acusado, y esté pendiente de resolverse el
rectI'SO de apelación (articulo 419 del e6cigo federal de procedimientos penales y
arUctdo 555 fracci6n 11 del c6cf1gO de procedimientos penales para el distrio
federal).

POI" último, en el procedimiento del fuero común, procederá también la
libertad preparatoria cuando la prisi6n preventiva se hubiere prolongado por un
tiempo igual al que fije la ley al delito que hWiere dado lugar al proceso (artictdo
555 fracción 1,del c6cf1gO de procedimientos penales para el álStrito federal. que se
refiere a la~ estableáda en la fracáón X, párrafo segundo, del apartado A.
del articulo 20 Constitucional).

Otro tipo de ibertad que conviene tratar es la relaliva a la Damada "1iJer1ad
previa o administrativa". En ese orden de ídeas, el articulo 135 de! código federal
de procedimierms penales faculta al Ministerio PúbfICO para que disponga de la
li>ertad del inculpado, en los supuestos y cumpfiendo con los requisitos que el
mismo precepto dispone para e! otorgamiento de la li>er1ad bajo cauci6n por lo
jueces. Ahora bien, tratándose de delitos cometidos en tránsito de vehlculos, no se
concederá este beneficio al inculpado que hlbiese incurrido en el delito de
abandono de personas o que se encuentre en estado de ebriedad o bajo el influjo
de ~facientes, psicotrópicos o de cualquier otra sustancia que produzca
efectos perecidos.

POI" dea"eto publicado en el diario oficial de la federación de 30 de
diciembre de 1991. se reformaron los artlculos 404 del código federal de
procedimientos penales y 562 del código de procedimientos penales para el
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distrito federal, para establecer que, cuando la caución otorgada para garantizar la
libertad consista en depósito en efectivo, y el inculpado no tenga recursos
económicos suficientes para efectuarlo en una sola exhibición, el juez podrá
autorizarlo para que lo efectúe en parcialidades, cumpliendo con los siguientes
requisitos: l. Que el inculpado tenga, cuando menos, un año de residir en forma
efectiva en el lugar en que se le siga el proceso, y demuestre estar
desempeñando empleo, profesión u ocupación licitos que le provean medios de
subsistencia ; 11. Que el inculpado tenga fiador personal que, a juicio del juez, sea
solvente e idóneo y dicho fiador proteste hacerse cargo de las exhibiciones no
efectuadas por el inculpado. El juez podrá eximir de esta obligación, para lo cual
deberá de motivar su resolución ; 111 . El monto de la primera exhibición no podrá
ser inferior al quince por ciento del monto total de la caución fijada, y deberá
efectuarse antes de que se obtenga la libertad provisional; y IV. El inculpado
deberá obligarse a efectuar las exhibiciones por los montos y en los plazos que le
fije el juez.

Por decreto publicado en el diario oficial de la federación de 10 de enero de
1994, se agregó al código federal de procedimientos penales un articulo 135 Bis,
que expresa: Se concederá al inculpado la libertad sin caución alguna, por el
Ministerio Público, o por el Juez, cuando el término medio aritmético de la pena de
pris ión no exceda de tres años, siempre que: 1. No exista riesgo fundado de que
pueda sustraerse a la acción de la justicia; 11. Tenga domicilio fijo con antelación
no menor de un año, en el lugar de la residencia de la autoridad que conozca del
caso; 111. Tenga un trabajo licito ; y IV. Que el inculpado no haya sido condenado
por delito intenciona l. La presente disposición no será aplicable cuando se trate de
los delitos graves señalados por este Código.

Por decreto publicado en el diario oficial de la federación de 3 de julio de
1996 se reformó nuevamente la fracción I del articulo oonstitucional en comento,
para quedar como sigue:

"l. Inmediatamente que los solicite, el juez deberá otorgarte la libertad
provisional bajo caución, siempre y cuando no se trate de delitos en que, por
su gravedad, la ley expresamente prohiba conceder este beneficio. En caso
de delitos no graves, a solicitud del Ministerio Público, el juez podrá negar la
libertad provisional, cuando el inculpado haya sido condenado con
anterioridad, por algún delito calificado como grave por la ley o, cuando el
Ministerio Público aporte elementos al juez para establecer que la libertad
del inculpado representa, por su conducta precedente o por las
circunstancias y caracteristicas del delito cometido un riego para el ofendido
o para la sociedad.

El monto y la forma de caución que se fije deberán ser asequibles para
el Inculpado. En circunstancias que la ley determine la autoridad judicial
podrá modificar el monto de la caución. Para resolver sobre la forma y el
monto de la caución, el juez deberá tomar en cuenta la naturaleza,
modalidades y circunstancias del delito; las caracteristicas del Inculpado y
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la posibilidad de cumplimiento de las obIigac:iones prccesalles a su caIgO;
los daAos Y pelÍuicios causados al ofendido; asl como la sanción pecuniaria
que, en su caso, pueda imponerse al inculpado.

La ley cIeCenninará los casos graves en los cuales el juez podrá
revocar la libertad provisional.'

Podemos apreciar que la finalidad de esla disposición constitucional, radica
esencialmente, en los sujetos reincidentes y en la conduda delictiva que
presentan pennanentemente. Sobre el monto y la forma de caución, la disposición
constitucional sugiere que deben ser factibles para el inculpado; de acuerdo a las
~ncias la autoridad judicial podrn modificar el monto de la cauci6n, y para
resolver sobre la foona y el monto de la caución, el juzgador deberá considerar la
natlM'aleza, modalidades y circunstancias en que se desarrolló el delito, además
de las caracterlsticas del inculpado, la posibilidad del cumplimiento de las
obligaciones procesales, los danos y perjuicios del ofendido, asi como de la
sanciÓll pecuniaria que pudiese imponerse al inculpado. De todas las
espec:ificac:iones que establece la propuesta conslibJcionaI, la ley establecerá los
casos graves, en los cuales el juez, estará facullado para revocar la liIJertad
provisional del ~ado.

Ahora bien, por decreto publicado en el ál8rio oficial de la federac:i6n de
fecha 21 de septiembre del ano 2000, se reformó el artk:IJo constiucionaI en
comento. En el mismo se hace referencia no solo a los derechos que debe de
gozar el~do en el proceso penal mexicano, sino además a los dered10s que
le son inherentes a la vlctima o al ofenáldo del delito.

Como ya lo comentamos, para c:umpIircon tal fin, e1legís1ador ha tenido a
bien dividir en apar1ados, tanto las garantfas del inculpado, mismas que las BfJUPB
en el apartado A:, el cual se compone de diez fracciones; asi corno los derechos de
la vlctima o del ofenáldo del delito, los cuales se contienen en el apartado B de
cicho precepto el cual se integra de seis fracciones.

En tal tesitura, el primer párrafo del artIculo constiIucional a que se ha
venido haciendo referencia álsl"me:

"En todo proceso del orden penal, el inc:ulpado, la ridílha o el
ofendido, tendrán las siguientes garantias:

A. Del inc:ulpado:....

Ahora bien, como podemos eslar en aptitud de apreciar, derivado de la
última reforma al precepto conslilucional en comento, las fracciones que
compooen el apartado A, no sufrieron cambios sustanciales, salvo la cuarta y
décima, y en virtud de haber analizado la fracción I del articulo constitucional de
referencia, iremos analizando cada una de las sWsec:uentes.
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Ahora bien, sobre el particular, la corte ha emitido los criterios siguientes:

UBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN. T1ENE EFECTOS
ONlCAMENTEDURANTELA TRAM"ACIÓN DEL PROCESO.

De le interpretación de los ertlculos 20, epartado A, frnccidn 1, de le
COfIstitucJ(m Polftica de los Estados Unidos Mexicenos y 412,
fr8cción VI, del Código Federaf de Procedimientos Peneies, se
COlige que fa liberted provislonel bejo ceuc/6n pueda ser soficltllda
desde elmot/l(J/1to en que una per$onB es detMlda (Jet 18 posible
comisión de un /Ifcito y tiene efectos durante fe tramitación del
proceso, entendiéndose que une vaz que ceuse ejecutorie le
sentencie, deja de tener vlgencle el cJIedo beneficio, sin que sea
vdl/(J() sostener que lJ/ mismo pueda p«JII'O{J8tSe COtl post(J(iorid8d
e /el evento.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO
CIRCUITO.

XV.20.14P

Amparo en revfsKln 95'2002. 30 de abril de 2002. Unanimidad de
votas. Ponente: Greclele M. Lenc18 Duron. secreterfo: Fnmcisco
DomfTJQU9z casteló.

Imtancla: Tribunales ColegIados de CIrcuito. HHInte: Semanario
Judfcfal de 18 FedefaCión Ysu Gaceta, Novana$oca. Tomo XVI,
septiembre de 2002. Pág. 1394. Tes15 Aislada.

La tesis antes citada, menciona que la caución tiene efectos únicamente
durante el tiempo que dure la tramitación del proceso, ya que esta puede ser
solicitada desde el momento que una persona es detenida por la posible comisión
de un delito, entendiendo que una vez que causa ejecutoria la sentencia deja de
tener vigencia el citado beneficio.

UBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUClON. PROCEDENCIA DE
LA.

Del texto ele los srtIcuIos 20 constitucional frnccidn I Y 324 del
Cddigo de ProcecfImIentos Penales para el Estado de Veraauz, le
1/bert8d fIIOvFSIónlJ/ Mjo cauCiótl SólO Sé pueda SOIICltaf y tJto(p8I"
durante el curso del procedimiento sea en primera o segunda
instencles, esto es, entes elel dictado de le sentencl8, y si el
quejoso soOcJI6 ese beneficio al Trtbunal de alzada por haber
8{Jé18dtJ de 18 setltfJtl(;ia de pt/ttler' {¡(8dtJ, es C/lJIO que al tl8bet'Se
resueltoel recurso no procede dicho beneficio.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MA TERIA PENAL DEL SEPT7MO
CIRCUITO.
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VI/.P.19P

Amparo en rellisi6n 1841l15. Jorpe Ameca Colorado. 15 de junio de
1995. Unanimidad de votos. Ponente: José Pérez Tronooso.
Secretario: JoSéLuis RtJféillCllrlOMMlnez.

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario
Jud1cIaJ de la Federacl6n y su Gaceta, Novena Época. Tomo 1/,
Agosto de 1995. Pág. 553. Tesis Alstada.

La tesis jurisprudencia/, citada anterionnente delimita los tiempos en que
puede solicitarse la libertad provisional bajo caución, y esta solo se puede solicitar
y otorgar durante el curso del procedimiento, sea en primera o segunda instancia,
esto es antes de dictarse sentencia.

UBERTAD PROVISIONAL, INTERPRETAClON DE LA
FRACClON I DEL ARnCULO 20 CONSTITUCIONAL AL
RESOLVER SOBRE LA PalC10N DE. (EXPOSIClON DE
M011\lOS DE LA REFORMA).

El! tJtMCiótl ti /IJ!l tllfOmlll!l !lufttdtJs por el M/CUIO 20 (/e la
ConstttucI6n Genere! de la Repáblica, se obliga el juzgador paro
que al resolver sobre la petk;i6n de la Iíbetfad provisional~
caucl6n de todo procesado, considere paro su otorgamiento o
/lb{¡iItiviI, /IJ!l~s en que hCu'rI6 el oomtlltlt' el CleIitO; en
efeCto, hay que entender que en la expo!llcl6n de motivos para la
refonna aludida, se expntSB la voIunted del IegislBdor en la que
Impusoal juzgador la ob1lgacl6n de que, pararesolver $/ proceClfa o
no 001 rcedel la libertad provisional bajo caución, habla que atender
"a las modalidades" en que se presente el "fclto, esto es, a las
calificativas lJCIJ8CIdas en su comisión y que debert§n ser tomadas
de las constanefasprocesaleS; y, fue prectsamente esto, /o que se
desptende hizo la autoriClad responsable en su acuerrlo de fecha
dos de ClícIembre de m" novecientos ochenla y siete, al negaral
procesado la hbettad provisional bajo cauci6n solicitada; /o que
desde luego no slgn1fica que decida sobre la responsabilidad y
calificativa del delito imputado 81 quejoso, pues esto no será sino
hasta af resolver en definitiva, en base a las pruebas que se
aporl8f'Oll durante el sumario cuando el juez del conocimiento falle
con tuncfamento en aquéllas el gado da re$ponsabUldad en que
iiICrItI6el it'lCulpédo.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MA TERIA PENAL DEL TERCER
CIRCUITO.

Amparo en revisión 91188. José Gonzdlez Ortega. 3 de mayo de
1988. UlltJIlilllidtJd de vOIM. POlltJIlte: LUCi<l Uta MMlnez.
5ealttar1o: Miguel Angel AJvarado Servfn.

Amparo en rellisión 250186. José Jer6n1mo Manuel Banales P/lmJg8
como defensor particular de José Manuel Contreras Urlbe. 13 de
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mayo da 19815. Unanimidad da \lOtos. Ponente: Lucio /ja Martlnez.
Seaetario: Miguel AngelAJvarado 5arvln.

InstancIa: Trlbun8fas COlagiados da CltT:uifo. Fuente: Semanario
Judicial da fa FedaracI6n, octava Época. Tomo I Segunda Parte-1,
Enero a Junio de 1988. Pég. 397. TesIs Aislada.

La presente tesis, atiende a las modalidades de acuerdo a las reformas
sufridas a la Constitución General de la República, en las cuales debe de
otorgarse la Ubertad bajo caución, es decir atender a las modalidades en que se
presento el ilícito, atendiendo a las calificativas emitidas en su comisión y -que
deben ser tomadas en constanciasprocesales.

UBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUClON. FUAClON y
MONTO DE LA GARANTlA.

El capitulo 1, 5accI6n PrImera, dal mulo ~clmo Prfmero, del
Código da Procedimientos PeneJes para el Estado da Venrauz,
reglamenta la hbertad prolJlslonal bajo caucl6n, que todo Inculpado
sujeto a prDCttso~ disfnJter de confonnidad con /o dispuesto
porla /ta(;(;/6n I dal artIculo 20 constitucional. En dlcfJo capitulo se
establecen fas fTes fDmlas en que puede olorgets6 18 caucidn y
que son: a) Dep6slto enefectfvo (artfculo 329); b) fianza (artIculas
331, 332 Yotros); y, c) hipoteca de bienes ralees (artfcuIo 330). En
cuanto 8f monto de la cauci6n, el artIculo 327 del ordenamiento
estable08 que se fij8fá por el lr1bunal, debiendo tomar en
conslder8cfóll, entre otros requlsltos, el citadoen la fraccl6n V. que
~ teflele iJ fa nlltrJt8fbZ/Jde la (}iJftJfltliJqUiJse OfreOit. Lb ButotIdBd
que otorga el beneficio de fa libertad prolJlsJonal bajo cauci6n,
nonnaJmente seflaIa ünicBmente 18cantidad que debe exhibltse en
etec1ivo, pero omite precisar la cantJdad a otorgar en fianza o en
hipotec8; fa ftl/tB de seflalBmietltO de CtlIltIdiJd B ototrJBt en fianZiJ,
debe subsanarw dando cumplimiento al artIculo 38 de la Ley
FederBJ de Instituciones de Fianzas, que establece que no podrá
fCarse mayor Importe para tal garantla que otorguen las
iIIstituciones de tianzBs, que BI se,'lBIBdO para BI depósito en
erecttvo u otnls lbImas de g8lBntla; en cuanto a fa omisión de
precisar el monto de la cartidad B otorgar en hipoteca, se acMarte
que en el CódigO Procesal Penal da Veracroz no existe un
precepto análogo al 38 de le Ley Federal de Instituciones de
Fianzas; en tal virtud, en cumplimiento da la I'TaccJón V del artIculo
327 del Código citado, que obHgs~ 'lomar en oonsJderaci6n la
naturaleza de la garantla que se ol'Tazca, el órgano Jurlsdicdonal
debe seflalar el monto de la caucl6n en bienes raloes para
garanttzar la libertad provisional bajo fianza , que puede ser distinto
del que haya fijado en depósito en efectivo, pero tomando en
cons/def'll(;fOO, al momento en que se le exhiba la hipoteca, que el
inmueble no debe tener ningún gravamen y su valor fiscal será,
cuando menos, de tres IIllC8S el monto da la suma fijada como
caución, como /o estsblece BI BIt/culo 330 del mu/ticitado Código
Procesal.
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TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEPTIMO CIRCUITO .

Amparo en revisión 1465n6. Lucio 5erpIo Flores Andrede. 19 de abrtl
de 1979. Unanimidad de IIOtos. PonfInte: Humberto Román
Palacios

Qooja 1617n6. Guedalu{Jb SdIlTlIt M8tus. 2S de tJMI de 1979.
Unanimidadde IIOtoS. Ponente: Armando MeldonacJo Clsneros

Amparo en revisión 1647n8. Jaime Luis Gameros Gercia y
coegraviecJos. 9 de mayo de 1979. Unanimidadde IIOtos. Ponente:
Armando Ma/donacJo CiSnerDS.

InstancIa: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario
JlJdic/a1 de la Federacl6n, ~ptima Época . Volumen 121-126 Sexta
Parte. Pág. 116. TesIs AIslada.

Como lo cita la tesis jurisprudencial, la cual describe la forma en que se fija
el monto de la garantía, la cual normalmente señala únicamente la cantidad que
debe exhibirse en efectivo, y a falta de señalamiento de cantidad a otorgar en
fianza debe subsanarse dando cumplimiento a la Ley Federal de Instituciones de
Fianza.

UBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUClON. EXPOStClON DE
M077VOS DE LA REFORMA A LA FRACClON I DEL AlUfcULO
20 CONST7TVCIONAL SU INTERPRETAClON.

It'Ide{Jbtldl8t'lttlfl'l de /0$ dlWrSOs sistttmas Pbf8 Intet'pre/8C/ón
de 18 ley, que se clasifican porsu exigen, en auténtico, doctrinarloy
judicial, siendo el pr1mero de ellos, el que tiene prlorldad sobre los
dos restantes, por¡xovenJrde ¡xoplo 6rgano legislativo, puesto que
/()s (/OS liIIImOS se dejan pero /Os estudiosos del defeC1IO y pero/Os
tribunales eTlC8tp8cJos de su aptlcaci6n, respectivamente, es por
ello que, en forma atinada el juez de los autos y el a quo, se
emitieron a /o establecido por la fraccfón I del artIculo 20
()()(¡1ititucfOnJJI reformada, pero reOfJf como /O hiciefOll pues, en
efecto, en 18 exposict6n de motivos pero tal reforma, se expresa la
volunted del legisl-:Jor en la que impone 8ljlfZgedor la obligación
de que, pero resolver si ¡xocede o no conoodfN la libertad
provisional bejo caucl6n, es necosario atender a les modalidadas
que presente el 1111;1(0, esto es, las calltic8tlvas que deberán ser
tomadas de las const8nc;asprocesales.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL TERCER
CIRCUITO.

Amparo en revisión 25a086. Jo~ Manuel Contreres lJrIbe. 13 de
octubre de 1966. Unanimidad de IIOtOS. Ponente: Lucfo Lira
MBrtlnez.
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Instancia: Tribunales Co/eglados de Circuito. Fuente: 5emanerfo
Judicial de la Fe<Jeraci(¡n, Séptima Época. Volumen 205-216 Sexta
Parte. Pllg. 294. Tesis Aislada.

La tesis antes citada, nos habla acerca que de independientemente de los
diversos sistemas para interpretaciónde la ley, que se dasifican por su origen, en
auténtico, doctrinario y judicial, siendo el primero el que tiene prioridad por
provenir de propio órgano legislativo, es por ello que en forma atinada el juez y el
a qua, se emitieron a lo establecido por la fracción I del articulo 20 constitucional
reformada, para fallar como lo hicieron, ya que en la exposición de motivos para
tal retorma, se expresa la voluntad del legislador en la que impone al juzgador la
obligación de que, para resolver si procede o no conceder la libertad provisional
bajo caución, es necesario atendera las modalidades que presente el ilicito.

UBERTAD CAUClONAL

El articulo 20 constitucional consigtl8 como una garanffaIndividual
para toda persona sujete e procedimiento aimkJaI, el que
lnme<fI8Iamente que dicha persotl8 /o solicfte, sea puesta en
lJberted provisional bajO caución, cuando se lrlW de 111 delito cuya
penamediano sea mayor de cinco allos de prisión: y sin tener que
sulJstencierse incidente alguno.

901

Quinta Época:

Queja 110118. Agular fM/ar Jos!! . 17 de mayo de 1918. UnanImidad
de once votos.

Tomo lIl, Pág. 1318. Queja. Esteves Demetrio. 19 de diciembre de
1918. UnaniltlJded de diez votos .

Queje 42/18. Esqulvel Vda. de Sllnchez Hertinda. 2 de enero de
1919. UnanJmJdad de diez votos.

Amparo en revisión 117118. segura 5llverio. 13 de febrero de 1919.
unenimided de diez votos.

Tomo 111, Pág. 1231. Rodr1guez JoSé Angel. 21 de febrero de 1919.
SeIs votos.

Instancie: Pleno. Fuente: Apéndice de 1995, Quinta Época. Tomo
If, Parte HO. Pág. 572. Tesis de Jurisprudencia.

La jurisprudencia que acabamos de citar, menciona que la libertad
caucional esta consagrada en el articulo 20 constitucional como una garanUa
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individual para toda persona sujeta a procedimiento criminal . el que
inmediatamente que dicha persona lo solicite, sea puesta en libertad provisional
bajo caución , cuando se trate de un delito cuya pena media no sea mayor de cinco
años de prisión.

4.2. DERECHO A NO SER OBLIGADO A DECLARAR (FRACCION 11)

Empezaremos por hablar de la fracción 11, que a la letra dispone: ' 11. No
podrá ser obligado a declarar. Queda prohibida y será sancionada por la ley
penal, toda incomunicación. intimidación o tortura. La confesión rendida
ante cualquier autoridad distinta del Ministerio Público o del juez o ante
estos sin la asistencia de si defensor carecerá do todo valor probatorio."

Durante mucho tiempo, se consideró a la confesión como la reina de las
pruebas, más aún cuando los fiscales encontraron que la forma mas eficaz y
expedita para obtener la confesión del acusado consistía en someterlo a tormento,
para lo cual desarrollaron los métodos mas eficaces de tortura.

En esta materia, nuestra constitución se encuentra a la altura de las más
avanzadas del mundo. La garantía que otorga prohibe no sólo tormento, sino
también la incomunicación y, genéricamente, cualquier otro medio que tienda a
compeler a una persona a declarar en su contra.

Por tanto, cuando un inculpado expresa su voluntad de declarar, no puede
obligársele que rinda protesta de decir verdad, ni tampoco, sí falta a ella, podrá
imputársele delito de falsedad en declaraciones, pues en ambos casos se le
estaríacoaccionado para que declarase en su contra. Además, debemos entender
que la garantía protege tanto al inculpado que declara ante el Ministerio Público,
ante la Polieja Judicial o ante cualqllier autoridad, como al procesado que lo hace
ante tribunales .

Sobre el particular, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido
el siguiente criterio :

DECLARACiÓN DEL ACUSADO. NO PUEDE SER
COMPEUDO A DEClARAR EN SU CONTRA. LB fnJcción 11 del
Brt/cu/o 20 constftucionBl establece que el acusado no puede ser
compelidoa dec/arer en su contnJ, por /o cual queda prohibida toda
Incomunlc8clón o cualquier otro medio que tienda a aquel objeto.
En acotamiento a este preoepro, al indiciado no se le puede exigir
que declare bB/O protesta y esta ventaja es apl1cable al caso en
que se le examine en la averiguación pre1lta, toda II'8Z que el
prfJC/1{Xo constitucional no establece nlngOn distingo. As/ es que si
desde su primera declaración incurre el acusado en mentira, no
Incurre en el delito de falsedad de declaraciones Judiciales ni en
informes falsos dados a une eutoridad, pues de /o conInItio se le
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compelerfa a rJecfarar en su contra, con Infracción del citado
precé(JtO constituCiOnl1/. Amp. Oif. J057\58, InfOnlle 1959, Primera
Sa/8, pAginaJO.

Asi es que, si cualquier autoridad presionare a una persona para que se
declare culpable de un delito, contrariando al referido precepto constitucional, la
confesión así obtenida será nula, seria violatoria de garantías, por lo que queda
prohibida toda incomunicación o cualquier otro medio que tienda a aquel objeto,
como lo citamos anterionnente en la tesis jurisprudencial.

En concordancia, la Ley de Amparo en su articulo 160, fracción XIV,
dispone: "en los juicios del orden penal se considerarán violadas las leyes del
procedimiento, de manera que su infracción afecte a las defensas del
quejoso, cuando la sentencia se funde en la confesión del inculpado, si
estuvo Incomunicado antes de otorgarla, o si se obtuvo su declaración por
medio de amenazas o de cualquier otra coacción."

Ahora bien, para asegurar al inculpado la posibilidad de declarar libremente,
el constituyente creo la figura de la declaración preparatoria, y la rodearon de una
serie de garantias: dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su
consignación a la justicia, se le hará saber al inculpado el nombre de su acusador
y la naturaleza y causa de la acusación, a fin de que conozca el hecho punible que
se le atribuye y pueda contestar el cargo, rindiendo en ese acto su declaración
preparatoria; ello acontecer~ en audiencia pública, en presencia del juez que
conozca de la causa y del defensor del inculpado (fracciones 111 y IX del articulo en
comento apartado A).

Pero cabe la posibilidad que antes de rendir su declaración preparatoria, el
inculpado podía haber emitido otra ante el Ministerio Público, o ante la Policía
Judicial, sin que en ese caso se observaran ninguna de las normas destinadas a
garantizar la libertad de la confesión. Dicho lo anterior surge la siguiente
interrogante ¿a cuál de todas deberá olorgársele valor probatorio pleno?

Para resolver esta situación, tanto el legislador ordinario como el más alto
tribunal de la Nación, concluyen que, en presencia de dos declaraciones
contradictorias, debería atenderse a la rendida en la averiguación previa, con
preferencia a la declaración preparatoria.

El Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en su articulo
286, otorga valor probatorio pleno a las diligencias practicadas por el Ministerio
Público y por la Policia Judicial, cuando dispone: "Las diligencias practicadas
por el Ministerio Público y por la policra judicial tendrán valor probatorio
pleno siempre que se ajuste a las reglas relativas de este Código."

Por Decreto publicado en el diario oficial de la federación de 3 de
septiembre de 1993, se reformó la fracción 11, del articulo constitucional en
comento para quedar como lo hemos señalado al iniciar estas lineas. En tanto que

;-:'STA TESIS NO SAU
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el texto anterior afirmaba que el procesado no podla ser compelido a declarar en
su contra, el texto vigente dispone que no podrá ser obligado a declarar, sin
extenderse en más aclaraciones respecto al sentido de la declaración.

El texto reformado incluye una disposición de gran importancia, y es la
relativa a que: "La confesión rendida ante cualquier autoridad distinta del
Ministerio Pübllco o del juez, o ante éstos sin la asistencia de su defensor,
carecerá de todo valor probatorio. ' Esta es la parte más importante de la
reforma a esta fracción. Se priva de valor probatorio a toda confesión, con
excepción de aquella rendida ante el Ministerio Público o el Juez, y aún ésta solo
tendrá valor si el declarante estuvo aislado de su defensor. Se emplea, así, la
garantía de defensa para hacer efectiva la garantía de no autoincriminarse, así el
defensor en su calidad de testigo de calidad, asistiendo la declaración del
inculpado, asegura que ésta no sea coaccionada, permite que el declarante se
manifieste con libertad, o bien, que ejerza su derecho a guardar silencio.

El más alto tribunal de la nación, sobre este tema ha emitido las siguientes
consideraciones:

CONFESiÓN Del ACUSADO. Para que produzca los
efectos de prueba plena, es necesarto que se haga acerca de un
hecho propio reconociéndolo y aceplAndolo, y que esté
comprobada la existenciadel delito.

Pégs.

Tomo 1.- Loaeza, Arsenlo ••• •••••••••.•••••••••••••••••••••••••••• 784
tomo 111.- Lemus Francisco •.. .•••.. .•.... .•..•. 106
Tomo IV.-A1geftal. Manuel ............................................... 961
Tomo VI.- Suárez, Francisco 203

Vlvanclo de H. carlos 1043

Jurisprudencia 253, compilación de fallos de 1917 a 1957
(Apéndiceal tomo CXVIII), Pág. 491.

Es necesario que para que surta prueba plena como confesión por el
acusado, es necesario que se den c~rtos requisitos: que se haga acerca de un
hecho propio reconociértdoloy aceptándolo, y que esté comprobada la existencia
del delito, tal como lo redada la jurisprudencia antes citada.

CONFESiÓN DEL REO. SI la confesión calltlcada del reo
no esta contradicha por prueba alguna o por presunclonesque la
hagan inveroslmil,debe de ser aceptadaen su Integridad.

Págs.

Tomo VI.- Huerta,Enrique 259
Tomo XV.- Al1eaga, Patrtclo 954
Tomo XVI.- Torres,EriHlio 286

RlvasGarda, Jesús -«4
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Tomo XXVI.- Mendoza, Juan 2501

Jur1spr1dencia No. 254, Apéndice al lomo CXVIII , Pág. 493.

En la jurisprudencia anterior, nos cita que si en una confesión hecha por un
reo no esta contradicha por prueba alguna o por algunas presunciones que la
hagan improbable, debe ser aceptada en su integridad.

CONFESiÓN. Ha de ser sobre hechos propios del
absolvente. Uno de los requísncs debe llenar la confesión. expresa
o fida. para que haga prueba plena. es que se refiera a hechos
propios del absolvente.

Amparo directo 27891195211'· Odelte Nelzer. 5 votos. Tomo CXVI,
Página 489

Amparo directo 661811951 -1;01100110 Buuron Picaza. Unanimidad
de" votos.

Suplemento 1958. Pág 137.

Amparo dlredo 625311998- César Navarl. Unanlmldad de 4 votos.
Vol. XXXII,

Pág. 130.

Amparo directo 672911958 - José Sel'lllno Ortiz. Unanimidad de ..
votos, Vol.

XXXII, Pág 131.

Amparo directo 767511961 - Fernando Ortlz Trlnker, 5 votos, Vol.
LXVII, Pág. 49.

Jurisprudencia 118 (sexta Época), Pág. 365. Sección Prlmera,
Volumen 3" Sala. Apéndice de Jurisprudencia de 1917 a 1965.

Esta tesis jurisprudencial, sobre la confesión nos pone de manifiesto que
esta debe ser sobre hechos propios del absolvente, ya que uno de los requisitos
que debe llenar la confesión, expresa o 'fida, para que haga prueba plena, es que
se refiera a hechos propios del absolvente.

Esta garantía como ya vimos, protege la integridad física del procesado, y
que dentro de la práctica penal se aplica de la siguiente fonna:

A partir de que el inculpado es puesto a disposición del juez instructor, este
cuenta con el término de cuarenta y ocho horas para recabar su declaración
preparatoria, antes de que se practique esta diligencia, el inculpado no podrá
comunicarse con persona alguna, sino es hasta después de esta.
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Dentro de la diligencia de la declaración preparatoria del inculpado, el
juzgador siempre le hace saber el beneficio que le otorga la fracción 11 del articulo
20 Constitucional, de la siguienteforma:

.... EI articulo 20 Constitucional, fracción JI, le concede a usted el
beneficio de contestar o no a las preguntas que le pudieran fonnular las
partes, es decir, bien sea que conteste o no a las preguntas que le fonnule el
Ministerio Público, que es la parte que representa los intereses de la persona
que lo acusa, o bien que conteste o no a las preguntas que le pudiere
fonnular su defensor, que es la persona que lo defiende y representa sus
Intereses, o bien sea que conteste a ambos o a ninguno.....

Como podemos observar, el inculpado queda en la más amplia y absoluta
libertad de contestar al interrogatorio que le pudiere formular las partes, o bien
puede reservarse ese derecho que la propia Constitución le otorga.

Por lo que respecta a la incomunicación que señala nuestra Constitución,
propiamente no se vulnera en la práctica penal, en virtud de que una vez que el
inculpado se encuentra a disposición del juez, en el interior del reclusorio
preventivo correspondiente, el inculpado se comunica con sus familiares o con sus
abogados, aunque una vez que es puesto tras la rejilla de prácticas del juzgado
para efectos de proceder a tomarte su declaración preparatoria, es hasta después
de esta que se Je permitecomunicarse con sus familiares o defensor, práctica que
acertadamente se realiza, ya que consideramos que de no ser asl, la declaración
del inculpado estarla viciada, es decir prefabricada, entorpeciendode esta manera
la secuela procesal y evitarla que se llegue a la verdad histórica de los hechos y
por ende aplicar una verdaderajusticia.

4.3. DERECHO A SABER EL NOMBRE DE SU ACUSADOR Y LA
NATURALEZA Y CAUSA DE SU ACUSACIÓN (FRACCIÓN11I)

Siguiendo con el orden consecutivo de las fracciones del apartado A del
articulo 20 Constitucional, enSéguida analizaremos la fracción 11I, la que al efecto
dispone:

"Se hará saber (al inculpado) en audiencia pública y dentro de las cuarenta y
ocho horas siguientes a su consignación a la justicia, el nombre de su
acusador y la naturaleza y causa de su acusación, a fin de que conozca bien
el hecho punible que se le atribuye y pueda contestar el cargo, rindiendo en
este acto su declaración preparatoria.'

Esta fracción que acabamos de transcribir establece el derecho del
inculpado a ser informado de la acusación en concordancia con una serie de
requisitos, los cuales los mencionamosa continuación y que son primeramente de
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fonna: en audiencia púbica; de tiempo: dentro de las cuarenta y ocho horas
siguientes a su consignación al juez; de contenido: el nombce de su acusador y la
nattnleza y causa de su acusación; y le fija a esa infonnaci6n una finalidad
especifica: que el inculpado conozca bien el hecho punille que se le a1JixJye y
pueda contestaI al cargo rinálef1do en ese acto su declaración prepa¡alDlia.

En todo proceso del orden penal corresponde al Ministerio PíIbico la
funci6n acusadora. El juez no proporcionarla al procesado ninguna infonnaá6n útil
si le dijera que su acusador es dicho funcionario. Por ello, debemos inteqlleCar que
la Constilucí6n no emplea el término acusador en su sentido técnico procesal,
sino en el común gramatical, que designa a cualquiera que imputa a uno algún
delito.

La .dodrína, uniformemente admite que el acusador al que se refiere la
Constituci6n es el denunciante o querellante a cuyo impulso se ha gestado el
procedimiento. También la ley de Amparo, en su articulo 160, frncci6n 1, aIWma
que: ·en los juicios del orden penal, se COI1Siderarán violadas las Ie)'es del
procedimiento. de manera que su infracci6n afede a las defensas del
quejoso, cuando no se le haga sa el motivo del procedO ientO o ' causa
de la acusación y el nombnt ele SU acusador particular sí lo hubiere.-

Por eso, a decir del Dr. Jesús zamora Pien:e, ••••Ia Constituci6n eft1lIea el
término "act.lll8<lor" en fonna genérica y ~Iia, como arma indic4bamos, para
desigUal a cualquiera que Imputa a alg6n delilD. Entendido asf, el COllc:el*>

incluye, desde luego, al denunciante o quereDante pero también a todos aquelos
que, con el carActerde testigos, hacen cargos al indiciado•••.32

AsI parecen entenderlo los c6d"1QOS procesales, ya que el Código de
~ Penales del Dislrito Federal, en su articulo 290, impone al juez la
obligación de hacer saber al indiciado, a mas del nombre de su acusador, si \o
hubiere, el de los testigos que declaren en su contra; y por otro lado el C6digo
Federal de Procedimientos Penales en su arl:fculo 154, ordena que se le hagan
conocerJosnombres de las personas que le imputen la comisi6n del defito.

Por otro lado, el juez tiene la obligación de hacer saber al inculpado '1a
~!l.nleza Y Causa de la acusación·. Debemos entender por naturaleza de la
acusación el delito por el cual se le conslgnc) ante la autoridad judicial. ARnismo,
por causa de la acusad6n se debe de entender las pruebas y las razones que
úven de fundamento para presumir la responsabilidad del inculpado.

Ahora bien, para que el propio acusado pueda contestar adec:uadamente el
cargo, meálante su declaración preparatoria, la misma Constltucí6n establece las
condiciones en que esta ha de rendirse, por ejemplo, en audiencia pública,
después de que se le haya proporcionado la informaá6n adecuada para que

n Ibídem. Pág. \70
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conozca bien el hecho punible que se le atribuye y después, también, de haber
nombrado a su defensor que lo asista en la audiencia.

Esta garantía la cual es netamente de naturaleza procesal, debe reunir
ciertos requisitos como ya vimos con anterioridad y que a continuación
señalaremos detenidamente.

la declaración se celebrará en audiencia püblica, es decir no podrá
celebrarse en secreto o en ausencia de los que quieran estar presentes, siempre y
cuando no se altere el orden o se atente contra la moral o se ponga en peligro la
seguridad del juzgado, también dentro de esta diligencia existen obligaciones a
seguir por parte del juez, otorgándose recíprocamente derechos al inculpado, tales
como:

1. Que la declaración deba recabarse dentro del término de cuarenta y ocho
horas, las cuales se computarán a partir del momento en que el presunto
responsable quede a disposición del juez, en caso de que este se encuentre
gozando del beneficio de la libertad provisional bajo caución, como consecuencia
de la suspensión del acto reclamado (tratándose de orden de aprehensión), en el
juicio de amparo indirecto, por tanto, el término contará a partir de cuando el
inculpado se somete a la potestad del juez.

2. Se le hará saber el delito por el cual se le acusa, ;!!sí como sus
modalidades (atenuantes o agravantes), se le señalara las pruebas existentes en
su contra misma que acreditan la existencia del hecho punible y lo acreditan como
probable responsable del mismo, indicándole en que precepto de la ley se
encuentra contemplada dicha conducta i1icita.

3. Se le permitirá el acceso a la causa penal en todo momento, bien sea al
inculpado o a su defensor, a efecto de preparar su defensa.

4. Hecho lo anterior, se le preguntará si es su deseo rendir la declaración
preparatoria, pudiendo ofrecer las pruebas que a su derecho convenga.

Ahora bien, una vez expuestas las obligaciones del juez y los derechos del
inculpado, veremos que dentro de la práctica penal se presentan diversas
situaciones en torno a la declaración preparatoria, mismas que exponemos a
través de un ejemplo, a saber.

A) El inculpado es puesto a disposición del juez a las 10:00 a.m. medíante
oficio le es informado al juez dicha situación, siendo ya las 15:00 horas del dia, el
inculpado aún no es puesto a disposición flsica tras la reja de prácticas del
juzgado para recabar su declaración preparatoria a pesar de haberse hecho el
pedimento oportuno al interior del reclusorio preventivo, en esta situación el
juzgador se concreta a realizar una certificación de la no comparecencia del
inculpado tras la reja de prácticas, por lo tanto tomará la declaración hasta el dia
siguiente ante tal imposibilidad, misma que se practicará a primera hora.
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El criterio que el juzgador asume en el supuesto planteado con anterioridad,
es que el término de las cuarenta y ocho horas considera que le serán contadas
no a partir de que le es comunicada la puesta a disposición, sino a partir de que
físicamente el inculpado se encuentra tras la reja de prácticas del juzgado, toda
vez que por circunstancias no imputables a su persona, no le fue posible recabar
la declaración, de ah f que dicha autoridad se justifica a través de la certificación
que haga el secretario de aceerdos de tal ciraJnstancia .

B) Por otro lado, nos encontramos ante la situación de que el inculpado es
puesto a disposición del juez, pero en el hospital , por lo tanto -consídera el juez
instructor- que el término de cuarenta y ocho horas correrá a partir de que le es
comunicada la puesta a disposición, y para efectos de recabar la preparatoria, el
secretario de acuerdos, el Ministerio Público y el defensor de oficio, ambos de la
adscripción, o en su defecto del defensor particular, se trasladarán al hospital en
donde se encuentra el inculpado.

e) También se presenta en la práctica forense, que la formula usual de
recabar la declaración preparatoria, es la siguiente:

a) Se le preguntará primeramente si tiene defensor particular, o quien lo
defienda, en caso negativo el juez le hace saber que para que no quede en estado
de indefensión, le nombrará el defensor de oficio , quien lo defenderá en forma
gratuita y que podrá revocarlo en el momento que lo desee.

b) Acto seguido, se procede de la forma siguiente:
o .. Usted esta a disposición del Juzgado 65 Penal, por la comisión del delito

de ROBO CALIFICADO, quien lo acusa es (Roberto Pérez), enseguida voy a
proceder a leer la forma en que sucedieron los hechos a efado de que los
conozca (Se da lectura al pliego de consignación) ; le exhorto para que se
conduzca con verdad en la presente diligencia en la que va a intervenir; acto
seguido se recaban sus generales, al término de estos se le señala que se va a
dar lectura a su declaración que rindió ante el Ministerio Público del conocimiento
(en caso de existir tal declaración) para que al término de la misma manifieste si
está o no de acuerdo con su contenido, si la ratifica o no la ratifica, si desea
agregar algo, se le pregunta también si reconoce como suya la firma o huella que
obra al rnarg n de su declaración... .

e) Enseguida se da lectura a la declaración ministerial, al finalizar se le
pregunta si la ratifica o no, dejando constancia de ello.

d) Se le hace saber el contenido del artículo 20 Constitucional, es decir el
beneficio que este precepto le concede de poder contestar o no a las preguntas
que le formulen las partes (bien sea el Ministerio Público o el Defensor), en sentido
afirmativo, el derecho de interrogar al inculpado previa su calificación de legalidad
corre a cargo del Ministerio Público; acto seguido, siguiendo las mismas
formalidades, el derecho pasa al defensor , quien bien sea, que interrogue o se
reserve su derecho a formular preguntas para otro momento procesal oportuno (a
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este respecto casi siempre el defensor de oficio se reserva su derecho a formular
preguntas), en algunos casos el juzgador, cuando lo cree conveniente interroga al
inculpado.

Al termino de los interrogatorios, se procede a formular preguntas de
estadística, tales como: nombre de sus padres, ocupación, solvencia económica,
cuantas personas dependen económicamente de el, si tiene apodo, si es adicto a
alguna droga o enervante, si fuma cigarrillo de tabaco normal, si ha padecido
alguna enfermedad venérea o incurable, cual es su pasatiempo, si lee periódico,
revistas, si usa arma de fuego, etc., por último se cierra la diligencia en los
términos siguientes:

...No habiendo más preguntasque formular, se cierra y autoriza lo actuado,
firmando al margen los que en ella intervinieron previa lectura de su dicho. DOY
FE...

Sucede por otra parte, que el inculpado se niegue a contestar el
interrogatorio, a tal situac;ipn la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
señalado que cuando en p~eparatoria el inculpado negare los hechos que se le
imputan, pero ante el Ministerio Público investigador íos aceptó, el supremo
órgano afirma, que serán las primeras declaraciones a las cuales se les debe dar
valor probatorio pleno, por haber sido vertidas sin ningún aleccionamiento.

Nosotros consideramos que es de gran importancia la declaración
preparatoria, ya que es en esta en donde el juez tiene contacto directo con el
inculpado, y con ello podrá observar las reacciones que tenga el inculpado al
rendir su declaración y de esta forma tendrá una visión más amplia para resolver
lo conducente.

La Corte hace referencia en cuanto a la fracción 111 del artículo 20
Constitucional, lo siguiente:

PROCESADOS, GARANTlAS DE LOS.

El BltfculO 20 comtitucfona/. IISpeclfJca tos derechos que la
CCnstitucIón otorpa a los procesados. con objeto de que puedan
dflfendem con toda amplitud Y/fIngan oportunIdad de desvanecer
tos cargos que se les necen, y la frBcción 1/1 del citado 8ltIcuJo.
manda que, en audlflnCla plltl/lca y anlfls de que Slf decrfKfI la
formal prisión, SIl haga saber al procesado, (t/ nombre de su
acusador y la naflnl/lfZa y causa dll la acusacI6n; por
conslr¡ulenle, la gamnt/a constitucional e!JffJ debidamente
respe/adfl, si SIl hace conooor al Inculpado la naturaleza de tos
hechos que SIl le Imputan, 1ncIe{JMldlentemente de la clasiticación
Jurldlea que de ellos SfI haga; dlf modo qUlf sI se dicta auto de
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prisKin Ibrmal por el delItO de lesiones y, posteriormente, fallece el
lesionado, aunque el proceármiento tienda a establecer no sólo el
cuerpo del delItO de lesionas, sino también el de homicidio Y a fijar
/81f "'lfponlfabilideci<::J del inculpado, ,,:Jto no constituye IIioIBCión 8

la garantfa consBg'llda en la fmcci6n /11 del Bltlcuto 20
constitucional, ya que dicho procedimIertto, en II'llZ de otuscer al
procesadoy confundirloer;erca del hecho punible que se la Imputa,
,,:roItJmC8 y viene a deHmitar C;/1Jf1IITI<fflte 18 "'lfpon:J8bHideci del reo,
en la muerta del lesionado.

Amparopanel directo 1900131. León Narciso. 20 de or;tuIxe de 1932.
Unanimidad de cuatro 1'OtOS. La plJb(fr;ac;/ón no menciona el
nombrr: del ponente.

Instanc/lt: Primera Sala. Fuente: Semanario Judicial de la
F<IderacIón, Quinta =poca. Tomo XXXVI. PIlg. 1198. TesIs
A/sJada.

Esta tesis jurisprudencial que nos habla acerca de la fracción 111 en estudio,
nos menciona que con el objeto de que los procesados puedan defenderse con
toda amplitud y tengan oportunidad de desvanecer los cargos que se les hacen
debe saber el nombre de su acusado y naturaleza y causa de la acusación, por
consiguiente, la garantla constitucionalesta debidamente raspetada.

4.4. DERECHO A SERCAREADO (FRACCiÓN IV)

La fracción IV del articulo Constitucionalen comento dispone:
. ...IV. Cuando asl los solicite, será careado, en presencia del juez, con

quien deponga en su contra, salvo lo dispuesto en la fracción V del apartado
B de este artfculo;.. ...

Así quedo establecida dicha fracción de conformidad con la reforma llevada
a cabo, misma que fue publicada en el diario oficial de la federación, de fecha 21
de septiembre del año 2000.

Ahora bien, de acuerdo con la raforma en cuestión, es menester que el
inculpado solicite el careo para que el juez conceda este derecho, pudiendo
renunciar al mismo, estableciéndose una excepción a la garantia en cuestión
cuando la victima o el ofendido del delito sea menor de edad, siempre que el
hecho punible de que se trate sea violación o secuestro.

Según lo dispone este precepto, podrán carearse con el acusado todos
aquellos que depongan en su contra, concepto genérico que incluye al
denunciante o querellante, pues éstos, al declarar, lo hacen como testigos; e
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induso al coacusado, cuya dedaración es también testimonio cuando hace
regencia a la conducta del acusado, Luego entonces, el concepto "quienes
depongan en su contra", empleado por la fracción IV es de idéntica extensión al de
"acusaco" mencionado en la fracción 111.

La ley de Amparo, en su articulo 160 fracción 111, dispone que, en los juicios
del orden penal, se considerarán violadas las leyes del procedimiento de manera
que su infracción afecte a las defensas del quejoso cuando no se le caree con los
testigos que hayan depuesto en su contra, si rindieran su dedaración en el mismo
lugar del juicio, y estando también el quejoso en él.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha subrayado en el aspecto del
careo lo siguiente:

CAREOS ," La fracción 1del Blflculo 20 Constitucional solo
requiere que se practiquen 10$ careo$ procedentes entre el
Inculpado y Jos telStigos que se encuentr9nen el.¡ugar del Juicio Y
aun cuandO slIfIlen celebrarse careossupletorios, cuando se tratan
de Ie:stigos lIusentes, como lisas dili¡pncllls no estén IJsleblecides
en la Constltucl6n, para satisfacer la garantla qUf1 otrxga la ya
citada fraccjón IV. basta conque el acu~ sepa quienllS c1ecI8r8n
ensucontrtJ.

Sf1111811Wfo Judicial 00/8 Federación, QuInta Época, Tomo XXXIV,
p4gfna 2228.

Al respecto l1e careos, la tesis jurisprudencial antes citada, nos manclona
que la fracción I del articulo 20 Constitucional solo requiere que se practiquen los
careos procedentes entre el Inculpado y los testigos que se encuentren en el lugar
del juicio, cuando se tratan de testigos ausentes, como esas diligencias no están
establecidas en la Constitución, para satisfacer la garantla que otorga la citada
fracción IV, basta con que el acusado sepa quienes de~an en su contra.

CAREOS.

En virtud de lo dispuesto por la fraedón IV del artIculo 20 de la
ConstiluclÓn, que previe."e que el 'llCtlsado, será careado con los
testigos que depongan en su 'COntra, si estuvferen en el lugar del
juicio. cuando estos no se verifiquen, se comete en contra del
procesado una manifiesta vfolaclón a la ley, que lo deja sin
defensa, siendo , en conseceencía, procedente conceder el amparo
por asta sola vfolaclón; y aun cuando no hubiere sido reclamada
oportunamente por el procesado, en primera instancia, ni se
hubiere alegado en la segunda, dicha vfolaclón debe ser tomada
en cuenta, de acuerdo con precedentes ya establecidos y
confonne a la facuttad que a la Suprema Corte corresponde, de
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fijar el derecho público en sus ejecutorias, en los casos de su
competencia.

TOMO XXVII , Pág. 537. Chacón de Séz Rosaura.- 20 de septiembre
de 1929.

Instancia: Plimera sala. Fuente: semanario Judicial de la
Federación, Quinta Época. Tomo XXVII. Pág. 537. Tesis AIslada.

Esta jurisprudencia , nos habla acerca de la violación en que se puede
incurrir en contra del procesado, y es cuando no se lleva a cabo el careo con los
testigos que depongan en su contra, si estuvieren en el lugar del juicio, que lo deja
sin defensa, siendo en consecoencia, procedente conceder el amparo por esta
sola violación.

CAREOS.

Al no precticarse la diligencia de careos, tanto de derecho
substantivo como procesal, se violó en pe~ulcio del quejoso la
garantla constitucional a que se refiere la fracción IV del articulo 20
constitucional, que consagra el derecho del acusado a ser careado
con las personas que declararen en su contra, como medio de
evflar que se fo~en testlmonlos falsos .

Amplllll penal directo 1867/46. Por acuerdo de la Primera Sala, de
fecha 8 de Junio de 1953, no se menciona el nombre del
promovente. 8 de enero de 1953. Unanimidad de cuatrn votos.
Ponente: Teófllo Olea y Leyva.

Instancia: Primera Sala. Fuente: Semanario Judicial de la
Federación, Quinta Época. Tomo eXIJ. Pág. 881. Tesis Aislada.

Al igual que jurisprudencia citada anteriormente, esta nos menciona la
violación en que se incurre cuando al no practicarse la diligencia de careos, tanto
de derectlo sustantivo como procesal, se viola dicha garantia.

CAREOS.

Aunque en la sentencia reclamada , al hacerse el am!lIs1s de las
constancias del proceso, no se aluda en tonna expresa a las
declaraciones de la ofendida y del quereUante, porque se eslfmen
comprobados los delitos con otros elementos, el hecho es que si
se ha cometido la omisión de no haberse eareado a el acusado con
quienes depusieron en su contra, cuando tales careos eran
necesarios en virtud de que las versiones que sustentan la
ofendida y el querellante y la que ofreció el acusado, dlvergen
totalmente, la violación de la garantla a que se refiere la fracción IV
del articulo 20 constitucional, que consagra el derecho del acusado
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a ser careado con las personas que depongan en su conlra,
aparece cometida.

Amparo penal diredo 1011/49. Por acuerdo de la Primera Sala, de
fecha 8 de ;lllio de 1953, no se menciona el nombre del
promovente. 22 de septiembre de 1952. Unanimidad de aJalro
votos. Relator: Edmundo Elorduy.

Instanda: Primera Sala. Fuente: Semanario Judicial de la
Federación, Quinta ~poca . Tomo CXV. Pég. 718. Tesis Aislada.

Dicha tesis jurisprudencial nos habla acerca de que al hacerse el análisis de
las constancias del proceso, no se aluda en forma expresa a las declaraciones de
la ofencflda y del querelante, el hecho es que si se ha cometido la omisión de no
haberse careado a el acusado con quienes depusieron en su contra y cuando
tales careos eran necesarios, aparece cometida la violación a dicha garantia.

De acuerdo a la última reforma constib ICÍOnal que se impIemenIó a la
fracción IV, del apartado A, del precepto constitucional en comento, se establece
una excepción al pri~io de que el inculpado podla carearse con quienes
depusieran en su contra, principio que se ampliaba a'~ persona, con la
sola limitante de que éste asilo solicitare, pues ahora se da la excepción de que
cuando la vfctima u ofencfldo del derdo sean menores de edad, y el hecho punible
sea de violación o secuestro, ya no podm carearse el inculpado con dichas
personas.

Creemos que la malidad del legislador al implementar dicha reforma. radica
bésicamente en proteger la integridad física y mental del sujeto pasivo del delito,
que ha sufrido un ataque de tal naturaleza, puesto que no es ádlcil imaginar los
daftos psicológicos que se pudieran haber generado, y que encima de ello, todavla
se le tenga que enfrentar con su victimario, lo cual puciera ocasionar mayores
trastornos de los que por si ya pudo haber sufrido, situación en la que estamos de
acuerdo con el legislador.

Los careos que se celebran en la pmctica penaJ son los procesales, Y se
presentan siempre dentro de la etapa de deshogo de pruebas y nunca se
presentan dentro del ténnino constitucional, por lo reglÜr no se celebran los
careos constitucionales, ya que aunque no exiSten conIradícciones enIre las
declaraciones de los testigos y el inculpado, el juez no los celebra.

La forma de Devara cabo los careos procesales es la siguiente:
CAREO PROCESAL CELEBRADO ENTRE EL PROCESADO JOSE

MARTlNEZ Y EL DENUNCIANTE RAFAEL ROSAS, Exhortado que fue el primero
Y protestado el segundo para que se conduzca con verdad en la presente
diligencia en la que van a intervenir y haciéndoseles saber los plKltos en
contraálCCión existentes en sus declaraciones respectivas, rendidas con
anterioridad, puestos en formal careo, del debate resultó: (se asienta todo lo que
resulte de los careos), hecho lo anterior, se asienta, ••..Por lo demás declarado
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cada careado se sostiene en todo lo ya dedarado...· , enseguida se le pregunta al
inculpado si desea interrogar a su careado y a este se le pregunta si desea
interrogar al inculpado, también se le pregunta al Ministerio Público y a la defensa
si desea interrogar, dejándose asentado en autos razón de ello, en la fonna
siguiente; •...y toda vez que el inculpado no tiene más preguntas que fonnular y
por otro lado tanto el Ministerio Público como la defensa se reservan su derecho
de formular preguntas, no avanzándose más en el presente careo, se da por
tenninado el mismo, tinnando al margen los que en el intervinieron ...•

Por otro lado cuando no existen contradicciones, no se celebran careos, o
bien cuando hay exceso de trabajo en el juzgado y son demasiados los careos se
suspenden algunos.

En consecuencia consideramos, que como cada una de las fracciones en
comento es de gran importancia dentro del proceso penal, por lo que no debe
vulnerarse este derecho, debiendo celebrarse los careos por los jueces
correspondientes.

4.5. DERECHO A OFRECER PRUEBAS (FRACCION VI

La fracción V del apartado A del articulo constitucional en análisis expresa:
••••V. Se le recibirán los testigos y demás pruebas que ofrezca

concediéndosele el tiempo que la ley estime necesario al efecto y
auxlllándose para obtener la comparecencia de las personas cuyo
testimonio solicite siempre que se encuentren en el lugar del proceso;.:"

En relación con esta fracción del apartado A, del articulo 20 Constitucional,
la Ley de Amparo en su articulo 160, expresa que en los juicios del orden penal,
se considerarán violadas las leyes del procedimiento de manera que su infracción
afecte a las defensas del quejoso: ·VI. Cuando no se le reciban las pruebas que
ofrezca legalmente, o cuando no se reciban con arreglo a derecho."

Por otro lado, el articulo 14 Constitucional consagra , entre otras, la garantía
de audiencia , aplicable tanto en materia civil como en materia penal. Dicha
garantía, a su vez varios derechos, uno de los cuales es el de ofrecer pruebas, el
cual constituye una de las formalidades esenciales del procedimiento .

No obstante lo anterior. la fracción V, del apartado A, del articulo 20
Constitucional no se limita a la que seria inútil repetición del derecho a probar
contenido, como hemos observado, en la garantía de audiencia, sino que
establece ciertas características propias de ese derecho en el proceso penal.

En primer lugar: al atinnar que 'Se le recibirén los testigos y demás pruebas
que ofrezca .... la Constitución nos lleva a la obligada condusión de que se le
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recibirán todas las pruebas que ofrezca. Es decir que, conforme al texto en
estudio, en el proceso penal, el acusado liene garantizado el sistema de prueba
libre. y queda en absoluta libertad para escoger los medios con que pretende
obtener la convicción del juez respecto de los hechos del proceso; por oposición al
sistema de prueba lega/, que limita las admisibles a aquellas taxativamente
enumeradas en la ley.

De esta manera lo entienden los códigos de proced imientos penales. que
disponen: 'se admltlni como prueba, en los ténnlnos del articulo 20 fracción
V de la Constitución de los Estados Unidos Mexicanos, todo aquello que se
ofrezca como tal, siempre que pueda ser conducente, y que no vaya contra
el derecho, a juicio del juez o tribunal. Cuando la autondad judicial /0 estime
necesario, podrá por algún otro medio de prueba establecer su autenticidad."
Este texto lo encontramos establecido en el articulo 206 del Código Federal de
Procedimientos Penales; yen articulo 135 del Código de Procedimientos Penales
para el Distrito Federal.

Como observamos. esta garanlla solo tiene carácter procesel ,
exclusivamente. misma \'.loo no se presonta en forma absoluta en la prácticapenal ,
toda vez que dichas probanzas en muchas ocasiones no son admitidas dentro de
la declaración preparatoria, ni dentro del auto de ténnino constitucional.

Ahora bien, cuando se ofrecen testigos de descargo por parte de la
defensa. él es quien los presenta, también se presentan probanzas dentro de los
plazos sei\alados en la ley, estas pruebas se admitirán siempre y cuando no sean
contrarias a la ley, 8 la moral o a las buenas costumbres , y debiendo seguir las
fonnalldades set\alades en los códigos de procedimientos penales respectivos.

Una vez admitidas las pruebas, el juez acordará lo conducente para su
debida preparación y desahogo, haciendo uso de la facultad de que esta investido.
para hacer cumplir con sus determinaciones de los medios de apremio que juzgue
conven ientes.

4.6. DERECHO A SER JUZGADO EN AUDIENCIA PÚBUCA (FRACCIÓN VI)

La fracción VI a la letra dispone:

••••VI. Será juzgado en audiencia pl1bllca por un juez o jurado de
ciudadanos que sepan leer y escribir, vecinos del lugar y partido en que
cometiere el delito, siempre que este pueda ser castigado con una pena
mayor de un afta de prisión. En todo caso serán juzgados por un jurado los
delitos cometido por medio de la prensa contra el orden pI1bllco o la
seguridad exterior o interior de la Nación;.....
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Este texto consagra dos garantlas: una la de ser juzgado en audiencia
pública y otras de ser juzgado por un jurado en ciertos casos. La mención, en el
texto a estudio, de un juez, podrra llevamos a pensar que, en realidad, estamos
ante una garantra que establece dos alternativas: la de ser juzgado por un juez o
la de ser juzgado por un jurado. No hay tal, puesto que el artIculo 21
Constitucional, al disponer que: La Imposición de penas es propia y
exclusiva de la autoridad judicial basta como fundamento para la garantla de
que, en los juicios penales, el inculpado será juzgado por un juez. Pero a pesar de
ello, el Constituyente se vio en la necesidad, al establecer el jurado, de volver a
mencionar al juez como órgano jurisdiccional; de no hacerto, la garantia
establecida en la fracción VI habría exigido el jurado para todos los procesos
penales.

Mora bien, las reglas de competencia Constitucional del jurado, son las
siguientes:

1. Todo delito que pueda ser sancionado con una pena menor de un al'\ode
prisión nosera sometido al jurado.

2. Todo delito que pueda ser castigado con una pena mayor de un at'Io
prisión podrá ser de la competencia del jurado. Asimismo, la Constitución permite
que estos delitos sean sometidos al jurado, mas no exige que lo sean.
Corresponde a los legisladores de las entidades federativas, al dictar sus leyes
locales de procedimientos penales, el determinar que delitos, entre los que puedan
ser sancionados con una pena mayor de una año de prisión, deberén ser
sometidos al jurado.

AsI se ha manifestado la Suprema Corte de Justicia de la Nación al
sostener en su tesis 162 de jurisprudencia definida, el siguiente criterio:

'Del contexto de la ll"BGCI6n VI del Bltlculo 20 CDnstitucionaI
se ckKfuce de mtHIfNlJ c/BnJ qlJl!J no lJ$ foI'zmo qlJl!J 1000$ 10$delitos
que $6 castiguen con pena de mBS rte un a/lo de prlsi6n, $6

JtJrf1utN1 por el JIIBdo ptipulN, ",o que lB Constltuci6n
ampflamMte concs<J8 a los Estidos la faculflld d8 elegir entT8 un
F.JeZ d8 derecho o /IR tribunal de hecho'

(ApendfC8 al S8fTlln8f1O Judicial d8 la F6d8r8ddn. 1917-1975,
Segunda Parte, PrinHJr& Sala) .

3. Siempre serán juzgados por jurado los delitos cometido por medio de la
prensa contra el orden público o la seguridad exterior o interior de la Nación.
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El artículo 160 de la Ley de Amparo a la letra dispone: "En los juicios del
orden penal se considerarán violadas las leyes del procedimiento, de manera
que su Infracción afecte a las defensas del quejoso: ...XI. Cuando debiendo
ser juzgado por un jurado, se le juzgue por otro bibunal; XII. Por no
integrarse el jurado con el número de personas que determine la ley, o por
negársele el ejercito de los derechos que la misma le concede para la
Integración de aquél; XIII. Cuando se sometan a la decisión del jurado
cuestiones de distinta Indole de la que señale la ley."

Por otro lado, la garantia de ser juzgado en audiencia pública liene la
finalidad de acabar con el secreto del procedimiento; ya que cuando se dice que la
audiencia sea pública se entiende que se celebrará a la vista de todos aquellos
que quieran concurrir a la misma.

La Ley de Amparo en su artículo 160 fracciones IX y X dispone que en los
juicio del orden penal, se considerarán violadas las leyes del procedimiento , de
manera que su infracción afecte a las defensas del quejoso, cuando no se celebre
la audiencia pública a que se refiere la fracción VI del artículo 20 Constitucional
Federal, en que deba ser oído en defensa, para que se le juzgue ; o cu~ se
celebre la audiencia de derecho sin la asistencia del Ministerio Público a quien
corresponda formular la requisitoria; sin la del juez que deba fallar o la del
secretario o testigos de asistencia que deban autorizar el acto.

El más alto Tribunal de la Nación, en la tesis de jurisprudencia que a
continuación se transcribe, expresa:

PROCESOS. DEBEN FALlARSE EN AIlOIENCIA
PÚBUCA, CON ASISTENCIA DEL MINISTERIO PÚBUCO.
Conforme lJ lB gtJIBnlllJ oons/gnlJdlJ MM ltlJccIdn VI, del articula 20
constttucfonsl, todo reo sen! Juzgado en sudlencfspablicB. siendo
/mpr9sclndibIB lB pr6sencfs del repr6sentsn/s sociBI en sss
sudlencla

Tesis 263, Tomo 11, Parte SCJN, Pág. 148, Ap6ndIce de 1995.
QU/ntB~, PrImera Ss/B.

En resumen, la fracción VI del articulo en estudio, la cual sel\ala que el
inculpado deberá ser juzgado en audiencia pública por un juez o por un jurado
cuyos integrantes deben saber leer y escribir, garantía netamente de carácter
procesal.

Dentro de esta fracción se contemplan los requisitos y la calidad que debe
existir para juzgar al inculpado, en relación a la calidad de la persona, por lo tanto
se excluye cualquier otro sujeto que no sea el señalado en este apartado, y que
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dentro de la práctica penal, se cumple al pie de la letra con esta fracción en
estudio.

4.7. DERECHO A QUE SE LE FACILITEN LOS DATOS QUE CONSTEN EN EL
PROCESO PARA SU DEFENSA (FRACCiÓN VII)

La fracción VII, del apartado A, del artículo 20 Constitucional, nos dice:

••••VII. Le serán facilitados todos los datos que solicite para su defensa
y que consten en el proceso;•••

La ley de amparo en el artículo 160 fracción VIII, dispone que: En los
juicios del orden penal, se considerarán vIoladas las leyes del
procedimiento, de manera que su Infracción afecte a las defensas del
quejoso: Cuando no se suministren los datos que necesite para su defensa.'

Por tanto, ninguna actuación podrá mantenerse en secreto para el
inculpado; por lo que éste último y su defensor, tiene acceso a todas y cada una
de las constancias de la causa; pueden leerlas, tomar notas, solicitar copias de las
mismas, etc. En la actualidad al amparo de este derecho, el inculpado puede
obtener copia íntegra y fiel del expediente del proceso, y que en la práctica penal
diflcilmente se vulnera a nivel proceso.

4.8. DERECHOA SER JUZGADO EN LOS PlAZOS SEÑALADOS EN LA LEY
(FRACCiÓN VIII)

La citada fracción VIII dispone que:

•...VIII. Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos
~uya pena máxima no exceda de dos anos de prisión, y antes de un ano 51 la
pena excediere de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su
defensaj .....

En tiempos anteriores a la vigencia de la Constituciónde 1917, los procesos
podían durar meses y años, sin que se dictara sentencia alguna. Algunas veces, al
cabo de cierto tiempo, se absolvía a los acusados o se les condenaba a penas de
prisión, notoriamente inferiores al tiempo que hablan pasado recluidos en espera
de una resolución, situación ésta última que no podía seguir sucediendo.

Otra de las garantfas que encontramos en esta fracción, es la relativa al
derecho que tiene el procesado a que se le juzgue antes de cuatro meses, si la
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sanción máxima del delito del cual se le hace responsable no excede a dos años
de prisión, y si la pena fuere superior, se deberá emitir sentencia antes de un año.
Así, todos los procesados tienen la certeza de ser absueltos o condenados en un
término razonable y no permanecer indefinidamente en prisión hasta que la
voluntad o el capricho del juzgador lo decida.

Por eso estimamos que es de gran importancia la duración del proceso,
esencialmente cuando el inculpado se encuentra en prisión preventiva.

Desde hace años, la jurisprudencia de la Corte estableció que cuando
existía colisión entre la garantía de plazo para la terminación del proceso y la
garantía de defensa del inculpado, prevalecería ésta sobre aquella.

Esta disyuntiva fue bien acogida al texto en comento, por la reforma al
mismo, del añode 1993.

Como ya vimos esta garantla beneficia exclusivamente al procesado, y que
en la practica penal no se cumple, a pesar de que reviste la calidad de formalidad
esencial del proceso penal, yque constituye un límite insuperable para la activ idad
del juez, y que se le obliga a dictar sentencia definitiva en los plazos que la ley
ordinaria le señale, no debiendo existir justificación alguna para omitir tal
obligación, sellalando que existen recursos ordinarios pendientes de resolver o
cualquier otro obstáculo procesal, a nos ser que se encuentre el procesado
prófugo de la justicia, ya que en este supuesto se suspende la secuela procesal,
por lo tanto no podrá terminarse el proceso en los términos marcados en el
precepto Constitucional.

Ahora bien, el plazo al cual esta obligado el juzgador, se computa a partir
del momento en el cual se dicta auto de procesamiento, bien sea de formal prisión
o de sujeción a proceso y culminara hasta que se dicta sentencia definitiva.

Se toma como base la penalidad, es decir como lo mencionamos en lineas
anteriores, si se trata da delitos cuya pena máxima no excede de dos años de
prisión, se le juzgará antes de cuatro meses, pero si la pena máxima excede de
dos años de prisión, será juzgado antes de un año, dicha regla se aplica sin
distinción alguna, ya sea tanto a los que se encuentren formalmente presos , o bien
gozando de . u libertad provisional bajo caución , y que en caso de no ser
observadas por el juez, producirá responsabilidad penal para éste, asimismo el
exceso de poder se tei'ldrá por consumado de manera irreparable.

En la práctica penal, diffcilmente se conduyen los juicios dentro del término
constitudonal, ya que se dan muchas circunstancias que no se pueden evitar,
como por ejemplo el que existe exceso de trabajo, y en base a esto que las
audiencias son fijadas cuatro o cinco meses después de la recepción de las
pruebas, o bien porque no se giraron los citatorios y oficios correspondientes, o no
se giraron a tiempo.
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Por olro lado la cuestión es el deshago de las pruebas, se presentan
situaciones que no son ímputables al juez tales como: que no comparezcan a la
audiencia el denunáante, o alguno de los testigos, o el defensor del~do (si
este fuere particular), y que, por esta última razón, este manifieste que por no
enconlrarse presente su defensor, solicita se difiera la celebraci6n de la audiencía,
o bien porque el procesado que se encuentra privado de su libertad y a pesar de
haberse hecho el pedimento oportuno al director del reclusorio, no es puesto tras
la reja de practicas del juzgados, también porque la presentación de los testigos
resulta difiál en virtud de haberse cambiado de domicilio, porque salieron de viaje,
o bien porque están dados de baja (si se trata de elementos de la poIicia
preventiva o jucicial), también porque el Ministerio Público o defensor. no
presentan sus conclusiones en término, estas y otras razones que podemos seguir
enumerando son el motivo muchas veces por la que no se concluyen los procesos
en el tiempo fijadazos por la ley.

Comúnmente vemos que la mayorla de las sentencias lIetadas, se tienen
por compurgadas las penas, y que obviamente violan las garanUas del procesado
y lo m4s grave es que quizá cuando el sentenciado se encuentra privado de su
libertad y la pena impuesta es menor al tiempo de la cual ha estado privado dj: su
(i)ertad més del tiempo que sel'iala la constituci6n para finalizar el proceso. se
lleta una sentencia absolutoria. por lo que consideramos que debet1a ponene
m4s atenci6n ante estas situaciones, para que no legue a darse la violaci6n de
dichas garantfas del inculpado.

4..9. DERECHO A LA DEFENSA (FRACCION IX)

Por lo que respecta a la fracci6n IX, del apartado A, del articulo 20
Constitucional que a la Ielra reza:

....IX. Desde el inicio de su proceso ser.í infonnado de los den!chos
que en su favor consigna esta Constitllci6n y tendrá derecho a lD1a defensa
adecuada, por si, por abogado. o por peI'SOna de su confi;mza. Si no quiiefe o
no puede _brar defensor. después de haber sido requerido para ....,eerto.
el juez le designará un defensor de oficio. t'arnbi4n tendrá den!Cho a que su
defensor comparezca en tbdos Ios .actos del proceso y éste tendrá
obrJgaCión de haceIto cuantas veces se le requiefa¡•••"

Antes de comenzar nuestra. exposici6n aeemos menester verü' algunas
reflexiones respecto de la naturaleza procesal del defensor, ya que la fracción IX,
del apartado A, del articulo 20 Constitucional dice que: ...Si no quiere (el
inculpado) o no puede nombrar defensor, después de haber sido requerido para
hacerlo, el juez le designara un defensor de oficio ...
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8 defensor es, no solamente un derecho del inculpado, ya que como lo
afirma el Doctor Jesús zamora Pierce, ••.•sino también una figura indispensable
del proeeeo penal y que deberá ser nombrado incluso en contra de la voluntad del
acusado. Luego entonces, podemos afinnar que: No hay proceso sin defensor.•.033

se entiende por defensa en sentido ampio toda actividad de las partes
encaminada a hacer valer en el proceso penal sus derechos e intereses, en orden
a la actuacíón de la pretensión punitiva y la de resarcimiento, en su caso, o
impeám según su posición procesal.

8 derecho a la defensa se desglosa en dos aspectos: la defensa rnalet iaI, o
sea, la defensa actuada por el imputado mismo, la defensa personal o a través de
persona de su confianza, y defensa formal, o también conocida como la defensa
técnica, la cual es actuada por medio del defensor.

De lo anterior establecemos que la defensa del procesado, puede turnarse
en dos sentidos, como ya lo hemos mencionado: el material, como toda actividad
cirígida a proteger los derechos de una persona y paI1iculanitenle los del
inculpado, Yel formal, como aquella actividad encomendada especialmente a una
persona idónea en relación a un inculpado, con la obflgaci6n de aportar Y estimular
en pro del mismo todos los elementos que le sean favorables, tanto procesalcorno
substi1nIívamere.

8 defensor, es el abogado que asiste y represenla al ímpuIado dInnte la
suslanciación del proceso, protegiéndolo e íntegando su personaIídad jurfdica
meciante el ejecácio de poderes independientes de su voIunIad. Es ímpclI1anle
observar que el defecto o la ineficacia del nombramiento de confianza no peIjudíca
la defensa del procesado porque lo suple a él, el nombramiento de oficio, ya que el
juez, cuando el imputado no prevé a ello, nombra al defensor de oI::ío, para que
en el proceso no quede sin defensa.

8 artICl:lO 160 de la Ley de Amparo afirma que, los juicios del orden penal,
se consíd&ranvioladas las leyes del procedimiento, de manera que su infracción
afecte las defensas del quejoso:

•••.Fracción IL Cuando no se le pennit¡a nombrar defensor, en la forma
que detemúne la ley; cuando se le facilíIe, en su caso, la lista de los
defensores de ofic:ío,o no se le haga saber el nombl e del adsc:riro al jragado
o bibunal que conozca de la caub, si no tuviere qlJien lo cIefiencIa; cuando
no se le facilite la manera de hacer saber su nombramíenID al defensor
designado; cuando se le impida comunicarse con él o que dicho defensor lo
asista en alguna diflgencia del proceso, o cuando, habiéndose negado a
nombrar defensor, sin manifestar expresamente que se defenderá por si
mismo, no se le nombre de ofic:ío••'"

u lbido:m. Pág>I. 311 Y312.
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Aqui el defensor es el asesor del ~do ya que es qlJÍen lo aconseia,
con base en sus conocimientos técnicos y en su experiencia, ya que lo informa
sobre las normas substanciales y procesales en relación con el hecho Y las
pecurl3rídades del caso.

Asimismo, dicha asistencia implica la vigilancia del abogado que inlerviene
en /os diversos actos, verificando el cumplimiento de los términos, asl también
lleva a cabo las dír¡gencias corresponólentes de las incidencias Y maOOiesta una
atención constante hacia el curso del proceso.

Por Oltimo, la funci6n del defensor como abogado, se concreta a través de
su presencia en todos aquellos actos que, como la declaración indagatoña, elÓgen
la comparec:encía personal del imputado.

Por otro lado, el texto original de la fracción IX establecla que debeña olrse
al acusado en defensa por si o por persona de su confianza. Ahora con motivo
de la reforma de 1993 , cicha fracción otorga al inculpado el deted10 de
defenderse por si, por abQgado, o persona de su confianza, incluye, pues el
abogado, pero no exige que el defensor lo sea.

B abogado es uno de /os tres posbles defensores, as( lo mallifiesta
VéZquez Rossi: "En consecuencia, la refonna no resuelve el problenla de dotar al
inculpado de una defensa capacitada. Peor aun, la reforma viene 8 conlinnar, sí
esto estuviese en duda, que quien no es abogado puede ser defensor.034

De /os términos tan cumplidos en la fracción IX del articulo 20 de nueslra
carta Magna, en nada impedirla que el inculpado designara como defensor a 1111

analfabeto, a un menor de edad, etcétera.

Para tratar de remediar esta situación, el C6dígo Federal de Pro<:ecImíenlos
Penales, en su articulo 160, cfaspone que no pueden ser defensores /os que se
hallen presos ni /os que estén procesados, ni /os abogados que hayan sido
condenados por derltos cometidos en el ejercicio profesional, ni los ausentes que,
por el lugar en que se encuentren, no puedan acudir ante ellrilunal dentro de las
veinticuatro horas en que debe hacerse saber su nomixamíento a todo defensor.

Ahora'bien, el proceso penal mexicano caracterizado por casi desapalici6n
del jurado popular y la entrega de las facultades jurisdíccíonales a j~
profesionales, elÓge, como consecuencia, 11118 mayor preparación técnica de los
defensores.

AsI lo manifiesta zamora Pierce : "Una razón más 'Para exigir que los
defensores sean abogados es que el representante del Ministerio PObIico, es

J< VAZQUEZ R..,..;, Jorg.< E. La d_ ..................... Ed. Rubinz:al y CuIzoui s.c.c~ _ Fe,
Argentina, 1971l. Pág.130.
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nuestro pals , es sie~re letrado; luego, se rompería la igualdad de las partes si no
lo fuera el defensor.

Ahora bien, sobre el particular, la corte ha emitido los criterios siguientes:

DEFENSA, GARANTlA DE. La obllgacl6n mpu6sta a la
autoridad de Instancia por la I'r8ccf6n IX del articulo 20
ConstitUcionBI, sllte efectos, a panJrde que el indiciado es puesto
e d1sposlcl6n de la autoridadjudiCiBl, y ~sta al recibirla d6c/aracKJn
preparatoria óeI presuntoresponsable tiene la obligBci()n ineludible
de deSignIlt1e defenscr si es que aquel no /o ha hecho; ~s la
tacuIt8d de asistitse de defensor e partir da 18 det8nción del
acusadO, COIICÍMICIllnica y excfusivamente a ~stlI, por /o que si no
/o hMJ desde en que fue detenido, ese omisión es imputable el
propio acusadoy no al juez Instructor.

Tflsís de Jurisprudencia deflnJda nÚlll8ro 87, A~ndica

1917·1985, Segunda PrlIte, Pr1msr8 Sala, Pág. 198.

La tesis de jurisprudencia antes citada, nos redacta que es obligación de la
autoridad judicial, a partir de que el indiciado es puesto a su disposición, y ésta al
recibir la dedaración preparatoria del presunto responsable, tiene la obligación
ineludible de designarte defensor si es que aquel no lo ha hecho.

DEFENSA, GARANTIA DE LA. La garantfe que consega
el 8Itfculo 20 COrIst/tuCIOnaf, en su tt8CCfón IX, el est8blflcer que sI
fll 8CUS8do no QUÍfIfI1 nomIx8r defensor, después de SfIr reqUflrido
para h8Cflrlo, al rendir su dfIcIaracI6n preparatoria, el juez le
nombrenJ IXIO dft otrcIo, dftbt1 IJlltelldel'Slt en 81 Bentido de que fin
el nombrsmIento de dflfensor dfI ofiCio, porpartfI óeI juez, deben!!
SfIr hecho al rendir 81 BCUSBdo su dfICI8racKNI preparetoria, pero
siempre que no quiera al acusado nombrar persona que /o
dftllendlJ dftspués de ser reqUfIrido pera h8oerlo .

Quinta Época: TomoJ<XXV, Pág. 2137. De/gadiJ1o Pedro Y
CoIlflS·

La jurisprudencia antes citada, establece que si el acusado no quiere
nombrar defensor, después de ser requerido para hacerlo, al rendir su declaración
preparatoria, el juez le nombrara uno de oficio.

DEFENSA DEL PROCESADO, PRIVACION DE LA. La
indefensión, en maleria penal, se prodUCfl cuando no se oye al
procesadO, por si o por medio de defensor, en relación a
determinadO acto quedentro del procesopudieraperJudki8rle.

15 ZAMORA Pierce, Jesús. Oh. Cil Pág. 268
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Amparo ckecto 8736\65. Rllfalll Herrem Gonzlllez y
CoIlgs. Enero 11 00 1P87. Unanlmldlld 4 lIIltos. PDnIlnte: Mtro.
Agustln Marcado Alarcon.- 1· SaJa- sexta Época, Volumen CXV,
SegundaParle, Pág.34

La tesis antes citada, pone de manifiesto que la indefensi6n, en materia
penal, se produce cuando no se oye al procesado, por si o por medio de defensor,
en relaci6n a determinado acto que dentro del proceso puediera perjudicarle

DEFENSOR DEL INDICIADO EN LA AVERIGUACIÓN PRE1IfA.
NO SE REQUIERE QUE SE TRA TE DE UN PROFESIONAL DEL
DERECHO O QUE TENGA RELACIÓN ESTRECHA O DE
ARNIDAD CON AQUÉL

Es 8VfdIlnte que cuando en18 frBcción 11 001 epartadoA dIlI arllculo
20 constituciona/ SIl hllOll tJ1uslón III OOfIOIlpto 00 "d/ltansor", no
puedIl prIItend8ts8 asignarle a 6stl1 una oonnotaclón Onlca y
IlxcfU$ÍVamtJ(I(ll oomo 00 profaslonaldIlI dIlracho, pues IJderJMs 00
que no SIl exlg/lasl, e»o SfIrla dIlli«lntextuaUzarel contllfl1do 00 los
diversos preceptosconstitucionllleS que hacen Illuslón lilas fomJas
en que el inculpadO puedIl SIlr asistido, esto es, por sI, por
/JbogIJdo o por persona 00 su contJanZIl, como RltIenm I8s
fracciones {)( y X pánafo CUEII1o, del propio tII1k:uIo 20
oonstJtucíOnaI, &ti qUtJ putJdtJ IIOslllyrJTSe que l1BtdndclSIl 00 la
8V!K1guacI6n pteVfa, IlS prIIcfsarnehtfl en /0$ tIJnnInos qrJIl RllJ6Rln
ftstBs fracciones quetJ1 kldiciado tiena IIIdIlrBcho dft lI'lIIxe asistido.
Lo 8IItet1Or~ por un lado, que durante 18 &tapa de
lJVfKIguacfón prevIIltJ11ndiciado puedIl SIlr ftslstldo, pata efectos 00
su d8CIanIdón, porabogado o porpersona de su conffanz8, y que
Incluso puedIl hlJOllrlo "por sr, y no obstante, en cualquierceso, se
cumple con et dIlracho 00 una dIlfanSll Ildecuada; porotnI parte,
por "pIlfson8 de confianza", nI 18 ConstJtucI()n ni 18 ley exigen UII8

RlIacI6n previa 00 amlstIld, patWl(eSCO oaflnldedtal que gentIf6 un
motMJ posible 00 "oonfiBnZIl" en el sentido penwnal, BiIo qrJIl con
taleXfXllSIón SIl destgna a quien, fuera de los supuestosrelativosa
UII8 defansa por 8boglJc1O, o por sf mismo, el Indiciado opta por
des9Jaf a una persona dlstfnta, es dacIr, SIl trata dIlI ototgam/IlltO
de ~s opciontJs pata el indiciado, a fin de no f8St1ingir fa
facultlld 00 dIlslgnacl6n Rlspacto de qulenas no cortaS8fl con
dfttlJmJinIJdos atributos.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL
SEGUNDO CIRCUITO.

1I.2tl.P.110 P

Amparo directo 64112002. 27 00 febrero de 2003. Unanimldlld de
votos. PDnIlnte: Jos6 NIeves Luna castro. SllCf8taña: Alma
Jeanlna C<Ircfcba Dlaz.

V6aSll: SemanalfoJudicIal 00 fa FIlderacf(¡n y su Gaceta, Novena
Época, Tomo XI, abril de 2000, p4g1na 6P, tesIs P. uzo». 00
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tUbro: "DEFENSOR EN EL PROCEDfllIENTO P91N... EL
lND/CIADO TIENE UBERTAD PARA ,DESIGNA RLO AUNQUE
CAREZCA DE TITULO PROFESIONAL (INTERPRETACIÓN DEL
ARTicuLO 20. FRACCIóN IX. DE LA CONST1TIJCIÓN
FEDERAL)," Y Tomo XII, díciembt8 de 2000, p6g1n1l 241, tesis 1a.
.>oocV1I2OOO, de flJblO: "DECLARACIóN MINISTERIAL FEDERAL
NO CONSTmJYE REQUISITO LEGAL QUE LA PERSONA QUE
ASISTA A LOS INCULPADOS EN SU DESAHOGO SEA
NECESARlAMENrE UN LICENCIADO EN DERECHO,"

lnstMtdc TriburJlI/es CoIegilldos de Cin:vIto. 1=-* S«nlInlItio
Judicialde III Federaci6n Ysu Gaceta. NoWfIlI~, Tomo XVIII,
Oc:tubre de 2003, Pág. 987, Tesis AIsIMIa.

La jurisprudencia citada hace alusión al concepto de defensor, el cual no
pretende asignaI1e una connotación Oníca y exclusivamente como profesional del
derecho, pues además de que no se exige asl por la ley, elo seña
descontextualizar el contenido de los árversos preceptos constitucionaIe que
hacen alusión a las formas en que el ~ado puede ser asi&tido. ya sea por si.
por abogado o por persona de su confianza, sin que pueda hacérseIe menos en la
averiguación previa. es precisamente en los tétnlÍllOS que refieren tiene el dered10
de verse asistido.

lo que significa en la etapa de averiguación previa el mciciado puede ser
asistido. para efeclDs de su dec:laraci6n, por abogado o por persona de su
confianZa, Y que incluso puede hacelto '"por si", y no obsIante, en cualquier caso,
se cumple con el derecho de una defensa adecuada.

Por otro lado, por "persona de confianza·. ni la Constitución ni la ley exigen
una relación previa de amistad, parentesco o afinidad tal genere unmotivo posiJIe
de ·confianza·, en el sentido personal, sino que con dicha expesí6n de designa a
quien, fuera de los supuesto relativos a una defensa por abogado, o por si mismo.
ellndíciado opta por designar a una persona clístinta.

DEFENSA ADeCUADA. DIFERENClAS ENTRE LOS AlCANCES
Y EFECTOS DE LAS eARAH1fAs CONSAGRAMS EN LAS
FRACCIONES oc y J(, PÁRRAFO CUARl'O. APARTADO A. DEL
ARTfcfLo 20 CONSTmJCIONAL

Una rec:ta 1IóI'P'8tad6n de lo~ en las fraocionBs IX Y X.
párrafo aJado, llpartado A. del lIItkuJo 20 consIituc:ionaI ptNnáte
deducir III eJástetlc1ll de slgnilicativas diferencias edre los alcanoes
y efectos de las gllrllntlas de defensa BdecuBda COIISlIfJI'lIda IIIJ

díchas fraccJones: esto es 1Is1,~e jJrfdica y f4cticlImenfe existe
lmposibiIídad para que IImbas seen lIbsetvadas en iguBldad de
cin:unmncies. en lIÍItlId de que el ClInIpO de su IIp/iicl1ci6n
pelflllltlCll a fases prooedimentalllS distintas. edemás de que se
rigen por ~amerrtaciones especI1ícas conterúdas en los art1cuIos
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efl1Cto, paro el ejerolc/O de este prerrogativa constitucional en la
fase/ndagatorla de un¡JI'OCeso penal federal, 110es factiblejurldica
ni materialmente que esa gaf8fltla pueda ser exigible y existan
conc1lclonantes reales para que su otorgamiento pueda hacerse
8I1teft del dertahogo de la diligencia de cJaclaracIón inicial a C8TrJO
de los incuJpadoft y, por tanto, el mandetoconstitucionalque obllge
a la deSignaCi6n de 8bOg8do o persona de su confianza que /os
es/lita durante el dertahogo de todas las diligencias mlnlrttertales
que al respecto sa8n pt&Cticad8s en eft/a fase previa, debe ser
interpretado en tiJrma sistemática Y 16gica, 110 1itlHa1, a fin de que
tenga la debidaCOfIftIs:tencia jurtdica, pueft es Inconcuso que existe
imposibIlidadreal y objetivapara que eft/a garantla sea observada
en aquel/aft diligencias probatorias que ye hubieften sido
deftahogadas con antelacl6n, en rez6fl de que I1nlcamente cuando
se /Ieg8 e erte eft/Bdo ¡JI'OCedlmentel (toma de decl8JBCloneft
mlnlft/ertales), la autoridad{J8fS'8CUtore de derltos se e1lCU8ntra real
y jurldicBmente en condIcIoneft de ItIJber st tos hechos investigados
son constltlKivos de delito fedt1ra1 Y ftl el o /oft detenidoft fte
encuentnIn en ceJldad de Inculpadoft o de test/goftde eses hechos,
pueft sólo hafttIJ ese momento minlstertal, el representanta social
federal, con berte en los resultadoft que arrojen IBft dilJgencleft
prob8tort8ft aludidas, es fac:tibIe que cronol6glcamenifl u
encuentre en poftibllldlld de cumplir Y hecer cumplir la {J8f8dla
constitucional 8IudIda, /o que no sucede reftpecfo del derecho de
defBnftIJ ejercIdO en las diversas etapas que en términos de /o
prevtsto en el I1Itfcufo 40. del Cdct.VO Federal de ProcedfmIentos
Penales, confOmJ8n al proceso penal federaJ (preInstrucci6n,
Instruccl6n, prtnera instancia Y segunda instancia) pues en tales
OOSOS, el jUZQ8dor t8derBI desde el alXo de radic8cJ6n tiene
conocim/ellto de los hechos oonsigIados Y de lB calidad de las
personas puestas 11 su dIsposIcf6n, por /o que 110 existe
ImpecIlmento alguno para que desde ese momento ¡JI'OCesaJ y
hafttIJ lB total concfuslón del juicio pueda ser ejerr:Ida y cumplida la
garantfa oomtttucIonal en cita; luegO entonces, /os indiciados,
¡JI'OCesados Y sentenciados tienen la etrlbución legal deb/dB de
exigir y ejerCer con efICIencia y effC8Cta esa garentla desde el
momento mi$l/1O de su puertte a dlsportJcidn anta el Óf(1IJ1IO
jur1sdloclonal federal, o billn, dUf'lJllte el tI1IllSClno de /os d"rversos
periodoftque comprende el ¡JI'OCeftO penal federal.

1a.1J.3112OO3

Amparo directo en revlsI6n 1Q&W. 21 de junio de 2000. Cinco votoft.
Po1Jfnte: Juvent/no V. castro Y castro. secretarto: Arturo Aquino
EftpillOfta.

Amparo directo en relllsl6n 105012000. 14 de febrero de 2001. Cinco
votos. Ponente: Juvent/no 11. castro y castro. 5ectet8rio: Javier
Carrello CaballerO.

Amparo directo en revisión 101212000. 4 de jufio de 2001. Cinco
votos. Ponente: Juventlno V. castro y castro. 5ectetarto: Javier
CaneIIo Caballero.

\03
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Amparo directo en revfsl6n 25112002. JO de agosto de 2002.
Unanimidad de cuatro votos. Ausenta: Juventino V. castro y
Castro. Ponenta: Juan N. Silva Meza. Secretar/a: M8rltla Uamile
OrtlzBrena.

Amparo cIJrec10 en revisJ6n 131712002. 12 de febrero de 2003. CInco
voto&. Ponente: Jos6 de Jesl1s Gudiflo Pelayo . Secretario: Ismael
Mancera Patltlo.

Tesis de jUfisprudencia 3112003. Aprobada por le Primera Sala de
este Alto Trlbrmal, en sesión de cuatro deJunio de dosmH/res.

Instancia: Primera Sale. FlJ8tIt1): Semanario JudiciBl de la
Federación y su Gaceta. NOVl/na Época. Tomo XVII, JlHliode
2003. Pág. 49. Tesis de Jurisprudencia.

La anterior tesis permite deducir la existencia de significativas diferencias
entre los alcances y efectos de las garantías de defensa adecuada consagradas
en las fracciones IX y X, apartado A, del artículo 20 constitucional, porque jurídica
y tácticamente existe imposibilidad para que srnoas sean observadas en igualdad
de circunstancias, en virtud de que en el campo de su aplicación pertenece a
fases procedimentales distintas.

DEFENSOR DE ORClO. SU DESIGNACIÓN POR EL JUEZ
SÓLO PUEDE REAUZARSE CUANDO EL INCULPADO NO
QUIERA O NO PUEDA NOMBRARLO DESPUÉS DE HABER
SIDO REQUERIDO PARA HACERLO.

La tracción IX del Bltlculo 20 constitucional consaga como
derecho del Inculpado en todo proceso penal, el de una defense
adlJCuada. por SI, por abOgadO o persona de su confianza.
sena/ando que si no quiere o no puede nombrar defensor, despu6s
de haber sido reqU6f1do para hacerlo, el JU6Z le nombrard un
defensor de oficio; lo que significa que sólo sen! cuando el
inCulpado no quieraonoPu«1a nombrar defensor, despul!s de que
se le IIBya requerido para 1JBcerlo, ya SBIJ porqlltl haya omitido
desJgnst10 o porque los nomlxados no hayan aceptBdo el cargo,
cuando el juzgador estllfá en posibilidad dB dBsIgnarlB como
defensor, en definitiva, al de ollclo.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO PRIMER
CIRCUITO.

XI.20.37P

Amparo directo 15712001. 4 de abril de 2001. UnanImidad de votos.
Ponente : RaO! Mllillo Delgado. 5eaetarle: Libertad RodrIguez
Verduzco.
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lnstMIda: TIibunBkts ColegIados de Citwito.F-*5emanatio
Juclkial de la FedenJCÍÓn y SUGIICfIla. Noven. q,oc.. Tomo><N.
Agosto de 2001. Pág . 1316. TeslsAlslada.

Dicha tesis pü;pnJdencial, establece que en todo proceso penal el
inculpado tiene el derecho de una defensa adecuada, como ya lo hemos visto, por
si, por abogado o persona de su confianza, seftalando que si no quiere o no puede
nombrar defensor, despUés de haber sido requerido para hacel1o, el Juez le
llOfIlbrar¡i un defensor de olicio, esto significa que sólo sera cuando el~do
no quíera o no pueda nombrar defensor, despues de que se le haya requerido
para hacel1o, ya sea porque haya omílído designarlo o porque los nombr.Idos no
hayan aceptado el cargo.

Como lo mencionamos, dicha fracción en comento COflSalJ3 el derecho
de defensa, bien sea que el inculpado se defienda por si, por abogado, o por
persona de su confianza, y en caso de no tener quien lo defienda, se le nombraI á
al de oficio, al respecto senalábamos, que esta garanlfa de la cual goza el
inculpado, se presenta a partir de que se enc;uentra privado de su lI»ertad,
garantla que es obigatoria para el juez de cumprll1a.

8 precepto constitucional, es amplio y menciona que podr.lI ser cualquier
persona su defensor, basta que sea de su confianza, no requiera que tenga tiIulo
profesional, para ejercer dicha funcl6n, también podemos de« que el denlcho de
designar defensor no puede tener restricc:iones, el juez deberáI tener como su
defensor a quien aquél pi oponga, sin imilaci6n alguna, sin embargo, como ya lo
comentábamos anteriormente, en la practica penal se exige que la persona que va
a sumir la caIídad de defensor tenga ceduIa profesional, expedida por la atmñdad
legalmente facultada para ello.

En el momento en que el ~ado rinde su declaración pn:pélialDiia,
manifiesta si hace uso del derecho de nombrar defensor, si se abstiene o reusa,
en sentido negativo, el juez de la causa, tiene la obIígaci6n confonne lo ordena la
constituci6n, de presentarfe la lista de defensores de oficio para que lo elija, en
caso de que no designe a ninguna, el juez con independencia de la wImtad del
inculpado le designara uno.

Dentro de la pn\dica forense no es muy segw-o que se le presente la fist¡
de defensores al inculpado para que elija el que considere oportuno; sino que
únicamente se le designa lisa y llanamente el de oficio de la adsa1Jci6n.

8 derecho de defensa, en sentido puede verse constantemente
wlnerado, toda vez que en varías ocasiones, dentro de la practica penal, se
presenta que por un cúmulo de trabajo que tiene el defensor de oficio, no se
encuentra presente en el momento mismo en el cual el inculpado va a rendir su
declaración preparatoria, sino es hasta el momento en que va a interrogar, y es en
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este acto en el cual la defensa comparece a enterarse de que tiene a su cargo la
defensa del inculpado.

Por otro lado, también llega a darse el caso, que por lo avanzado de la
hora, el defensor de oficio ya se retiró y no existe algún otro que lo asísla, anIe
esta circunstancia, el juez asienta en aulos que el defensor se reserva su derecho
de formular preguntas para otro momento procesal oportuno, a pesar de que se le
hace saber al~ que se encuentra asistido de su defensor (aooque no se
encuentre presente) y como muchas de las veces el ~ado desconoce el
procedímiento, ni cuenta se da de que su defensor no asísti6 en su defensa.

De igual forma se da otro caso, cuando por ejemplo el juzgado este en
turno, el mismo defensor le manifiesta a la persona que se encuentra recabando la
preparatoria, que lo reserve para formular preguntas, antes de que se le preg¡.nta
al inculpado si es su deseo contestar al interrogatorio de la defensa, pero en el
caso de que el inc:uIpado si desee contestar a las pregunlas del defensor, éste
solo se concreta a formular una o dos preguntas que en realidad no son de mucho
apoyo para la defensa de aqUél.

Por lo expuesto, debemos poner nuestra vista en estas practicas, que en
forma tangble violan los derechos del Inculpado, es por ellos que hacemos estos
comentarios, por que sin lugar a duda la defensa es de lJ'lID impoctallcía dentro
del proceso penal, ya que a veces por la falla de expelÍencia de lIIgI.n) defeclllOl'eS
de oficio no hacen una buena defensa Y es de suma impor1ancia levar
adecuadarnenle las diligencias r.ecesarias para la defensa como son el ofiecer las
pruebas, formular conclusiones, estar presentes en todas las ciIigencias que se
practiquen.

AsI mismo el defensor de oficio, además de lener una buena preparac:i6n
profesional, debe de contar con una formación ética Yde servicio, por consiguiente
estamos consientes de que esta situaci6n debe ser lq)enlda para el buen
desarrolo y funcionamiento de los juzgados, ya que de lo conlrario se estaña
atentando gravemente contra las garantias del inculpado.

Aunado a lo anterior, la imagen que se tiene de la defensoÓ8 debe ser
mejor cada dla, debiendo asumir su papel de manera conciente, haciendo uso de
sus conocimientos y apIícarlos conforme a la ley para llevar a cabo una buena
defensa, Y además que se hace extenso a los defensores particulares, ya que
muchas veces s6lo por obtener cfmero se presentan tan solo en la dedaración
preparatoria, dejando abandonada la defensa, sin presentarse más ante el
juzgado. Aunque cabe reconocer y aplaudir el trabajo de defensa que reaizan los
abogados con wan decflC8cí6n, p,"ofesionarlSlllo y entrega, y que wacias a ellos la
justicia se hace presente en todo momento.
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4.10. DERECHO A QUE NO SE LE PROLONGUE SU PRISiÓN O DETENCiÓN
POR FALTA DE PAGO A SUS DEFENSORES, O BIEN, POR ALGUNA OTRA
CAUSA ANALOGA DE NATURALEZA CIVIL (FRACCiÓN X)

Estos derechos se encuentran contenidos en la fracción X del apartado A,
del artículo 20 Constitucional que inicialmente disponía:

•••.En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención, por falta
de pago de honorarios de defensores o por cualquier otra prestación de
dinero, por causa de responsabilidad civil o algún otro motivo análogo.

Tampoco podrá prolongarse la prisión preventiva por más tiempo del
que como mAximo fije la ley al delito cometido que motivare el proceso.

En toda pena de prisión que Imponga una sentencia, se computará el
tiempo de la detención.

Las garantlas previstas en las fracciones 1, V, VII Y IX también serán
observadas durante la averiguación previa, en los términos y con los
requisitos y limites que las leyes establezcan; lo previsto en la fracción 11 no
estará sujeto a condición alguna.

En todo proceso penal, la vletlma o el ofendido por algún delito,
tendrá derecho a recibir asesorfa juñdica, a que le satisfaga la reparación del
dai'lo cuando proceda, a coadyuvar con el Ministerio Público a que se le
preste atención médica de urgencia cuando lo requiera y, los demás que
sefialen las leyes.n

Ahora bien, con motivo de las retomas constitucionales publicadas en el
Diario Oficial de la Federación de fecha 21 de septiembre del año 2000, se
retomó para quedar como sigue:

....x. En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención, por
falta de pago de honorarios de defensores o por cualquier otra prestación de
dinero, por causa de responsabilidad civil o algún otro motivo análogo.

Tampoco pod16 prolongarse la prisión preventiva por más tiempo del
que como máXimo fije la ley al delito cometido que motivare el proceso.

En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se computará el
tiempo de la detención.

las garantlas previstas en las fracciones 1, V, VII Y IX también serán
observadas durante la averiguación previa, en los términos y con los
requisitos y limites que las leyes establezcan; lo previstos en la fracción 11 no
estará sujeto a condición alguna."
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En el primer párrafo alude y confirma la garanUa del Oltimo p¡1JTafo del
arUculo 17 Constitucional, que prohibe la prisi6n por deudas de carécter
puramente civil, aunque este precepto hace menci6n expresa a las deudas por
honorarios de los defensores.

El segundo párrafo de dicho inciso, se refiere concretamente a la prisi6n
preventiva en los términos que ya hemos aludido. Del ané6sis que hacemos del
mismo podemos apreciar que existe la posililidad de que en los procesos sobre
delitos cuya penalidad es corta , y que los procesados por c:aree:er de reanos
económicos, no hayan podido obtener su lbertad bajo eauc:i6n, y que muchas
veces por la incfrferencia de los jueces que no dictan las sentencias en forma
rápida Yel procesado continGe en la cárcel mas tiempo del que htblere estado, si
hubiera compurgado una sentencia; por lo que álCha garantfa protege a los
procesados contra cualquier abuso de poder de algunos jueces.

En tal virtud, en caso de que sucedieran en la prádica que por trámies
bw"ocrélicos o cualquier otra cuestión, el procesado se encontrara en prisi6n
preventiva por más tiempo del que corresponde al delito por el que se encuentra
acusado, el juez de .1a causa para cumplí" con este párrafo, deberé, antes de que
se dicte sentencia, ponerlo en libertad, en Wtud de que la reclusi6n ha excecido
de tiempo que marca la pena méxima'ímpcxliJle, por el deito knpuIado, por tadD,
dicha lbertad se deberé c:IecreIar sin más reslricciones de la de presentane al
juzgado cuantas vecesse le requiera para terminar el proceso.

Asf, cuando se da la~ que marca el refetido párrafo, seguramenIe
también se violará la frac:á6n VIII del mismo articulo, ya que en esIa Olima se
obliga al juzgador a resolver en un tiempo maximo de cuatro meses, cuando la
pena méxima del delito que se trata no exceda de dos aftos.

El tercer párrafo de la fraccí6n del arUculoen comento, hace refetencia a
lo que hemos venido apuntando en relaci6n a que la prisi6n preventiva, es aquella
que se decreta en contra del inculpado dlr.mte el oproceso penal, la cual es una
mediila preventiva para evitar que el inculpado se suslraíga a la accí6n de la
justicia Y para asegurar el cabal CtImplimiento de la ley penal, Y que dicha acci6n
trae como consecuencia que la persona acusada, es privada de su rlbeftad aoles
de que se le compruebe su responsabi&dad penal, por lo que es ,obvio que el
tiempo de redusi6n que sufra por efectos de la prisi6n preventiva, se le tomen en
cuenta y forme parte del tiempo que deba padecer como sanci6n penal

El penOllirno párrafo de la fraccí6n del arUculo Constitucíonal de regencia,
viene a recoger disposiciones que se encontraban vigentes en leyes secundarías Y
que con la reforma del afto de 1993 y 1996, respectivamente,las eleva al más alto
nivel normativo. Entre esos beneficios encontramos el relativo en que se 1rasIadan
los derechos del procesado de un juicio ante un lri>unal, ante el inculpado en la
etapa de averíguaci6n prevía ante el Ministerio Pílb1ico (que es la novedad
contenida en este penOllimo párrafo), y será de obligatoria observancia para la ley
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de todas las entidades federativas, pues se !rata. como hemos apuntado de la
Conslítucí6n Federal

En ese orden de ideas. podemos apreciar que el mencionado parrato del
apartado A, del artlculo 20 Constitucional no se pronuncia en los mismos ténninos.

Por lo que respecta a todas y cada una de las garantias contenidas en
dicho precepto; asl las previstas fracciones l. V. VII y IX. serán obseuadas
durante la averiguación prevía, en los ténninos Y con los requisitos y limites
que las leyes establezcan, es deá. se haDan sujetas a concflCiones y
modalidades que cada entidad federativa pueda establecer. Y dentro de lo c;ua/
pennite reducáones o variaciones que hagan diferente eIlratiJmiento nacional de
la materia. Por otro lado. /o previsto en la fracci6n U no estará sujeto a
condici6n alguna. aspecto que se dirige a I más ampia aprJcaCión de estas
garantlas a favor del inculpado en la averiguación prevía.
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CONCLUSIONES

PRIMERA.- Podemos decir que el Derecho Natural es el conjunto de normas que
los hombres deducen de la intimidad de su propia conciencia y que estiman como
expresión de la justicia en un momento histórico determinado, la idea de la
existencia de este derecho sigue al hombre en el curso de la historia, pero esta es
una idea cambiante como el tiempo. Por lo que podemos afirmar que el Derecho
Natural, persigue la consecución del bien y el cual se deriva de la naturaleza de
ser racional.

SEGUNDA.- Los Derechos Humanos son el conjunto de facultades, prerrogativas,
libertades y pretensiones de carácter civil, polítioo, eoon6mico, social y cultural ,
incluyendo los recursos y mecanismos de garantla de todos ellos, que reconocen
al ser humano, considerado individual y colectivamente.

TERCERA.- Las garantías individuales son el medio jurídico consagrado por la
Constitución, principalmente, por virtud del cual se protegen los derechos del
hombre (hoy de los gobemados) frente al gobiemo del Estado y sus autoridades
(órganos de gobierno, organismos públioos descentralizados y órganos públioos
autónomos), obligando a éstos a respetar tales derechos.

CUARTA.- La calidad jurídica del inculpado se trasforma y produce diversas
secuencias jurldicas caracterizadas por los mayores gravámenes sobre la
persona, a través de los diferentes periodos del desarrollo del procedimiento. Es
indiciado durante el periodo de preparación de proceso, es procesedo durante el
proceso propiamente dicho, es acusado durante el juicio y oondenado después de
dictada la sentencia ejecutoriada respectivamente .

qUINTA.- Podamos decir que en materia penal nuestra Carta Magna otorga
gar.~mtlas individuales que tienen la facultad de obligar ala autoridad pública de
que cumpla," todo momento lo que manifiesta nuestra ley suprema, estas se han
oonsagrado oon'stitucionalmente con la única finalidad de proteger los derechos
naturales, físioos, mínimos y básicos de todos los gobernados en esta materia, es
decir proteger los bienes jurldicos más importantes de que goza toda persona
humana, que son: la vida, la libertad y la integridad física.

SEXTA.- El artículo 14 de nuestra constitución, contiene como garantías de
seguridad jurídica; la de irretroactividad de la ley, la de audiencia, la de exacta
aplicación de la ley en materia penal entre otras. La irretroactividad de la ley,
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quiere decir, que la autoridad tiene impedido aplicar una ley anterior a la vigente
que perjudique a las personas, pero en caso de que esta beneficie al gobernado,
se podrá aplicar una ley retroactiva.

La garantía de audiencia, es creada para darle al particular afectado la
oportunidad de hacer su defensa y se le otorgue un mínimo de garantías que le
aseguren de que rindiendo las pruebas que estime convenientes, y formulando los
alegatos que crea pertinentes.

La garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, significa que "no hay
delito, ni pena sin ley', es decir se prohíbe pena alguna que no este establecida
por una ley exactamente aplicable al delito que se trata.

SEPTlMA.· Dentro el contexto del artículo 16 Constitucional, encontramos la
mayor protección a los gobernados, a través de la garantía de legalidad, pone a
toda persona a salvo de todo acto que afecte a su esfera de derecho que no este
basada en forma legal alguna.

En la primera parte, encontramos la garantía de competencia constitucional, la de
legalidad y la de mandamiento escrito.

OCTAVA.- En el artículo 20 de nuestra Constitución, encontramos las garantías a
que tiene derecho todo inculpado o acusado, así como el ofendido o victima en un
juicio penal. En el apartado A, encontramos las principales indicaciones que se
deben cumplir tan pronto como comparezca el inculpado en una acusación
criminal, si este solicita la libertad provísional, sa le hará inmediatamente, bajo
fianza o caución que fijará la autoridad judicial.

NOVENA.· Podemos decir -que el procedimiento penal es el conjunto de
actividades regidas por el derecho procesal penal, cuya finalidad esencial es hacer
efectiva la pretensión punitiva del Estado, a través de la aplicación de la ley al
caso concreto y que inicia a partir de que el Ministerio Público tiene conocimiento
de la noticia criminis, y culmina con la ejecución de la sentencia.

·DÉCIMA.- Las etapas del procedimiento penal. se integran de la siguiente manera:
La averiguación previa, la preinstrucción o preproceso, la instrucción, el juicio, y la
ejecución.

DÉCIMA PRlMERA.- La averiguación previa es la primera etapa del procedimiento
penal mexicano, durante la cual se pradican diligencias por y ante el Ministerio
Público (como autoridad), tendientes a comprobar el cuerpo del delito y acreditar

Neevia docConverter 5.1



112

la presunta responsabilidad para determinar en su caso, el ejercicio o abstención
de la acción penal.
DÉCIMA SEGUNDA.- El periodo de preinstrucción también llamada de
preparación de proceso, principia en el momento en que la autoridad investigadora
tiene conocimiento de la comisión de un hecho delictuoso, o que aparentemente
reviste tal característica y termina con la consignación.

DÉCIMA TERCERA.- La instrucción es la primera etapa del proceso penal y esta
se desarrolla ante el órgano jurisdiccional , ya no ante el Ministerio Público, en esta
etapa, éste actúa como parte procesal; dejó de ser autoridad en el momento en
que ejercitó la acción penal. La instrucción se inicia con el auto de radicación;
primera determinación judicial que se dicta una vez que el Ministerio Público ha
ejercitado la acción penal.

DÉCIMA CUARTA- La etapa del juicio, la cual es central dentro del proceso
penal, se concreta a la audiencia y la sentencia, seto culminante del proceso, por
lo tanto nace con fa formulación de conclusiones del Ministerio Público
(acusatorios), finalizando cuando la sentencia definitiva, en primera o segunda
instancia causa ejecutoria, es la etapa dentro de la cual se destacan las siguientes
actividades : Formulación de conclusiones del Ministerio Público y de la defensa;
en su caso, citación a audiencia de vista; calebración de audiencia de vista,
llamada también audiencia final da primera instancia; y la sentencia.

DÉCIMA QUINTA- La etapa de ejecución inicia a partir de que la sentencia
definitiva causa ejecutoria. el inculpado, adquiere la calidad de reo y es puesto a
disposición del poder ejecutivo, desde que el juez remite copia de la sentencia a
dicho poder a afecto de que proceda la ejecución de la impuesta por el juzgador
en la sentencia. Esta etapa termina con el cumplimiento o extinción de la pena.

DÉCIMA SEXTA.- Los sujetos principales de la relación jurldica procedimental son
aquellas que intervienen en el desarrollo del procedimiento penal, desde su inicio.
con la noticia criminis, hasta su terminación con la ejecución de la sentencia, y
son: El Ministerio Público, el juez. el inculpado, el defensor. yel ofendido.

DÉCIMA SEPTIMA- Las garantlas establecidas en nuestra Constitución PoUtica
vigente, tales como las de igualdad, de libertad. de seguridad jurídica y de
propiedad, las posee cualquier persona, incluyéndose en este precepto tan
amplísimo al inculpado mismo; y por lo que se refiere a las de seguridad jurídica,
éstas establecen un cúmulo de requisitos y formalidades que la autoridad,
entendida como un órgano del Estado de la cual el individuo es parte esencial,
debe de observar y de cumplir de manera inexorable para que el acto que emita y
que afecte o trastoque al esfera jurídica de derechos de los gobernados, sea
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conforme a derecho, y en caso de que no sea as! la persona afectada por el acto
de autoridad tendrá la posibilidad de solicitar el amparo y protección de la Justicia
de la Unión.

DÉCIMA OCTAVA.- Las garantias de seguridad jurídica enfocadas al proceso
penal en particular, consigna una serie de obligaciones tanto para el Ministerio
Público como representante de la sociedad, encargado de la averiguación de los
delitos, como del mismo órgano jurisdiccional responsable de juzgar y de
sentenciar a una persona por un hecho que pueda ser considerado como delito,
que deben de cumpl ir y de observar necasariamente, ciñéndose a las
formalidades establecidas en los artículos que, para tal efecto, ha consignado la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

DÉCIMA NOVENA.- Las garantías individuales establecidas en el articulo 20
constitucional a favor del inculpado en el proceso penal mexicano, las entendemos
como el mínimo de derechos que debe de gozar una persona que se encuentra
sujeta, por razones particulares, al proceso de referencia y que al enfrentarse a un
órgano del Estado se pudiera pensar que se encuentra en desventaja, por lo que
previniendo tal situación y cualquier tipo de abusos por parte de las autoridades, la
Constitución Politica de nuestro país, ha consignado en el articulo de referencia
todos aquellos elementos necesarios tendientes a salvaguardar la Integridad física
y moral de las personas acusadas de algún delito.

VlGÉSIMA.- Todo proceso del orden penal tiene como finalidad deducir la
fe~l~ juridk;a <klI inQJIpadQ. Y hasta wn tantQ el Qr¡ano juriidi<x:ional no
emita una santencia, ya sea absolutoria o condenatoria, debe de acatar y hacar
cumplir los derechos que a favor del inculpado, consagra nuestra Carla Magna.

VIGÉSIMA PRIMERA.- Las reformas al texto constitucional, y en especifico al
¡rtíc:ulo 20, tuviefOll fin prepooderantG hacGf más axpQditlil lliI aó::ión dQ lliI justi<:ia,
al tratar de evitar la sobrepoblaciórl en los centros de readaptación social y
penitenciarios por de~tos no graves , catalogados así por el legislador en las leyes
secundarias.

VIGÉSIMA SEGUNDA.- Consideramos que el inculpado, no solamente debe de
QQOtar CQOvos ~fQni8 adecuada, atendiendo a lo diipuQstQ por la fracción IX, dQl
apartado A, de nuestra Constitución, sino que además la misma se debe de
extender al derecho de ser asesorado, previo a que rinda alguna declaración, si es
que asi lo considera procedente, y principalmente en la etapa de preinstrucción o
de averiguación previa.
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